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SÍNTESIS 

  

 

  

SÍNTESIS 

Las licitaciones públicas son una 

parte importante del desarrollo 

profesional del arquitecto, 

convirtiéndose en el modelo general 

para regular las relaciones laborales 

entre estos y el estado. Para 

entenderla se requiere un 

conocimiento del marco jurídico 

encargado de legislarlas, pero se 

debe de tener en cuenta que estas 

leyes son flexibles y variables con el 

tiempo y las circunstancias.  

En el momento de enfrentarse a un 

proceso licitatorio se puede precisar 

un esquema muy general, pero el 

buen resultado de la propuesta 

depende del análisis adecuado de 

variables, el entendimiento del 

objeto y la preparación del 

proponente; ya que este proceso no 

acaba con la adjudicación, sino que 

es la base de un otro más complejo 

llamado OBRA.     

Descriptores: Licitación pública, 

Ley 80 del 93, Contratación estatal, 

proceso licitatorio.   

ABSTRACT 

The public tendering is an important 

part of the architect's professional 

development, becoming the general 

model to regulate the relations 

between government and architects. 

To understand it requires knowledge 

of the legal charge of legislation, but 

it should be noted that these laws 

are flexible and variable with time 

and circumstances.  

At the time of dealing with a bidding 

process you can use a general 

scheme, but the success of the 

proposal depends on the proper 

analysis of variables, understanding 

of the procurement and preparation 

of the proposer. this process does 

not end with the award but is the 

basis of a more complex one called 

BUILDING WORK. 

Descriptors: Bidding, Law 80 of 93, 

state contracting bidding process 
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INTRODUCCIÓN 

El informe consiste en una compilación de información relacionada con las 

Licitaciones públicas correspondiente a obras arquitectónicas y presentada de 

manera tal que sea entendida por un recién egresado; con la intención de que 

este pueda tener una comprensión mayor de los procesos que involucra la 

contratación con el estado. 

Además de esto a medida que se simplifican y exponen los conceptos y leyes, se 

aportan consejos y estrategias para mejorar el desempeño y orientar el proceso 

en caso de querer realizar una propuesta. 

La forma de mostrar los resultados se estructura bajo 5 módulos básicos 

presentados en un formato virtual llamado pageflip, el cual pretende ser una 

herramienta dinámica e interactiva de fácil acceso.  

ABSTRACT:  

 

  

The report is a compilation of information related to public tendering and 

presented in a way that it is easy to understand by recent graduates, so they 

can have a better comprehension of the processes involved in Government 

procurement.  

In addition, as the concepts and laws are simplified and explained it will provide 

tips and strategies to improve the performance and guide the process in case of 

indenting a proposal. 

The results will be display under a 5 basic modules structure presented as a 

digital document  called “pageflip”, which purports is being a dynamic and 

interactive tool and an easy access document. 
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1. PRESENTACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN 

 

1.1. ASPECTOS GENERALES  

 

1.1.1. NOMBRE DE LA ORGANIZACIÓN: CONSORCIO ARAGÓN 

1.1.2. DIRECCIÓN: Carrera 10 entre calles 19 y 18 Bis PALACIO 

NACIONAL 

1.1.3. TELÉFONO: 3352162 FAX: 3352162 

1.1.4. NIT: 900.258.858-5 

1.1.5. SECTOR AL QUE PERTENECE LA ORGANIZACIÓN: Servicios  

1.1.6. ACTIVIDAD A LA CUAL SE DEDICA LA ORGANIZACIÓN: 

Construcción y Restauración 

1.1.7. NÚMERO DE TRABAJADORES: 28 

1.1.8. ÁREAS CON QUE CUENTA LA ORGANIZACIÓN: Área 

Administrativa-Financiera, Área Técnica y  Área De Mercadeo. 

1.1.9. RESEÑA HISTÓRICA:  

El CONSORCIO ARAGÓN se creó como una estrategia participativa que 

permitiera de una forma más efectiva y completa satisfacer  las necesidades 

relacionadas con la contratación pública. Es así como el arquitecto Jorge 

Enrique Martínez se asoció con la firma Bogotana Vindico s.a., con el 

propósito inicial de participar en la licitación pública número 006 del 2008, 

que tenía como objeto LA RESTAURACIÓN DEL PALACIO NACIONAL DE 

PEREIRA, declarado como bien de interés cultural de carácter nacional.  

Los dos socios tienen una participación del 50 % y como representante legal 

figura el arquitecto Jorge Enrique Martínez Fonseca. Quien cuenta con una 

gran experiencia en restauración de inmuebles patrimoniales. 

Obtuvieron la mayoría de puntos entre los participantes gracias a la 

conformación de un equipo de trabajo integro, la viabilidad de la propuesta 

económica y el cumplimiento de los requisitos técnicos y financieros. Se les 

otorgó la firma del CONTRATO DE OBRA NO. 2330/2008 POR 

ADMINISTRACIÓN DELEGADA, el cual en su primera fase tenía como 

objeto el reforzamiento estructural, las instalaciones sanitarias y los tanques 

de agua; en su segunda fase estaban incluidas las fachadas y terrazas, y en 

su tercera fase, que apenas comienza están incluidas todas las instalaciones 

eléctricas, el  funcionamiento de los ascensores y la terminación de los 

acabados. 
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2. DIAGNOSTICO DEL ÁREA DE INTERVENCIÓN 

 

El trabajo desarrollado por el CONSORCIO ARAGÓN en la RESTAURACIÓN 

DEL PALACIO NACIONAL se dio por la participación intencional en la licitación 

pública 006 de 2008, razón por la cual las dos partes del consorcio decidieron unir 

sus esfuerzos y poder cumplir con los requerimientos financieros y técnicos de 

esta licitación. 

Con esto en mente se plantea un área de intervención centrada en la contratación 

con el estado a través de las licitaciones públicas y enfatizado en el desarrollo de 

proyectos de intervención patrimonial, partiendo del hecho de que este campo de 

acción a pesar de ser conocido y utilizado por muchos arquitectos y constructores, 

para los recién egresados se torna como un tema desconocido y un objeto lejano 

por su limitada experiencia como profesional. 

Por esto se esboza un plan estratégico de actuación en licitaciones con objetos de 

interés patrimonial, no para grandes empresas como el CONSORCIO ARAGÓN, 

sino para arquitectos que recién comienzan con su carrera, pues es seguro que la 

empresa tiene estrategias claras y un amplio conocimiento de cómo licitar, a 

diferencia de los nuevos profesionales, para quienes este tipo de intervención en 

el ámbito público parecen inalcanzables.  

El primer paso lógico para realizar una intervención en esta área es conocer toda 

la documentación legal que regula la contratación con el estado, conociendo los 

artículos, modificaciones y adiciones relacionadas con la ley 80 del 93, la cual 

estipula los medios y las formas de contratar con el estado. 

Después de conocer el proceso legal, se procede a indagar sobre las opciones de 

los nuevos profesionales en el ámbito público, acudiendo a la secretaría de 

Planeación de la Alcaldía de Pereira y al ministerio de Cultura, donde se 

recolectara la información sobre este tipo de licitaciones: el modo en que lo deben 

hacer y las posibles estrategias que puedan seguir para conseguir un buen 

resultado. 

Al tener toda la información jurídica, procedimental y estratégica, se pretende 

depurar y condensar en una herramienta virtual de apoyo, que será el resultado 

final de este trabajo.  
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3. EJE DE INTERVENCIÓN 

 

El eje de intervención está determinado por la misma acción que dio origen al 

CONSORCIO ARAGÓN, refiriéndose puntualmente a la participación en contratos 

con las entidades públicas. Se entiende este ejercicio como uno más de los 

medios para el desarrollo del quehacer del arquitecto y muchos otros 

profesionales, quienes a través del proceso de licitación pueden involucrarse 

directamente en los proyectos de interés público. 

Para trabajar sobre este eje de intervención se plantean las siguientes 

actividades: 

1. Revisar los pliegos de las licitaciones presentadas y/o a presentar 

relacionadas con los inmuebles patrimoniales. 

2. Realizar el esquema básico de las propuestas técnicas y económicas. 

3. Ser  partícipe en discusiones sobre las licitaciones y las interpretaciones 

del pliego de condiciones. 

4. Recoger, analizar y sintetizar la información.  

El  proceso de licitación del cual la estudiante va a ser participe directa con su 

práctica académica y que a pesar de que en gran medida este limitado a 

proponentes con un perfil más experiencia y capacidad técnica y/o financiera que 

un recién egresado, sirve como estudio de caso para entender por medio de la 

experiencia directa el proceso de inscripción y realización de la propuesta, 

aportando así al desarrollo de un material virtual más exacto y eficaz, objeto final 

de este trabajo. 
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4. JUSTIFICACIÓN DEL EJE DE INTERVENCIÓN 

 

Es claro que la contratación con el estado es un procedimiento que se modifica 

constantemente a causa de, las reformas a los artículos relacionados con las 

actualizaciones, correcciones o adiciones a las leyes que regulan la contratación 

pública en Colombia.  

Por lo tanto se generan cambios en la forma de involucrarse en el proceso, es 

decir, cambia los modelos de contratación, los requisitos para participar y las 

necesidades a cubrir; muchas veces  permitiendo y facilitando la participación de 

nuevos proponentes, pero al mismo tiempo se generan desconfianza por el 

desconocimiento en cuanto a la manera de proceder o se ven agobiados y 

restringidos por la cantidad de requerimientos legales y técnicos que exigen. 

En esta clasificación de nuevos proponentes entran los recién egresados de la 

carrera de arquitectura de la UCP, quienes tienen varios campos de acción 

efectivos, pero pocos se relacionan con la participación en licitaciones del estado 

con énfasis en proyectos patrimoniales. Las razones para este poco interés están 

relacionadas  con el mismo desconocimiento e inexperiencia sobre los procesos y 

la forma de cómo afrontarlos. 

A causa de este fenómeno se prevé la necesidad de exponer la información sobre 

el proceso licitatorio de una forma clara y concisa, proponiendo estrategias y 

consejos sobre cómo abordar la propuesta y alcanzar los requerimientos exigidos.   

Estas estrategias varían desde la vinculación con otros profesionales, generando 

Uniones Temporales y Consorcios hasta la participación en licitaciones de baja 

cuantía. 

Este tipo de documentos estratégicos para licitar no son comunes y no se 

encuentran fácilmente, lo que lo hace un tema innovador y necesario para los 

interesados en el ente público.  
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5. OBJETIVOS 

 

5.1. OBJETIVO GENERAL 

 

5.1.1. Exponer la información general y algunas estrategias de participación 

sobre las licitaciones públicas con intereses en obras patrimoniales, 

de forma que los recién egresados tengan una lectura sencilla del 

proceso y una guía clara para desarrollar la propuesta.  

 

5.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

5.2.1. Identificar las leyes que regulan los procesos de contratación pública 
en Colombia y los requisitos para acceder a ellas. 

5.2.2. Analizar  los pliegos de condiciones de algunas licitaciones públicas 

5.2.3. Reconocer las estrategias de acción, los procesos metodológicos y 
los campos más efectivos para generar una licitación más 
competitiva. 

5.2.4. Elaborar un material virtual de apoyo que sintetice los procesos 
necesarios para licitar dirigidos a estudiantes de arquitectura. 
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6. MARCO TEÓRICO 

 

Uno de los documentos más importantes para la comprensión de los procesos de 
contratación con el estado, y como todo ámbito de lo público tienen que ver con 
las leyes que regulan estos procesos; y es de especial interés conocerla cuando 
se trata de asuntos que conllevan a una relación directa con el estado y/o las 
entidades públicas como lo son los procesos de contratación, donde el estado da 
unos recursos para ser administrados por personas naturales o jurídicas, que 
tengan las capacidades técnicas y financieras para hacerlo, obteniendo de esto 
una ganancia. 

 

En este caso la ley que regula este tipo de contratación pública es la LEY 80 DE 
1993, que expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública 
la cual en el 2007 tuvo una reforma, es decir fue Modificado por la Ley 1150 de 
2007 para lo que se llamo efectos de transparencia y eficiencia. 

 

Estas leyes nos permiten un acercamiento más preciso a los conceptos ligados 
con el tema de este trabajo, teniendo como eje de desarrollo las licitaciones que 
tengan como finalidad contratos de obra y consultoría, que son los más 
pertinentes en los temas que tengan que ver con el desarrollo arquitectónico.  

 

Lo que nos dice la ley sobre la contratación estatal es concisamente: 

 

Artículo 32 de la Ley 80 de 1993: “Son contratos estatales los actos 
jurídicos generadores de obligaciones celebrados por las entidades 
estatales”. 

 

Es decir, son los contratos que se celebran y ejecutan con las entidades estatales 
que además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado, 
colaboran con el logro de los fines públicos, para la continua y eficiente prestación 
de los servicios públicos, y que como todo contrato implica unas obligaciones. 

 

Estos contratos según la ley de contratación estatal1 se clasifican en contratos de 
prestación de servicios, contratos de concesión, encargos fiduciarios y fiducia 
pública, contratos de obra y contratos de consultoría, estos últimos dos son los 
que más se relacionan con él oficio del arquitecto, explicándolos más afondo se 
refieren a: 

• Obra: Su objeto es la construcción, mantenimiento, instalación o cualquier 
otro trabajo material sobre un inmueble. 

                                                           
1
 Artículo   32: De los Contratos Estatales. LEY 80 DEL 93 
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• Consultoría: Su objeto es la realización de estudios necesarios para la 
ejecución de proyectos de inversión, diagnóstico, prefactibilidad o 
factibilidad de proyectos específicos, asesorías técnicas, interventoría, 
asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y 
ejecución de diseños, planos anteproyectos o proyectos. 

 

En cualquiera de estos dos contratos las partes que intervienen son esencialmente 
dos: la Entidad Estatal y el Contratista, este último definido como las personas 
naturales o jurídicas que de forma individual o conjunta cumplen con los requisitos 
y es legalmente capaz para desarrollar el objeto del contrato. La ejecución del 
contrato se debe de realizar bajo unas especificaciones, un costo y un plazo 
pactados en el contrato. 

 

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES (Artículo  4º.- De los Derechos 
y Deberes de las Entidades Estatales y  Artículo  5º.- De los Derechos y Deberes 
de los Contratistas. LEY 80 del 93.) 

 

1. ENTIDAD ESTATAL 

• Exigir ejecución idónea y 
oportuna del trabajo contratado  

• Realizar el reconocimiento y 
cobro de sanciones  

• Mantener equilibrio económico 
(ajuste y revisión de precios) 

• Revisar la ejecución del 
contrato y exigir que se 
cumplan especificaciones e 
iniciar acciones de 
responsabilidad cuando no sea 
así. 

• Exigir calidad de bienes y 
servicios adquiridos 

• Buscar la reparación de los 
perjuicios causados con los 
contratos 

 

2. CONTRATISTA:  

• Velar por el cumplimiento del 
objeto contractual 

• Obrar con lealtad y buena fe 
en las etapas del contrato. 

• Recibir el pago de la 
remuneración pactada 
oportunamente  

• Obtener la protección de los 
derechos derivados del 
contrato 

• Garantizar la calidad de los 
bienes y servicios contratados 

• Estar afiliados y cotizando al 
Sistema de Seguridad Social y 
realizar pagos de parafiscales 
(art. 23 Ley 1150 de 2007, 
decreto 510 de 2003)  

  

El contratista a quien en la primera etapa se le considera un proponente, para 
efectos de eficiencia puede presentarse mediante  consorcios, promesas de 
sociedad o uniones temporales, definidas por la ley como la forma conjunta en que 
dos o más personas presentan una misma propuesta para la adjudicación, 
celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente por el 
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cumplimiento de la propuesta. La diferencia recae en que en los consorcios y en 
las sociedades,  las sanciones por  omisión o incumplimiento del contrato 
afectarán a todos los miembros por igual, en cambio, en las Uniones Temporales 
las sanciones se impondrán de acuerdo con la participación de cada uno de los 
miembros. Las modificaciones a los términos de estas sociedades se deben 
realizar con el consentimiento de la entidad estatal contratante.  

 

Para la elección del contratista el Estado presenta varias modalidades de 
selección2, pero la regla general y la más común es la de LA LICITACIÓN, que 
apelando el principio de transparencia obliga al Estado a efectuar una licitación o 
concurso público cada vez que se necesite contratar un servicio.  

 

Exceptuando que en algunos casos especiales3 se permite modalidades de 
selección objetivas y simplificadas, previstas a causa de las características del 
objeto a contratar, las circunstancias de la contratación, la cuantía o destinación 
del servicio, que por su naturaleza necesiten de un proceso diferente que permita 
y garantice la eficiencia de la gestión contractual. Es decir, a manera de ejemplo 
cuando el estado necesite celebrar un contrato que tenga como objeto un servicio 
especializado o único en su tipo que una sola organización o muy pocas puedan 
realizarlo. 

 

Estas modalidades especiales son: 

 

• La Contratación directa 

• La Selección abreviada 

• El Concurso público de méritos 

 

En cualquier caso la entidad debe justificar de manera previa a la apertura del 
proceso de selección, los fundamentos jurídicos, técnicos y financieros que 
soportan la modalidad de selección que se propone adelantar. 

 

Antes de cualquier proceso de contratación estatal, se deben de realizar unos 
estudios de factibilidad que demuestren la viabilidad del proyecto y la existencia de 
fondos para realizarlo, así como un plan con los objetivos, políticas, requisitos, 
cronogramas y presupuesto, de manera general se estructuras así: 

 

 Estudios previos.(Conducente, pertinente, conveniente) 

 Registro en el Sistema de Información para la vigilancia de la Contratación 
Estatal, SICE. 

                                                           
2
 Articulo 2: de las Modalidades de selección. LEY 1150 DE 2007  

3
 Articulo 24: Del principio de Transparencia. LEY 80 DE 1993 
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 Registro Único de Precios de Referencia, RUPR 

 Determinar los permisos, licencias y autorizaciones requeridos  

 Determinar el impacto social ambiental  

 Consulta sobre impuestos 

 Análisis del mercado 

 Evaluación del tipo de selección y contratación. 

 

Estos documentos sirven de soporte para la elaboración del pliego de 
condiciones, que es el documento que sirve de guía para realizar la propuesta de 
la Licitación pública, se suministra a todos los participantes para que estén en 
igualdad de condiciones.  

 

Este documento se estructura en 3 módulos:  

 

1. Módulo de información: 

o Informaciones general  

o Anexos e informes 

o Planos y diagramas  

2. Módulo de evaluación: 

o Criterios y Reglamento de evaluación 

o Formulario de propuesta 

3. Módulo de reglamentación: 

o Condiciones Generales 

o Especificaciones técnicas 

o Minuta del contrato.4 

 

Con todo esto se pretende que los proponentes puedan valorar adecuadamente el 
alcance de lo requerido por la entidad, así como la distribución de riesgos y 
obligaciones, decidiendo cual es la  mejor forma de proceder.  

 

Este pliego de condiciones es entregado junto con los estudios previos y el acto de 
apertura, esto se realiza mediante la publicación en el SECOP: EL PORTAL 
ÚNICO DE CONTRATACIÓN ESTATAL COLOMBIA, y/o la publicación en un 
periódico de amplia circulación, en primera fase como un borrador, donde los 
interesados pueden realizar observaciones y preguntas sobre la información, 
requisitos y formas de evaluación, lo que se realiza mediante una Audiencia 
aclaratoria. 

                                                           
4
 URDANETA, German. (2011). Licitar...para ganar, las reglas del Juego. [diapositiva] 

https://sites.google.com/site/cursosgermanurdanetah/httpvshttps  
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Los requisitos Jurídicos para participar en un proceso de selección estatal son 
expuestos brevemente: 

• Existir jurídicamente  

• Ser capaz (duración superior a 1 año) 

• Tener facultades de representación del proponente 

• Estar inscritos y calificados en  el R.U.P  

• Conformar adecuadamente la U.T., Consorcio o Promesa de Sociedad en 
caso de participación colectiva 

• Estar inscritos en el Sice cuando las normas lo exijan 

• No ser deudores morosos del Estado  

• No estar inscritos en el boletín de responsables fiscales de la contraloría  

• Presentar garantía de seriedad de oferta5 

 

El RUP6- Registro Único de Proponentes, es un documento que se gestiona en las 
cámaras del comercio de cada ciudad, y que es como ya se dijo un documento 
indispensable para la contratación con el estado, la inscripción se hace mediante 
unos formularios, de los cuales algunos están especialmente dirigidos a las 
personas con poco experiencia, como un recién egresado. 

 

Este registro da cuenta de la clasificación de los proponentes, su experiencia, 
capacidad jurídica, administrativa, operacional y financiera, aspectos claves y que 
como mínimo se tienen en cuenta para aceptar la participación del oferente en la 
licitación.  

 

Después de presentar las propuestas, la entidad verifica las capacidades y califica 
la oferta económica, teniendo encuentra los puntajes estipulados en el pliego de 
condiciones y la relación costo/beneficio. El elegido puede ser notificado de dos 
maneras: una personalmente, tanto a los favorecidos como a los que no o 
mediante una audiencia pública que presente la forma de evaluación y los 
interesados puedan presentar observaciones. 

 
En relación con el proceso de licitación esta estipula el tipo de contrato civil que se 
va a desarrollar, modificando la forma en que se debe asumir el reto de presentar 
la propuesta, esto se debe a que la relación entre los valores del AIU varían 
dependiendo de la responsabilidad del contratante y el contratista, entre más 
responsabilidades tenga el contratante, los riegos que asume son mayores por lo 

                                                           
5
 AHUMADA MOZZO, Monica Juliana  (2008). Régimen de contratación estatal en COLOMBIA [diapositiva] 

.http://www.girardota.gov.co/index.php?...estatal...estatal-en-colombia 
6
 Artículo 6: de la verificación de las condiciones de los proponentes. LEY 1150 DE 2007 



19 
 

tanto el porcentaje de los Imprevistos, la Administración y las Utilidades son 
mayores.  
 
Es importante de igual forma precisar que el AIU no solo depende de factores 
contractuales, sino que también es preciso considerar otros factores como los 
estudios , seguros, garantías, impuestos, pólizas, asesores, obras provisionales, 
personal, vigilancia y otros costos adicionales que no se tiene en cuenta en el 
presupuesto general. 
 

“El cálculo del valor de la Administración se puede precisar previo 
estudio de cada caso y por lo tanto no es igual para todos los 
proyectos, en cuanto a los imprevistos dependen de las 
condiciones meteorológicas, el grado de detalle de los diseños y 
la precisión de las cantidades de obra entre otros factores. El 
Porcentaje de Utilidad corresponde al valor esperado de 
ganancia, sobre el cual se cobrará el IVA.” 
 
Ing. Guillermo López Uribe 

 
Modalidades para la contratación de obras civiles 
 
1. Por administración delegada: Consiste en se selecciona un administrador 
para que a nombre del contratante realice todos los gastos de obra definidos como 
presupuesto de construcción. La entidad contratante provee al administrador de 
todos los fondos necesarios para atender los gastos de la obra en los cuales están 
incluidos el costo de materiales, mano de obra, compra o alquiler de equipos, pago 
de transportes, pago de profesionales auxiliares de obra, pago de gastos 
administrativos de oficina. 
 
El administrador tiene como obligación asumir las funciones directivas, 
administrativas y financieras de la obra para lo cual está obligado a rendir riguroso 
estado de cuentas. Los errores de obra realizada imputables al administrador 
delegado son corregidos bajo su costo. En este tipo de contratación el 
administrador delegado está obligado a trasladar a la entidad contratante todas las 
rebajas, y descuentos que obtenga de la adquisición de materiales de obra, de 
equipos o de renta de los mismos. 
 
2. Por precios unitarios fijos: Es un sistema de contratación por el cual el 
constructor ejecuta para la entidad contratante una obra de acuerdo con las 
especificaciones técnicas y los precios pactados para cada uno de los ítems de la 
misma, se pagan las cantidades ejecutadas sin modificar los precios unitarios. 
En esta modalidad el objeto contractual consta de dos partes: Los costos directos 
y los costos indirectos. 
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Los costos directos son aquellos en que incurre el contratista por concepto de 
compra de materiales, pago de mano de obra, alquiler de herramientas y equipos, 
transporte de materiales, e IVA incluido vigente para todos los anteriores. 
Los costos indirectos son aquellos en que incurre el contratista por concepto de 
administración (A) de la obra, imprevistos (I) del contratista, utilidad estimada (U) 
sobre los costos directos de la obra e IVA sobre la utilidad. 
 
3. Por precio global o alzado: Es una modalidad de contratación en la cual el 
contratista se compromete por su cuenta y riesgo a ejecutar una obra a todo costo 
o sea por un precio total único. 
La característica de esta modalidad es la invariabilidad del precio global 
convenido, de las cantidades de obra pactadas y del plazo establecido para la 
ejecución.7 
 

Los contratos con entidades públicas se pueden clasificar según el valor de estos, 
los cuales están supeditados al presupuesto anual que tenga la entidad 
contratante representada en S.M.M.L.V. Es decir, dependiendo del presupuesto 
que disponga en el año una entidad y su relación con el valor del contrato, se 
puede hablar de una clasificación que afecta el modo de contratar. 
 
Las entidades públicas que tengan un presupuesto anual inferior a 120.000 
SMMLV, sus contratos de menos cuantía oscilan entre un valor de 28 SMMLV y 
280 SMMLV, estando por debajo de los 28 SMMLV los de mínima cuantía y por 
encima de los 280 los de mayor. Este aplica para el caso de Pereira. 
 
a. MÍNIMA CUANTÍA: Se contrata por el sistema de orden previa, debe recibir 

mínimo 2 ofertas. 
b. MENOR CUANTÍA.  

 Se contrata por el sistema de contratación directa y con formalidades plenas, 
con una oferta y constancia de precios del mercado (Decreto 2170 de 2.002) 

 Se contrata por el sistema de selección abreviada con formalidades plenas, de 
conformidad con el procedimiento establecido en el Decreto 2170/2002, 
(prepliegos y pliegos de condiciones, previamente publicados en la página 
web) 

c. MAYOR CUANTÍA Se contrata previa Licitación Pública o Concurso de 
méritos. 
 

Por último se presenta la información relacionada con la contratación pública y los 

tratados con otros países: 

                                                           
7
  http://www.legal.unal.edu.co/sisjurun/normas/Norma1.jsp?i=35048 

http://www.legal.unal.edu.co/sisjurun/normas/Norma1.jsp?i=35048
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“Art 20 ley 30: siempre  que  exista  reciprocidad  de  trato comercial entre  el  
país  de  origen del proveedor extranjero y  Colombia,  a  aquel se  le   torgará 
trato nacional.” 

 

Trato Nacional y No Discriminación: En virtud de este principio, 
Colombia se compromete a que en las contrataciones cubiertas se 
dé un trato no menos favorable que el trato más favorable que 
Colombia o la entidad contratante conceda a las mercancías, 
servicios o colombianos. Considerando que este compromiso se 
asume recíprocamente entre Colombia y el otro país, se aplica 
entonces el artículo 20 de la Ley 80 de 1993, el cual consagra de 
manera expresa para los extranjeros el principio de reciprocidad y 
trato nacional, de acuerdo con el cuál en los procesos de 
contratación, se le deberá conceder al proponente extranjero el 
mismo tratamiento y las mismas condiciones, requisitos y 
procedimientos concedidos a los nacionales.   

Este principio se debe aplicar en relación con los beneficios 
establecidos por la Ley 816 de 2003 para estimular la industria 
nacional, de acuerdo con lo cual los bienes y servicios originarios de 
nuestro socio comercial reciben el mismo puntaje adicional que los 
colombianos.8 

 

En relación a esto se concluye que Colombia en cuestiones de contratación 
pública se compromete a contratar compañías extranjeras de países con los que 
haya realizado algún tratado y en los cuales las empresas Colombianas sean 
tratadas igual que las nacionales, por lo tanto se concederán puntos extras y 
concesiones especiales tanto a la empresa nacional como internacional  frenando 
la incentivación a la contratación pública con empresas nacionales y por lo tanto 
afectando el desarrollo y crecimiento de las mismas, sin mencionar el problema en 
relación a los trabajadores que se verán afectados por sus limitados 
conocimientos técnicos y procedimentales en relación a las empresas extranjeras.  

 

Igualmente  el gobierno ha desarrollado planes y estrategias dirigidas a capacitar y 
asistir a las PYMES (pequeñas y medianas empresas) para mejorar su 
competitividad al momento de presentar la propuesta llegando al punto inclusive 
de promover un tipo de licitación cerrada donde solo las MIPYMES tengan cabida.  

 

 

  

                                                           
8
 https://www.contratos.gov.co/Archivos/Manual_Explicativo_CP_TLC.pdf 

https://www.contratos.gov.co/Archivos/Manual_Explicativo_CP_TLC.pdf
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8. PRESENTACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS 

 

8.1. INFORMACIÓN SOBRE LA LEGISLACIÓN QUE REGULA LA 

CONTRATACIÓN ESTATAL EN COLOMBIA  

8.1.1. Leyes 
Como primer paso se desarrolla diversas actividades enfocadas a ilustrar y 
aclarar los conceptos relacionados con la contratación estatal; Esto para 
tener una idea general del proceso licitatorio y del marco legal encargado 
de regularlo.  
 
Se realiza un primer informe sobre los términos utilizados y las leyes que 
son estrictamente relacionadas con este tema, surgiendo así el primer 
informe consolidado en  una tabla que abarca las leyes y su contenido en 
términos generales:   

TABLA 1. RELACIÓN LEYES CONTRATACIÓN ESTATAL 

 

LEY GENERAL 
LEGISLACIÓN 

ADICIONAL

LEGISLACIÓN 

SOBRE LA QUE 

APLICA

ACCIÓN CONCEPTO A INTERVENIR TEMAS ESPECIFICOS

CRITERIOS DE SELECCIÓN

CELEBRACIÓN DEL CONTRATO

PUBLICIDAD PLIEGOS DE 

CONDICIONES

AUDICENCIAS PUBLICAS 

CRITERIOS DE SELECCIÓN TODAS 

LAS MODALIDADES

CRITERIOS DE SELECCIÓN (MINÍMO 2 

OFERENTES)

LICITACIÓN DESIERTA PROCESO

MODIFICA
REGULACIÓN DE LOS PLIEGOS DE 

CONDICIONES

LEY 80 DE 1993 REGLAMENTA 
ART. 2 CONTRATOS 

INTERADMINISTRATIVOS

REGULACIÓN DEL PROCESO DE 

CONTRATACIÓN

DECRETO 2170 DE 

2002 
MODIFICA

ART. 14 CONTRATOS 

INTERADMINISTRATIVOS

PROCESO DE SELECCIÓN: 

CONCURSO 

 CONTRATOS 

INTERADMINISTRATIVOS

DEFINICIÓN DE ASOCIASIONES 

TERRITORIALES

SELECCIÓN DE CONTRATISRA

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO 

UNILATERAL

VALOR DEL CONTRATO MINIMA 

CUANTIA 

INHABILIDADES PARA CONTRATAR

LIBERTAD DE CONCURRENCIA

PUBLICIDAD PLIEGOS DE 

CONDICIONES

IGUALDAD ENTRE PROPONENTES

RESPLADO A LAS DESICIONES 

CONTRACTUALES 

CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS 

INTERNACIONAL

MYPIMES

SELECCIÓN OBJETIVA DEL 

CONTRATISTA 

GARANTÍAS Y DISTRIBUCIÓN DE 

RIESGOS

  LEY 80 

DE 1993 

Dispone 

las reglas 

y 

principios 

que rigen 

los 

contratos 

de las 

entidade

s 

estatales. 

Estatuto 

general 

de la 

contrata

cion 

publica 

en 

Colombi

a . 

CONTRATACIÓN ESTATAL

REGULA Y 

MODIFICA

LICITACIÓN PUBLICA Y 

OTROS MODELOS DE 

SELECCIÓN

INTRODUCE
CONTRATACIÓN CON 

RECURSOS PÚBLICOS 

TRANSPARENCIA E 

IGUALDAD

DECRETO 4375 DE 2006

LEY 1150 DE 2007 

DERROGA

DECRETO 855 DE 1994  LEY 80 DE 1993
REGLAMENTA 

PARCIALMENTE
CONTRATACIÓN DIRECTA

REGLAMENTA 

DECRETO 2170 DE 2002 

CONTRATACIÓN DIRECTA

LEY 80 DE 1993

NO APLICA

LEY 80 DE 1993

DECRETO 855 DE 

1994 

DEROGA 
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Fuente: Elaboración propia 
Información de apoyo: http://www.nacionvisible.org 
 
 

8.1.2. Modalidad de selección 
En relación a los conceptos básicos de la contratación se trata de hacer 
énfasis en el tipo de selección de los contratistas, pues este es el primer 

LEY GENERAL 
LEGISLACIÓN 

ADICIONAL

LEGISLACIÓN 

SOBRE LA QUE 

APLICA

ACCIÓN CONCEPTO A INTERVENIR TEMAS ESPECIFICOS

MODALIDAD DE SELECCIÓN

PÚBLICIDAD

SELECCIÓN OBJETIVA

DECRETO 4444 DE 2008 LEY 1150 DE 2007 
REGLAMENTA 

PARCIALMENTE

MODALIDADES DE 

SELECCIÓN
SELECCIÓN ABREVIADA 

DECRETO 4533 DE 2008  LEY 80 DE 1993 REGLAMENTA CONTRATO ESTATAL CONTRATOS DE CONSULTORÍA

DECRETO 4828 DE 2008  NO PLICA INTRODUCE
CONTRATACIÓN DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
REGIMÉN DE GARANTÍA

VERIFICACIÓN DE LAS CONDICIONES 

DE LOS PROPONENTES

ACREDITACIÓN R.U.P

RESPONSABILIDAD CAMARA DE 

COMERCIO

DECRETO 490 DE 2009 
DECRETO 4828 DE 

2008 
MODIFICA

CONTRATACIÓN DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

CLAUSULADO DE LAS PÓLIZAS DE 

GARANTÍA 

CLASIFICACIONES R.U.P

CALIFICACIÓN DE PROPONENTES

MODIFICACIONES AL PLIEGOS DE 

CONDICIONES

PLAZOS Y TERMINOS ARA AJUSTAR 

PROPUESTA

TIPOS DE CONTRATO
MINÍMA CUANTIA PROCESO DE 

SELECCIÓN

VALOR DEL CONTRATO

REQUERIMIENTOS MÍNIMOS

REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

DECRETO 2473 DE 2009
LEY 80 DE 1993 Y 

LEY 1150 DE 2007 

REGLAMENTA 

PARIALMENTE
MYPIMES PROMOCIÓN Y DESARROLLO

DEFINICIÓN TERMINOS DE 

CLASIFICACIÓN Y CALIFICACIÓN

CRITERIOS DE CALIFICACIÓN

INFORMACIÓN GENERAL R.U.P

VERIFICACIÓN DOCUMENTAL

FORMULARIO Y CERTIFICADO

LEY 80 DE 1993
REGLAMENTA 

PARCIALMENTE

CONTRATACIÓN EN EL 

EXTERIOR
LEGISLATURA A SOMETERSE

DECRETO 2474 DE 

2008
MODIFICA CONTRATACIÓN ESTATAL

CONTRATACIÓN DE TRABAJJOS 

ARTÍSTICOS

PREVENCIÓN

INVESTIGACIÓN

SANCIONES

PROCESO DE SELECCIÓN

PUBLICIDAD

NO EXIGENCIA RUP

  LEY 80 

DE 1993 

Dispone 

las reglas 

y 

principios 
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los 

contratos 

de las 

entidade

s 

estatales. 

Estatuto 

general 

de la 

contrata

cion 

publica 

en 

Colombi

a . 

REGLAMENTA 
REGISTRO UNICO DE 

PROPONENTES

DECRETO 4266 DE 2010

DECRETO 2516 DE 2011 LEY 1150 DE 2007 MODIFICA
REGULACIÓN CONTRATOS 

MÍNIMA CUANTÍA

TIPOS DE CONTRATO

DECRETO 1464 DE 2010 

DECRETO 2474 DE 

2008
MODIFICA

DECRETO 836 DE 2009 
DECRETO 4881 DE 

2008
MODIFICA

MINÍMA CUANTIA PROCESO DE 

SELECCIÓN

DECRETO 3806 DE 2009  LEY 1150 DE 2007 
REGLAMENTA 

PARIALMENTE
CONVOCATORIA A MYPIMES

DECRETO 3576 DE 2009

DECRETO 2474 DE 

2008 Y DECRETO 

2025 DE 2009

MODIFICA 

PARCIALMENTE

DECRETO 2474 DE 2008 
LEY 80 DE 1993 Y 

LEY 1150 DE 2007 

REGLAMENTA 

PARCIALMENTE
CONTRATACIÓN ESTATAL

LEY 1474 DE 2011 NO APLICA INTRODUCE ESTATUTO ANTICORRUPCIÓN

LEY 1150 DE 2007 

DECRETO 2025 DE 2009

MODALIDADES DE 

SELECCIÓN

REGISTRO UNICO DE 

PROPONENTES

DECRETO 4881 DE 2008 LEY 1150 DE 2007 
REGLAMENTA 

PARCIALMENTE

REGISTRO UNICO DE 

PROPONENTES

http://www.nacionvisible.org/
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paso que determina la forma en que se va a dar la relación con el ente 
contratante, esbozando el proceso próximo a seguir, además de contener 
el tema central de este informe que es la LICITACIÓN PÚBLICA. En 
relación a esto se realizo una lectura de las leyes y otros documentos 
auxiliares que abarcaban el tema para generar un diagrama compendio de 
las modalidades de selección.    

 

GRAFICO 2. CLASIFICACIÓN  MODALIDADES DE SELECCIÓN 

 

 

Fuente: Elaboración propia 
 

Para entender mejor la clasificación en relación a la cuantía se anexa una 
tabla elaborada por el Ingeniero Germán Urdaneta, donde se expresa en 
primera instancia el presupuesto de la entidad contratante para realizar la 
conexión con el tipo de modalidad que se debe desarrollar según el valor 
estimado del contrato, o también para conocer a qué tipo de contratos o 
procesos podemos aplicar dependiendo de la entidad donde recaiga 
nuestro interés.  
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TABLA 3. CUANTÍAS AÑO 20011 

 

 

Fuente: Ingeniero Germán Urdaneta 
 

Otra parte del proceso de recolección de información tuvo que ver con las 
entrevistas realizadas a personas que en su desenvolvimiento profesional 
tuvieran contacto directo con el tema general de la contratación estatal, 
buscando abarcar las dos puntos de vista, es decir, una persona que 
estuviera vinculada al ente público y otra particular que tuviera cierta 
experiencia como proponente. 

El primer profesional con que se hablo es el Ingeniero Civil Luis Herrera  
vinculado a la alcaldía de Pereira, Secretaría de planeación, con quien se 
abordaron los temas relacionados con las modalidades de selección, 
haciendo énfasis en las licitaciones públicas  y la factibilidad de que un 
egresado pudiera ser parte del proceso. 

En relación a esto se llego a la conclusión de que las licitaciones como tal 
pretendían llevar a cabo contratos con objetivos complejos y de alto valor, 
que requerían que el proponente tuviera cierta experiencia y capacidad 
económica para llevar a cabo la ejecución como tal, y que se debían de 
buscar otras formas alternas a la participación directa. 

El segundo profesional con quien se hablo fue Guillermo López  Uribe, un 
Ingeniero civil vinculado al grupo de trabajo del arquitecto Martínez 
representante legal del CONSORCIO ARAGÓN. El interés en hablar con él 
surgió por su experiencia en la elaboración de las propuestas para 
licitaciones, por lo cual los temas a tratar se enfocaron en los puntos claves 
de una buena propuesta y en quienes intervienen en este proceso, pues no 
se trata de solo el contratista, sino que también están involucrados una 
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serie de profesionales de diversas áreas y con experiencia diversa, viendo 
acá una buena posibilidad para el recién egresado. 

 

8.2. DISCUSIÓN SOBRE LICITACIONES E INTERPRETACIONES DEL 

PLIEGO DE CONDICIONES. 

8.2.1. Revisión de Pliegos de condiciones  
Para tener un panorama más claro sobre el proceso de las licitaciones 
públicas se tuvieron que abarcar varios pliegos de condiciones y de igual 
forma tener presenta la legislación pertinente. Para este proceso fue muy 
oportuno que la ley obligue la publicación de todo el proceso licitatorio, 
desde los avisos de apertura hasta los contratos, que son de fácil acceso 
en la página web: https://www.contratos.gov.co/puc/. 

Pero antes de esto se hizo necesario entender el proceso llevado a cabo 
por el ente público, es decir, el proceso que se debe de seguir para abrir 
una licitación pública según lo estipulado por la ley y que en forma 
resumida se expone a continuación: 

GRAFICO 4. PROCESO LICITACIÓN PÚBLICA 
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https://www.contratos.gov.co/puc/
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Después de conocer todo el proceso que requiere abrir la licitación, se llego 
a la conclusión de que es posible estipular unos tiempos promedios para 
desarrollar el proceso, esto con la idea de que sirva de conocimiento 
general y de una base para determinar los tiempos y dedicación que se 
debe dar al desarrollo de la propuesta como proponente. En relación a esto 
se creó un grafico síntesis simplificando el proceso: 

GRAFICO 5. PLAZOS LICITACIÓN PÚBLICA 

 

 

Fuente: Elaboración propia 
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8.2.2. Análisis Pliegos de condiciones y ofertas. 
En esta etapa de análisis se opto por encontrar puntos claves que se 
pudieran desarrollar como estrategias en el momento de ser oferente en un 
proceso licitatorio, esto se realizo a diferencia del punto anterior, no 
tomando pliegos de condiciones exclusivamente, sino también las 
propuestas presentadas por los interesados. 
 
En primera instancia se quiso hacer una especie de grafico equivalente al 
GRAFICO 4 (proceso licitatorio desde el ente contratante) que ilustre el 
proceso de un proponente de manera muy general para no individualizar el 
procedimiento, pero que si genere una claridad en los pasos a seguir. Se 
adjunta el grafico resultante.   

 

GRAFICO 6. PROCESO OFERTA LICITACIÓN PÚBLICA 

 

 

Fuente: Elaboración propia 
 

Como parte importante de toda la información recolectada y analizada 
desde la ley, la observación de los pliegos y las charlas con los Ingenieros 
Guillermo López y Luis herrera, se hizo necesario indagar en el tema de 
generar equipos de trabajo más amplios e interdisciplinarios para presentar 
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propuestas más completas y competitivas, esto lo permite la ley por medio, 
en primera instancia de una figura jurídica, es decir la creación de una 
empresa.  
Con relación a esta idea, se estudio  las teorías propuestas por JORGE 
NORIEGA SANTOS en su libro Obra : administración y gerencia y se tomo 
un esquema base para generar el siguiente grafico que tiene como finalidad 
ilustrar un proceso que sea conveniente para la creación de una empresa 
exitosa. 

 
 

GRAFICO 7. CONSTITUCIÓN DE UNA EMPRESA 

 

 

 
Fuente: Elaboración propia 
Información de apoyo: NORIEGA SANTOS, jorge. Obra : administración y 
gerencia. Bogota, Colombia: Bhandar Editores , 2002.333 p. 
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De igual forma se contemplaron otras opciones de participación conjunta 
que no requieran un compromiso tan exhaustivo y prolongado como el de la 
creación de una empresa, refiriéndose específicamente a las uniones 
Temporales y Consorcios, aceptados por la ley como una forma de 
participación temporal en cuanto sea dependiente a la duración del 
contrato. Para esto se estudio la ley, que regula la creación de este tipo de 
uniones y se creó un grafico síntesis:    

 
 

GRAFICO 8. UNIÓN TEMPORAL y CONSORCIO 

 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
 

En relación a la presentación de la propuesta como tal, se quiso realizar un 
esquema general de los documentos exigidos, tratando de ser un grafico 
generalizado que muestre el tipo de documento y la fuente de la cual puede 
ser extraído.  
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GRAFICO 9. DOCUMENTOS MÍNIMOS EXIGIDOS 

 
Fuente: Elaboración propia 

 
 

8.3. SÍNTESIS DE LA INFORMACIÓN – HERRAMIENTA VIRTUAL.  

 
Para desarrollar este eje de intervención se trato de buscar una herramienta 
versátil y novedosa, que pudiera funcionar como un objeto de consulta rápida 
y de fácil entendimiento sobre la contratación estatal, y que en relación a las 
licitaciones públicas, contenga los TIPS o consejos percibidos en todo el 
proceso de recolección de información. 
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Para el desarrollo de la herramienta se opto por un Page Flip que es un 
documento virtual de fácil acceso y lectura, este está conformado por una 
fondo que asemeja un escritorio donde se encuentra un cuaderno con los 
apuntes sobre la contratación estatal, de modo que la presentación sea 
equiparada con la idea de un cuaderno de estudiante.       
 
Se anexa Imágenes relacionadas con la diagramación y propuesta visual 

IMAGEN 10. ESCRITORIO BASE 

 
 

 
 

Fuente: Elaboración propia 

IMAGEN 11. ESQUEMA Y DIAGRAMACIÓN CUADERNO 

 

 

Fuente: Elaboración propia 
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IMAGEN 12. CUADERNO SOBRE ESCRITORIO 

 

 

Fuente: Elaboración propia 
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9. CONCLUSIONES 

 

A modo de conclusión se anexa la herramienta virtual como tal, que representa el 
proceso informativo y analítico sobre la contratación estatal y las licitaciones 
públicas, además de las estrategias para generar una licitación más asertiva. 

Esta se estructura en 4 módulos: 

1. Módulo de información: 

o Información general sobre la contratación. 

o Conceptos y definiciones. 

o TLC y la contratación pública. 

2. Módulo de reglamentación: 

o Leyes que regulan la contratación. 

o Entes de control y regulación. 

o Sanciones e infracciones. 

3. Módulo explicativo 

a. Licitaciones. 

b. Contratos, minutas y sociedades. 

4. Módulo procedimental-metodológico 

a. Adquisición y lectura de la licitación. 

b. Interpretación de los pliegos y estudios técnicos. 

c. Análisis de viabilidad y oportunidad. 

d. Formulación de la propuesta. 
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10.   RECOMENDACIONES 

 

La recomendación general va dirigida a la universidad, pues en relación al trato 
que existe entre los recién egresados y la entidad estatal contratante se puede 
decir que es muy limitada y que es importante reforzarla porque se fundamenta 
como la base para los relaciones que puedan surgir en un futuro. 

Esta entidad de interés para los arquitectos reconocida como la secretaría de 
planeación y de infraestructura de la Alcaldía de Pereira tiene para los contratos 
de mínima cuantía una base de datos limitada a los estudiantes que fueron en su 
momento practicantes en esta, para lo cual cuando necesiten del servicio de un 
arquitecto en relación a un estudio vial o un levantamiento arquitectónico, como 
ejemplos de contratos que no exceda la mínima cuantía en relación con el 
presupuesto anual para la Alcaldía  solo serán estos convocados o directamente 
contratados los estudiantes ya mencionados. 

Por esto se recomienda que la facultad de arquitectura de la Universidad Católica 
de Pereira suministre a las oficinas de planeación e infraestructura las hojas de 
vida y los perfiles de los estudiantes y así promocionar la contratación pública y 
motivar a la vinculación con el estado.  
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ANEXOS 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA  
 

 
 

LEY 1150 DE 2007 
Julio 16 de 2007 

 
 

por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la ley 80 
de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con recursos públicos. 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto introducir modificaciones en la Ley 
80 de 1993, así como dictar otras disposiciones generales aplicables a toda contratación con 
recursos públicos. 
 

TÍTULO I. DE LA EFICIENCIA Y DE LA TRANSPARENCIA 
 
ARTÍCULO 2o. DE LAS MODALIDADES DE SELECCIÓN. La escogencia del contratista se 
efectuará con arreglo a las modalidades de selección de licitación pública, selección 
abreviada, concurso de méritos y contratación directa, con base en las siguientes reglas: 
 
1. Licitación pública. La escogencia del contratista se efectuará por regla general a través 
de licitación pública, con las excepciones que se señalan en los numerales 2, 3 y 4 del 
presente artículo. 
 
Cuando la entidad estatal así lo determine, la oferta en un proceso de la licitación pública 
podrá ser presentada total o parcialmente de manera dinámica mediante subasta inversa, en 
las condiciones que fije el reglamento. 
 
2. Selección abreviada. La Selección abreviada corresponde a la modalidad de selección 
objetiva prevista para aquellos casos en que por las características del objeto a contratar, las 
circunstancias de la contratación o la cuantía o destinación del bien, obra o servicio, puedan 
adelantarse procesos simplificados para garantizar la eficiencia de la gestión contractual. 
 



El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 
 
Serán causales de selección abreviada las siguientes: 
 
a) La adquisición o suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes y de 
común utilización por parte de las entidades, que corresponden a aquellos que poseen las 
mismas especificaciones técnicas, con independencia de su diseño o de sus características 
descriptivas, y comparten patrones de desempeño y calidad objetivamente definidos. 
 
Para la adquisición de estos bienes y servicios las entidades deberán, siempre que el 
reglamento así lo señale, hacer uso de procedimientos de subasta inversa o de instrumentos 
de compra por catálogo derivados de la celebración de acuerdos marco de precios o de 
procedimientos de adquisición en bolsas de productos; 
 
b) La contratación de menor cuantía. Se entenderá por menor cuantía los valores que a 
continuación se relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las 
entidades públicas expresados en salarios mínimos legales mensuales. 
 
Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.200.000 salarios 
mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 1.000 salarios mínimos legales 
mensuales. 
 
Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 850.000 salarios mínimos legales 
mensuales e inferiores a 1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía 
será hasta 850 salarios mínimos legales mensuales. 
 
Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 400.000 salarios mínimos legales 
mensuales e inferior a 850.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será 
hasta 650 salarios mínimos legales mensuales. 
 
Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 120.000 salarios mínimos legales 
mensuales e inferior a 400.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será 
hasta 450 salarios mínimos legales mensuales. 
 
Las que tengan un presupuesto anual inferior a 120.000 salarios mínimos legales mensuales, 
la menor cuantía será hasta 280 salarios mínimos legales mensuales; 
 
c) Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 100 de 1993 y en la Ley 1122 de 2007, la 
celebración de contratos para la prestación de servicios de salud. El reglamento interno 
correspondiente fijará las garantías a cargo de los contratistas. Los pagos correspondientes se 
podrán hacer mediante encargos fiduciarios; 
 
d) La contratación cuyo proceso de licitación pública haya sido declarado desierto; en cuyo 
caso la entidad deberá iniciar la selección abreviada dentro de los cuatro meses siguientes a 
la declaración de desierta del proceso inicial; 
 



e) La enajenación de bienes del Estado, con excepción de aquellos a que se refiere la Ley 226 
de 1995. 
 
En los procesos de enajenación de los bienes del Estado se podrán utilizar instrumentos de 
subasta y en general de todos aquellos mecanismos autorizados por el derecho privado, 
siempre y cuando en desarrollo del proceso de enajenación se garantice la transparencia, la 
eficiencia y la selección objetiva. 
 
En todo caso, para la venta de los bienes se debe tener como base el valor del avalúo 
comercial y ajustar dicho avalúo de acuerdo a los gastos asociados al tiempo de 
comercialización esperada, administración, impuestos y mantenimiento, para determinar el 
precio mínimo al que se debe enajenar el bien, de conformidad con la reglamentación que 
para el efecto expida el Gobierno Nacional. 
 
La enajenación de los bienes que formen parte del Fondo para la Rehabilitación, Inversión 
Social y Lucha contra el Crimen Organizado, Frisco, se hará por la Dirección Nacional de 
Estupefacientes, observando los principios del artículo 209 de la Constitución Política y la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional, teniendo en cuenta las recomendaciones 
que para el efecto imparta el Consejo Nacional de Estupefacientes. 
 
El Reglamento deberá determinar la forma de selección, a través de invitación pública de los 
profesionales inmobiliarios, que actuarán como promotores de las ventas, que a su vez, a 
efecto de avalúos de los bienes, se servirán de avaluadores debidamente inscritos en el 
Registro Nacional de Avaluadores y quienes responderán por sus actos solidariamente con los 
promotores. 
 
Las reglas y procedimientos que deberán atender la administración y los promotores y la 
publicidad del proceso deberán garantizar la libre concurrencia y oportunidad de quienes 
participen en el mismo. 
 
Los bienes serán enajenados a través de venta directa en sobre cerrado o en pública subasta. 
La adjudicación para la venta directa deberá hacerse en audiencia pública, en donde se 
conozcan las ofertas iniciales y se efectúe un segundo ofrecimiento, frente al cual se 
adjudicará el bien a quien oferte el mejor precio. En la subasta pública, de acuerdo con el 
reglamento definido para su realización, el bien será adjudicado al mejor postor. 
 
La venta implica la publicación previa de los bienes en un diario de amplia circulación 
nacional, con la determinación del precio base. El interesado en adquirir bienes deberá 
consignar al menos el 20% del valor base de venta para participar en la oferta; 
 
f) Productos de origen o destinación agropecuarios que se ofrezcan en las bolsas de 
productos legalmente constituidas; 
 
g) Los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e 
industriales propias de las Empresas Industriales y Comerciales Estatales y de las Sociedades 



de Economía Mixta, con excepción de los contratos que a título enunciativo identifica el 
artículo 32 de la Ley 80 de 1993; 
 
h) Los contratos de las entidades, a cuyo cargo se encuentre la ejecución de los programas 
de protección de personas amenazadas, programas de desmovilización y reincorporación a la 
vida civil de personas y grupos al margen de la ley, incluida la atención de los respectivos 
grupos familiares, programas de atención a población desplazada por la violencia, programas 
de protección de derechos humanos de grupos de personas habitantes de la calle, niños y 
niñas o jóvenes involucrados en grupos juveniles que hayan incurrido en conductas contra el 
patrimonio económico y sostengan enfrentamientos violentos de diferente tipo, y población 
en alto grado de vulnerabilidad con reconocido estado de exclusión que requieran 
capacitación, resocialización y preparación para el trabajo, incluidos los contratos fiduciarios 
que demanden; 
 
i) La contratación de bienes y servicios que se requieran para la defensa y seguridad 
nacional. 
 
3. Concurso de méritos. Corresponde a la modalidad prevista para la selección de 
consultores o proyectos, en la que se podrán utilizar sistemas de concurso abierto o de 
precalificación. En este último caso, la conformación de la lista de precalificados se hará 
mediante convocatoria pública, permitiéndose establecer listas limitadas de oferentes 
utilizando para el efecto, entre otros, criterios de experiencia, capacidad intelectual y de 
organización de los proponentes, según sea el caso. 
 
De conformidad con las condiciones que señale el reglamento, en desarrollo de estos 
procesos de selección, las propuestas técnicas o de proyectos podrán ser presentadas en 
forma anónima ante un jurado plural, impar deliberante y calificado. 
 
4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación directa, solamente 
procederá en los siguientes casos: 
 
a) Urgencia manifiesta; 
 
b) Contratación de empréstitos; 
 
c) Contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos 
tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus 
reglamentos. Se exceptúan los contratos de obra, suministro, encargo fiduciario y fiducia 
pública cuando las instituciones de educación superior públicas sean las ejecutoras. Estos 
contratos podrán ser ejecutados por las mismas, siempre que participen en procesos de 
licitación pública o de selección abreviada de acuerdo con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 
del presente artículo. 
 
En aquellos eventos en que el régimen de la ejecutora no sea el de la Ley 80 de 1993, la 
ejecución de dichos contratos estará en todo caso sometida a los principios de la función 
administrativa a que se refiere el artículo 209 de la Constitución Política, al deber de selección 



objetiva y al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la Ley 80 de 1993 salvo que se 
trate de Instituciones de Educación Superior Públicas, caso en el cual la celebración y 
ejecución podrán realizarse de acuerdo con las normas específicas de contratación de tales 
entidades, en concordancia con el respeto por la autonomía universitaria consagrada en el 
artículo 69 de la Constitución Política. 
 
En aquellos casos en que la entidad estatal ejecutora deba subcontratar algunas de las 
actividades derivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el subcontratista, contratar o 
vincular a las personas naturales o jurídicas que hayan participado en la elaboración de los 
estudios, diseños y proyectos que tengan relación directa con el objeto del contrato principal. 
 
Estarán exceptuados de la figura del contrato interadministrativo, los contratos de seguro de 
las entidades estatales; 
 
d) La contratación de bienes y servicios en el sector Defensa y en el Departamento 
Administrativo de Seguridad, DAS, que necesiten reserva para su adquisición; 
 
e) Los contratos para el desarrollo de actividades científicas y tecnológicas; 
 
f) Los contratos de encargo fiduciario que celebren las entidades territoriales cuando inician el 
Acuerdo de Reestructuración de Pasivos a que se refieren las Leyes 550 de 1999, 617 de 
2000 y las normas que las modifiquen o adicionen, siempre y cuando los celebren con 
entidades financieras del sector público; 
 
g) Cuando no exista pluralidad de oferentes en el mercado; 
 
h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de 
trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales; 
 
i) El arrendamiento o adquisición de inmuebles. 
 
Parágrafo 1°. La entidad deberá justificar de manera previa a la apertura del proceso de 
selección de que se trate, los fundamentos jurídicos que soportan la modalidad de selección 
que se propone adelantar. 
 
Parágrafo 2°. El procedimiento aplicable para la ejecución de cada una de las causales a que 
se refiere el numeral 2° del presente artículo, deberá observar los principios de transparencia, 
economía, responsabilidad y las siguientes reglas: 
 
1. Se dará publicidad a todos los procedimientos y actos. 
 
2. Para la selección a la que se refiere el literal b) del numeral 2° del presente artículo, será 
principio general la convocatoria pública y se podrán utilizar mecanismos de sorteo en 
audiencia pública, para definir el número de participantes en el proceso de selección 
correspondiente cuando el número de manifestaciones de interés sea superior a diez (10). 



Será responsabilidad del representante legal de la entidad estatal, adoptar las medidas 
necesarias con el propósito de garantizar la pulcritud del respectivo sorteo. 
 
3. Sin excepción, las ofertas presentadas dentro de cada uno de los procesos de selección, 
deberán ser evaluadas de manera objetiva, aplicando en forma exclusiva las reglas 
contenidas en los pliegos de condiciones o sus equivalentes. Para la selección a la que se 
refiere el literal a) del numeral 2° del presente artículo, no serán aplicables los artículos 2° y 
3° de la Ley 816 de 2003. 
 
Parágrafo 3º. El Gobierno Nacional tendrá la facultad de estandarizar las condiciones 
generales de los pliegos de condiciones y los contratos de las entidades estatales, cuando se 
trate de la adquisición o suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes 
y de común utilización por parte de las entidades. 
 
Parágrafo 4°. La entidades estatales no podrán exigir el pago de valor alguno por el derecho 
a participar en un proceso de selección, razón por la cual no podrán ser objeto de cobro los 
pliegos de condiciones correspondientes. 
 
Respecto de la expedición de copias de estos documentos se seguirá lo dispuesto en el 
artículo 24 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Parágrafo 5°. Los acuerdos marco de precios a que se refiere el inciso 2° del literal a) del 
numeral 2° del presente artículo, permitirán fijar las condiciones de oferta para la adquisición 
o suministro de bienes y servicios de características técnicas uniformes y de común utilización 
a las entidades estatales durante un período de tiempo determinado, en la forma, plazo y 
condiciones de entrega, calidad y garantía establecidas en el acuerdo. 
 
La selección de proveedores como consecuencia de la realización de un acuerdo marco de 
precios, le dará a las entidades estatales que suscriban el acuerdo, la posibilidad que 
mediante órdenes de compra directa, adquieran los bienes y servicios ofrecidos. 
 
En consecuencia, entre cada una de las entidades que formulen órdenes directas de compra y 
el respectivo proveedor se formará un contrato en los términos y condiciones previstos en el 
respectivo acuerdo. 
 
El Gobierno Nacional señalará la entidad o entidades que tendrán a su cargo el diseño, 
organización y celebración de los acuerdos marco de precios. El reglamento establecerá las 
condiciones bajo las cuales el uso de acuerdos marco de precios se hará obligatorio para las 
entidades de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el Orden Nacional, sometidas al Estatuto 
General de Contratación de la Administración Pública. 
 
En el caso de los Organismos Autónomos y de las Ramas Legislativa y Judicial, así como las 
Entidades Territoriales, las mismas podrán diseñar, organizar y celebrar acuerdos marco de 
precios propios, sin perjuicio de que puedan adherirse a los acuerdos marco a que se refiere 
el inciso anterior. 
 



Parágrafo Transitorio. Hasta tanto el Gobierno Nacional no expidiere el reglamento respectivo, 
no se podrá hacer uso de la selección abreviada como modalidad de selección. 
 
ARTÍCULO 3o. DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA ELECTRÓNICA. De conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 527 de 1999, la sustanciación de las actuaciones, la expedición de los 
actos administrativos, los documentos, contratos y en general los actos derivados de la 
actividad precontractual y contractual, podrán tener lugar por medios electrónicos. Para el 
trámite, notificación y publicación de tales actos, podrán utilizarse soportes, medios y 
aplicaciones electrónicas. Los mecanismos e instrumentos por medio de los cuales las 
entidades cumplirán con las obligaciones de publicidad del proceso contractual serán 
señalados por el Gobierno Nacional. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de las publicaciones previstas en el numeral 3 del artículo 30 de la 
Ley 80 de 1993. 
 
Con el fin de materializar los objetivos a que se refiere el inciso anterior, el Gobierno Nacional 
desarrollará el Sistema Electrónico para la Contratación Pública, Secop, el cual: 
 
a) Dispondrá de las funcionalidades tecnológicas para realizar procesos de contratación 
electrónicos bajo los métodos de selección señalados en el artículo 2° de la presente ley 
según lo defina el reglamento; 
 
b) Servirá de punto único de ingreso de información y de generación de reportes para las 
entidades estatales y la ciudadanía; 
 
c) Contará con la información oficial de la contratación realizada con dineros públicos, para lo 
cual establecerá los patrones a que haya lugar y se encargará de su difusión a través de 
canales electrónicos y; 
 
d) Integrará el Registro Unico Empresarial de las Cámaras de Comercio, el Diario Unico de 
Contratación Estatal y los demás sistemas que involucren la gestión contractual pública. Así 
mismo, se articulará con el Sistema de Información para la Vigilancia de la Contratación 
Estatal, SICE, creado por la Ley 598 de 2000, sin que este pierda su autonomía para el 
ejercicio del control fiscal a la contratación pública. 
 
Parágrafo 1°. En ningún caso la administración del Secop supondrá la creación de una nueva 
entidad. 
 
El Secop será administrado por el organismo que designe el Gobierno Nacional, sin perjuicio 
de la autonomía que respecto del SICE confiere la Ley 598 de 2000 a la Contraloría General 
de la República. 
 
Parágrafo 2°. En el marco de lo dispuesto en los artículos 59, 60, 61 y 62 de la Ley 190 de 
1995 los recursos que se generen por el pago de los derechos de publicación de los contratos 
se destinarán en un diez por ciento (10%) a la operación del Sistema de que trata el presente 
artículo. 



 
ARTÍCULO 4o. DE LA DISTRIBUCIÓN DE RIESGOS EN LOS CONTRATOS ESTATALES. Los 
pliegos de condiciones o sus equivalentes deberán incluir la estimación, tipificación y 
asignación de los riesgos previsibles involucrados en la contratación. 
 
En las licitaciones públicas, los pliegos de condiciones de las entidades estatales deberán 
señalar el momento en el que, con anterioridad a la presentación de las ofertas, los oferentes 
y la entidad revisarán la asignación de riesgos con el fin de establecer su distribución 
definitiva. 
 
ARTÍCULO 5o. DE LA SELECCIÓN OBJETIVA. Es objetiva la selección en la cual la escogencia 
se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en 
consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación 
subjetiva. En consecuencia, los factores de escogencia y calificación que establezcan las 
entidades en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, tendrán en cuenta los siguientes 
criterios: 
 
1. La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de 
organización de los proponentes serán objeto de verificación de cumplimiento como requisitos 
habilitantes para la participación en el proceso de selección y no otorgarán puntaje, con 
excepción de lo previsto en el numeral 4 del presente artículo. La exigencia de tales 
condiciones debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato a suscribir y a su 
valor. La verificación documental de las condiciones antes señaladas será efectuada por las 
Cámaras de Comercio de conformidad con lo establecido en el artículo 6° de la presente ley, 
de acuerdo con lo cual se expedirá la respectiva certificación. 
 
2. La oferta más favorable será aquella que, teniendo en cuenta los factores técnicos y 
económicos de escogencia y la ponderación precisa y detallada de los mismos, contenida en 
los pliegos de condiciones o sus equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la entidad, 
sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos 
documentos. En los contratos de obra pública, el menor plazo ofrecido no será objeto de 
evaluación. La entidad efectuará las comparaciones del caso mediante el cotejo de los 
ofrecimientos recibidos y la consulta de precios o condiciones del mercado y los estudios y 
deducciones de la entidad o de los organismos consultores o asesores designados para ello. 
 
3. Sin perjuicio de lo previsto en el numeral 1 del presente artículo, en los pliegos de 
condiciones para las contrataciones cuyo objeto sea la adquisición o suministro de bienes y 
servicios de características técnicas uniformes y común utilización, las entidades estatales 
incluirán como único factor de evaluación el menor precio ofrecido. 
 
4. En los procesos para la selección de consultores se hará uso de factores de calificación 
destinados a valorar los aspectos técnicos de la oferta o proyecto. De conformidad con las 
condiciones que señale el reglamento, se podrán utilizar criterios de experiencia específica del 
oferente y del equipo de trabajo, en el campo de que se trate. 
 



En ningún caso se podrá incluir el precio, como factor de escogencia para la selección de 
consultores. 
 
Parágrafo 1°. La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura 
contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas no 
servirán de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuencia, 
todos aquellos requisitos de la propuesta que no afecten la asignación de puntaje, podrán ser 
solicitados por las entidades en cualquier momento, hasta la adjudicación. No obstante lo 
anterior, en aquellos procesos de selección en los que se utilice el mecanismo de subasta, 
deberán ser solicitados hasta el momento previo a su realización. 
 
Parágrafo 2°. Las certificaciones de sistemas de gestión de calidad no serán objeto de 
calificación, ni podrán establecerse como documento habilitante para participar en licitaciones 
o concursos. 
 
ARTÍCULO 6o. DE LA VERIFICACIÓN DE LAS CONDICIONES DE LOS PROPONENTES. Todas 
las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal en 
Colombia, que aspiren a celebrar contratos con las entidades estatales, se inscribirán en el 
Registro único de Proponentes del Registro Único Empresarial de la Cámara de Comercio con 
jurisdicción en su domicilio principal.  
 
No se requerirá de este registro, ni de calificación ni de clasificación, en los casos de 
contratación directa; contratos para la prestación de servicios de salud; contratos cuyo valor 
no supere el diez por ciento (10%) de la menor cuantía de la respectiva entidad; enajenación 
de bienes del Estado; contratos que tengan por objeto la adquisición de productos de origen 
o destinación agropecuaria que se ofrezcan en bolsas de productos legalmente constituidas; 
los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales 
propias de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía 
mixta y los contratos de concesión de cualquier índole. En los casos anteriormente señalados, 
corresponderá a las entidades contratantes cumplir con la labor de verificación de las 
condiciones de los proponentes. 
 
En dicho registro constará la información relacionada con la experiencia, capacidad jurídica, 
financiera y de organización del proponente, que se establecerá de conformidad con los 
factores de calificación y clasificación que defina el reglamento. El puntaje resultante de la 
calificación de estos factores se entenderá como la capacidad máxima de contratación del 
inscrito. 
 
6.1. De la calificación y clasificación de los inscritos. Corresponderá a los proponentes 
calificarse y clasificarse en el registro de conformidad con los documentos aportados. Las 
cámaras de comercio harán la verificación documental de la información presentada por los 
interesados al momento de inscribirse en el registro. 
 
La calificación y clasificación certificada de conformidad con el presente artículo será plena 
prueba de las circunstancias que en ella se hagan constar. En tal sentido, la verificación de 
las condiciones establecidas en el numeral 1 del artículo 5° de la presente ley, se demostrará 



exclusivamente con el respectivo certificado del RUP en donde deberán constar dichas 
condiciones. En consecuencia, las entidades estatales en los procesos de contratación no 
podrán exigir, ni los proponentes aportar documentación que deba utilizarse para efectuar la 
inscripción en el registro. 
 
No obstante lo anterior, sólo en aquellos casos en que por las características del objeto a 
contratar se requiera la verificación de requisitos del proponente adicionales a los contenidos 
en el Registro, la entidad podrá hacer tal verificación en forma directa. 
 
Cuando la información presentada ante la Cámara de Comercio no sea suficiente, sea 
inconsistente o no contenga la totalidad de los elementos señalados en el reglamento para su 
existencia y validez, esta se abstendrá de realizar la inscripción, renovación o modificación 
que corresponda, sin perjuicio de las acciones legales a que haya lugar. 
 
La información deberá mantenerse actualizada y renovarse en la forma y con la periodicidad 
que señale el reglamento. 
 
6.2. De la información sobre contratos, multas y sanciones a los inscritos. Las entidades 
estatales enviarán mensualmente a la Cámara de Comercio de su domicilio, la información 
concerniente a los contratos, su cuantía, cumplimiento, multas y sanciones relacionadas con 
los contratos que hayan sido adjudicados, los que se encuentren en ejecución y los 
ejecutados. 
 
Las condiciones de remisión de la información y los plazos de permanencia de la misma en el 
registro serán señalados por el Gobierno Nacional. 
 
El servidor público encargado de remitir la información, que incumpla esta obligación incurrirá 
en causal de mala conducta. 
 
6.3. De la impugnación de la calificación y clasificación. Realizada la verificación a que se 
refiere el numeral 6.1 del presente artículo, la Cámara publicará el acto de inscripción, contra 
el cual cualquier persona podrá interponer recurso de reposición ante la respectiva Cámara de 
Comercio, durante los treinta (30) días siguientes a la publicación, sin que para ello requiera 
demostrar interés alguno. Para que la impugnación sea admisible deberá prestarse caución 
bancaria o de compañía de seguros para garantizar los perjuicios que se puedan causar al 
inscrito. 
 
Contra la decisión que resuelva el recurso de reposición, no procederá apelación. 
 
En firme la calificación y clasificación del inscrito, cualquier persona podrá demandar su 
nulidad en desarrollo de la acción prevista en el artículo 84 del Código Contencioso 
Administrativo. Para el efecto será competente el Juez de lo Contencioso Administrativo en 
única instancia. 
 
La presentación de la demanda no suspenderá la calificación y clasificación del inscrito, ni 
será causal de suspensión de los procesos de selección en curso en los que el proponente sea 



parte. El proceso se tramitará por el procedimiento ordinario a que se refiere el Código 
Contencioso Administrativo. Adoptada la decisión, la misma solo tendrá efectos hacia el 
futuro. 
 
Cuando en desarrollo de un proceso de selección una entidad estatal advierta la existencia de 
posibles irregularidades en el contenido de la información del Registro, que puedan afectar el 
cumplimiento de los requisitos exigidos al proponente dentro del proceso de que se trate, 
podrá suspender el proceso de selección e impugnar ante la Cámara de Comercio la 
clasificación y calificación del inscrito, para lo cual no estarán obligadas a prestar caución. 
Para el trámite y adopción de la decisión las Cámaras de Comercio tendrán un plazo de 
treinta (30) días. De no haberse adoptado una decisión en el término anterior, la entidad 
reanudará el proceso de selección de acuerdo con la información certificada en el RUP. 
 
En el evento en que la Cámara de Comercio establezca la existencia de graves inconsistencias 
que hayan alterado en su favor la calificación y clasificación del inscrito, se le cancelará la 
inscripción en el registro quedando en tal caso inhabilitado para contratar con las entidades 
estatales por el término de cinco (5) años, sin perjuicio de las acciones penales a que haya 
lugar. En caso de reincidencia la inhabilidad será permanente. 
 
Las mismas sanciones previstas en el inciso anterior se predicarán en el evento en que el 
Juez de lo Contencioso Administrativo declare la nulidad del acto de inscripción. 
 
La información contenida en el registro es pública y su consulta será gratuita. 
 
Parágrafo 1°. Para poder participar en los procesos de selección de los contratos de obra y 
demás que señale el reglamento, la capacidad residual del proponente o K de contratación 
deberá ser igual o superior al que la entidad haya establecido para el efecto en los pliegos de 
condiciones. 
 
Para establecer la capacidad residual del proponente o K de contratación, se deberán 
considerar todos los contratos que tenga en ejecución el proponente al momento de 
presentar la oferta. El desarrollo y ejecución del contrato podrá dar lugar a que los valores 
que sean cancelados al contratista se consideren para establecer el real K de contratación, en 
cada oportunidad. El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 
 
Parágrafo 2°. El reglamento señalará las condiciones de verificación de la información a que 
se refiere el numeral 1 del artículo 5°, a cargo de cada entidad contratante, para el caso de 
personas naturales extranjeras sin domicilio en el país o de personas jurídicas extranjeras que 
no tengan establecida sucursal en Colombia, o en aquellos casos en que en el proceso de 
selección, se hayan utilizado sistemas de precalificación. 
 
El reglamento señalará de manera taxativa los documentos objeto de la verificación a que se 
refiere el numeral 1, del artículo 6°. 
 
Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional fijará el monto de las tarifas que deban sufragarse en 
favor de las cámaras de comercio por concepto de la inscripción en el registro, así como por 



su renovación, modificación y actualización, y por las certificaciones que le sean solicitadas en 
relación con el mismo. Para tal efecto, el Gobierno deberá tener en cuenta el costo en que 
incurran las cámaras de comercio para la operación del registro, la expedición de certificados, 
y los trámites de impugnación. 
 
ARTÍCULO 7o. DE LAS GARANTÍAS EN LA CONTRATACIÓN. Los contratistas prestarán 
garantía única para el cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato. Los 
proponentes prestarán garantía de seriedad de los ofrecimientos hechos. 
 
Las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de seguros legalmente 
autorizadas para funcionar en Colombia, en garantías bancarias y en general, en los demás 
mecanismos de cobertura del riesgo autorizados por el reglamento para el efecto. Tratándose 
de pólizas, las mismas no expirarán por falta de pago de la prima o por revocatoria unilateral. 
El Gobierno Nacional señalará las condiciones generales que deberán ser incluidas en las 
pólizas de cumplimiento de los contratos estatales. 
 
El Gobierno Nacional señalará los criterios que seguirán las entidades para la exigencia de 
garantías, las clases y niveles de amparo de los riesgos de los contratos, así como los casos 
en que por las características y complejidad del contrato a celebrar, la garantía pueda ser 
dividida teniendo en cuenta las etapas o riesgos relativos a la ejecución del respectivo 
contrato. 
 
El acaecimiento del siniestro que amparan las garantías será comunicado por la entidad 
pública al respectivo asegurador mediante la notificación del acto administrativo que así lo 
declare. 
 
Las garantías no serán obligatorias en los contratos de empréstito, en los interadministrativos, 
en los de seguro y en los contratos cuyo valor sea inferior al 10% de la menor cuantía a que 
se refiere esta ley, caso en el cual corresponderá a la entidad determinar la necesidad de 
exigirla, atendiendo a la naturaleza del objeto del contrato y a la forma de pago, así como en 
los demás que señale el reglamento. 
 
Parágrafo Transitorio. Durante el período que transcurra entre la entrada en vigencia de la 
reforma contenida en la presente ley y la expedición del decreto reglamentario a que se 
refiere este artículo, las entidades estatales continuarán aplicando las normas legales y 
reglamentarias vigentes. 
 
ARTÍCULO 8o. DE LA PUBLICACIÓN DE PROYECTOS DE PLIEGOS DE CONDICIONES, Y 
ESTUDIOS PREVIOS. Con el propósito de suministrar al público en general la información que 
le permita formular observaciones a su contenido, las entidades publicarán los proyectos de 
pliegos de condiciones o sus equivalentes, en las condiciones que señale el reglamento. La 
información publicada debe ser veraz, responsable, ecuánime, suficiente y oportuna. 
 
La publicación de los proyectos de pliegos de condiciones o sus equivalentes no genera 
obligación para la entidad de dar apertura al proceso de selección. 
 



Junto con los proyectos de pliegos de condiciones se publicarán los estudios y documentos 
previos que sirvieron de base para su elaboración. 
 
Las Entidades deberán publicar las razones por las cuales se acogen o rechazan las 
observaciones a los proyectos de pliegos. 
 
ARTÍCULO 9o. DE LA ADJUDICACIÓN. En el evento previsto en el artículo 273 de la 
Constitución Política y en general en los procesos de licitación pública, la adjudicación se hará 
de forma obligatoria en audiencia pública, mediante resolución motivada, que se entenderá 
notificada al proponente favorecido en dicha audiencia. 
 
Durante la misma audiencia, y previamente a la adopción de la decisión definitiva de 
adjudicación, los interesados podrán pronunciarse sobre la respuesta dada por la entidad 
contratante a las observaciones presentadas respecto de los informes de evaluación. 
 
El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. No obstante lo 
anterior, si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción 
del mismo, sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se 
obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad podrá aplicar 
lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993. 
 
Sin perjuicio de las potestades a que se refiere el artículo 18 de la Ley 80 de 1993, en 
aquellos casos en que la entidad declare la caducidad del contrato y se encuentre pendiente 
de ejecución un porcentaje igual o superior al cincuenta por ciento (50%) del mismo, con 
excepción de los contratos de concesión, se podrá contratar al proponente calificado en el 
segundo lugar en el proceso de selección respectivo, previa revisión de las condiciones a que 
haya lugar. 
 
ARTÍCULO 10. TRATAMIENTO PARA LAS COOPERATIVAS Y ASOCIACIONES DE ENTIDADES 
TERRITORIALES. Las cooperativas, las asociaciones conformadas por entidades territoriales y 
en general los entes solidarios de carácter público estarán sometidos a las disposiciones del 
Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. La celebración de contratos de 
entidades estatales con asociaciones o cooperativas de entidades territoriales y en general 
con entes solidarios, se someterá a los procesos de selección de que trata la presente ley, en 
los que participarán en igualdad de condiciones con los particulares. 
 
ARTÍCULO 11. DEL PLAZO PARA LA LIQUIDACIÓN DE LOS CONTRATOS. La liquidación de los 
contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o 
sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal 
término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración 
del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo 
que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. 
 
En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o 
convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, 



la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses 
siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C. C. A. 
 
Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación, la misma 
podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al vencimiento del 
término a que se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C. C. A. 
 
Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y 
en este evento la liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no 
hayan sido objeto de acuerdo. 
 

TITULO II. DISPOSICIONES GENERALES PARA LA CONTRATACION CON RECURSOS 
PÚBLICOS 

 
ARTÍCULO 12. DE LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO. En los pliegos de condiciones las 
entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública, dispondrán en las condiciones que señale el reglamento, de mecanismos que 
fomenten en la ejecución de los contratos estatales la provisión de obras, bienes, servicios y 
mano de obra locales o departamentales, siempre que se garanticen las condiciones de 
calidad y cumplimiento del objeto contractual. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 13 y en los artículos 333 y 334 de 
la Constitución Política, el Gobierno Nacional definirá las condiciones para que en desarrollo 
de los procesos de selección cuyo valor se encuentre por debajo de 750 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, sin perjuicio de que el Gobierno Nacional pueda establecer 
cuantías diferentes para entidades en razón al tamaño de su presupuesto, las entidades 
estatales adopten en beneficio de las Mipymes y de los grupos marginados o discriminados 
que se asocien bajo esta modalidad, convocatorias limitadas a las Mipymes departamentales, 
locales o regionales cuyo domicilio principal corresponda al lugar de ejecución de los 
contratos, siempre que se garantice la satisfacción de las condiciones técnicas y económicas 
requeridas en la contratación y que previo a la apertura del proceso respectivo se haya 
manifestado el interés del número plural de Mipymes que haya sido determinado en el 
reglamento por el Gobierno Nacional. En todo caso la selección se hará de acuerdo con las 
modalidades de selección a que se refiere la presente ley. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5° y 6° de la presente ley, para que las Mipymes 
departamentales, locales o regionales puedan participar en las convocatorias a que se refiere 
el inciso anterior, deberán acreditar como mínimo un (1) año de existencia. 
 
Parágrafo 1°. En la ejecución de los contratos a que se refiere el presente artículo, las 
entidades y los contratistas, deberán observar lo dispuesto en los artículos 90 a 95 de la Ley 
418 de 1997 y las normas que la modifiquen, adicionen o subroguen. 
 
Parágrafo 2°. El Gobierno adoptará medidas que obliguen la inclusión en los pliegos de 
condiciones, de la subcontratación preferente de las Mipymes en la ejecución de los 



contratos, cuando a ello hubiere lugar, y establecerá líneas de crédito blando para la 
generación de capacidad financiera y de organización de los proponentes asociados en 
Mipymes. 
 
Parágrafo 3°. Las medidas relativas a la contratación estatal para las Mipymes, no son 
aplicables a las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera. 
 
ARTÍCULO 13. PRINCIPIOS GENERALES DE LA ACTIVIDAD CONTRACTUAL PARA ENTIDADES 
NO SOMETIDAS AL ESTATUTO GENERAL DE CONTRATACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA. Las entidades estatales que por disposición legal cuenten con un régimen 
contractual excepcional al del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, 
aplicarán en desarrollo de su actividad contractual, acorde con su régimen legal especial, los 
principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que tratan los artículos 209 y 
267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el caso y estarán sometidas al 
régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para la contratación 
estatal. 
 
ARTÍCULO 14. DEL RÉGIMEN CONTRACTUAL DE LAS EMPRESAS INDUSTRIALES Y 
COMERCIALES DEL ESTADO, LAS SOCIEDADES DE ECONOMÍA MIXTA, SUS FILIALES Y 
EMPRESAS CON PARTICIPACIÓN MAYORITARIA DEL ESTADO. Las Empresas Industriales y 
Comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga 
participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las Sociedades entre 
Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta por ciento 
(50%), estarán sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, 
con excepción de aquellas que se encuentren en competencia con el sector privado nacional 
o internacional o desarrollen su actividad en mercados monopolísticos o mercados regulados, 
caso en el cual se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a sus 
actividades económicas y comerciales, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 13 de la 
presente ley. Se exceptúan los contratos de ciencia y tecnología, que se regirán por la Ley 29 
de 1990 y las disposiciones normativas existentes. 
 
El régimen contractual de las empresas que no se encuentren exceptuadas en los términos 
señalados en el inciso anterior, será el previsto en el literal g) del numeral 2 del artículo 2° de 
la presente ley. 
 
ARTÍCULO 15. DEL RÉGIMEN CONTRACTUAL DE LAS ENTIDADES FINANCIERAS ESTATALES. 
El parágrafo 1° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, quedará así: 
 
“Artículo 32. 
 
(...) 
 
“Parágrafo 1°. Los Contratos que celebren los Establecimientos de Crédito, las compañías de 
seguros y las demás entidades financieras de carácter estatal, no estarán sujetos a las 
disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y se regirán 
por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a dichas actividades. 



 
En todo caso, su actividad contractual se someterá a lo dispuesto en el artículo 13 de la 
presente ley”. 
 
ARTÍCULO 16. DE LAS ENTIDADES EXCEPTUADAS EN EL SECTOR DEFENSA. Los contratos 
que celebren Satena, Indumil, El Hotel Tequendama, la Corporación de Ciencia y Tecnología 
para el desarrollo de la industria naval, marítima y fluvial –Cotecmar– y la Corporación de la 
Industria Aeronáutica Colombiana –CIAC–, no estarán sujetos a las disposiciones del Estatuto 
General de Contratación de la Administración Pública y se regirán por las disposiciones legales 
y reglamentarias aplicables a su actividad. 
 
En todo caso su actividad contractual se someterá a lo dispuesto en el artículo 13 de la 
presente ley. 
 

TITULO III. DISPOSICIONES VARIAS 
 
ARTÍCULO 17. DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO. El debido proceso será un principio 
rector en materia sancionatoria de las actuaciones contractuales. 
 
En desarrollo de lo anterior y del deber de control y vigilancia sobre los contratos que 
corresponde a las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, tendrán la facultad de imponer las multas que hayan sido pactadas 
con el objeto de conminar al contratista a cumplir con sus obligaciones. Esta decisión deberá 
estar precedida de audiencia del afectado que deberá tener un procedimiento mínimo que 
garantice el derecho al debido proceso del contratista y procede sólo mientras se halle 
pendiente la ejecución de las obligaciones a cargo del contratista. Así mismo podrán declarar 
el incumplimiento con el propósito de hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria incluida en el 
contrato. 
 
Parágrafo. La cláusula penal y las multas así impuestas, se harán efectivas directamente por 
las entidades estatales, pudiendo acudir para el efecto entre otros a los mecanismos de 
compensación de las sumas adeudadas al contratista, cobro de la garantía, o a cualquier otro 
medio para obtener el pago, incluyendo el de la jurisdicción coactiva. 
 
Parágrafo transitorio. Las facultades previstas en este artículo se entienden atribuidas 
respecto de las cláusulas de multas o cláusula penal pecuniaria pactadas en los contratos 
celebrados con anterioridad a la expedición de esta ley y en los que por autonomía de la 
voluntad de las partes se hubiese previsto la competencia de las entidades estatales para 
imponerlas y hacerlas efectivas. 
 
ARTÍCULO 18. DE LAS INHABILIDADES PARA CONTRATAR. Adiciónese un literal j) al numeral 
1 y un inciso al parágrafo 1°, del artículo 8° de la Ley 80 de 1993, así: 
 
“Artículo 8°. 
 
(…) 



 
j) Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente por la 
comisión de delitos de peculado, concusión, cohecho, prevaricato en todas sus modalidades y 
soborno transnacional, así como sus equivalentes en otras jurisdicciones. Esta inhabilidad se 
extenderá a las sociedades de que sean socias tales personas, con excepción de las 
sociedades anónimas abiertas”. 
 
Parágrafo 1°. 
(...) 
 
En las causales de inhabilidad por parentesco o por matrimonio, los vínculos desaparecen por 
muerte o por disolución del matrimonio. 
 
ARTÍCULO 19. DEL DERECHO DE TURNO. El artículo 4° de la Ley 80 de 1993, tendrá un 
numeral 10 del siguiente tenor. 
 
“Artículo 4°. 
 
(…) 
 
“10. Respetarán el orden de presentación de los pagos por parte de los contratistas. Sólo por 
razones de interés público, el jefe de la entidad podrá modificar dicho orden dejando 
constancia de tal actuación. 
 
Para el efecto, las entidades deben llevar un registro de presentación por parte de los 
contratistas, de los documentos requeridos para hacer efectivos los pagos derivados de los 
contratos, de tal manera que estos puedan verificar el estricto respeto al derecho de turno. 
Dicho registro será público. 
 
Lo dispuesto en este numeral no se aplicará respecto de aquellos pagos cuyos soportes hayan 
sido presentados en forma incompleta o se encuentren pendientes del cumplimiento de 
requisitos previstos en el contrato del cual se derivan”. 
 
ARTÍCULO 20. DE LA CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS INTERNACIONALES. Los contratos 
o convenios financiados en su totalidad o en sumas iguales o superiores al cincuenta por 
ciento (50%) con fondos de los organismos de cooperación, asistencia o ayudas 
internacionales, podrán someterse a los reglamentos de tales entidades. En caso contrario, se 
someterán a los procedimientos establecidos en la Ley 80 de 1993. Los recursos de 
contrapartida vinculados a estas operaciones podrán tener el mismo tratamiento. 
 
Los contratos o convenios celebrados con personas extranjeras de derecho público u 
organismos de derecho internacional cuyo objeto sea el desarrollo de programas de 
promoción, prevención y atención en salud; contratos y convenios necesarios para la 
operación de la OIT; contratos y convenios que se ejecuten en desarrollo del sistema 
integrado de monitoreo de cultivos ilícitos; contratos y convenios para la operación del 
programa mundial de alimentos; contratos y convenios para el desarrollo de programas de 



apoyo educativo a población desplazada y vulnerable adelantados por la Unesco y la OIM; los 
contratos o convenios financiados con fondos de los organismos multilaterales de crédito y 
entes gubernamentales extranjeros, podrán someterse a los reglamentos de tales entidades. 
 
Las entidades estatales no podrán celebrar contratos o convenios para la administración o 
gerencia de sus recursos propios o de aquellos que les asignen los presupuestos públicos, con 
organismos de cooperación, asistencia o ayuda internacional. 
 
Parágrafo 1°. Los contratos o acuerdos celebrados con personas extranjeras de derecho 
público, podrán someterse a las reglas de tales organismos. 
 
Parágrafo 2°. Las entidades estatales tendrán la obligación de reportar la información a los 
organismos de control y al Secop relativa a la ejecución de los contratos a los que se refiere 
el presente artículo. 
 
Parágrafo 3°. En todo Proyecto de cooperación que involucre recursos estatales se deberán 
cuantificar en moneda nacional, los aportes en especie de la entidad, organización o persona 
cooperante, así como los del ente nacional colombiano. Las contralorías ejercerán el control 
fiscal sobre los proyectos y contratos celebrados con organismos multilaterales. 
 
ARTÍCULO 21. DE LA DELEGACIÓN Y LA DESCONCENTRACIÓN PARA CONTRATAR. El artículo 
12 de la Ley 80 de 1993, tendrá un inciso 2° y un parágrafo del siguiente tenor: 
 
(...) 
 
En ningún caso, los jefes y representantes legales de las entidades estatales quedarán 
exonerados por virtud de la delegación de sus deberes de control y vigilancia de la actividad 
precontractual y contractual. 
 
Parágrafo. Para los efectos de esta ley, se entiende por desconcentración la distribución 
adecuada del trabajo que realiza el jefe o representante legal de la entidad, sin que ello 
implique autonomía administrativa en su ejercicio. En consecuencia, contra las actividades 
cumplidas en virtud de la desconcentración administrativa no procederá ningún recurso”. 
 
ARTÍCULO 22. DEL RECURSO DE ANULACIÓN CONTRA LOS LAUDOS ARBITRALES. El artículo 
72 de la Ley 80 de 1993, quedará así: 
 
“Artículo 72. Del recurso de anulación contra el laudo arbitral. Contra el laudo arbitral procede 
el recurso de anulación. Este deberá interponerse por escrito presentado ante el Tribunal de 
Arbitramento dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del laudo o de la 
providencia que lo corrija, aclare o complemente. 
 
El recurso se surtirá ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado. 
 



Son causales de anulación del laudo las previstas en el artículo 38 del Decreto 2279 de 1989 
o las normas que lo modifiquen, deroguen o sustituyan”. 
 
ARTÍCULO 23. DE LOS APORTES AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL. El inciso segundo y el 
parágrafo 1° del artículo 41 de la Ley 80 quedarán así: 
 
“Artículo 41. 
 
(…) 
 
Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la existencia de las 
disponibilidades presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con 
recursos de vigencias fiscales futuras de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del 
presupuesto. El proponente y el contratista deberán acreditar que se encuentran al día en el 
pago de aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los 
propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda. 
 
Parágrafo 1°. El requisito establecido en la parte final del inciso segundo de este artículo, 
deberá acreditarse para la realización de cada pago derivado del contrato estatal. 
 
El servidor público que sin justa causa no verifique el pago de los aportes a que se refiere el 
presente artículo, incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con arreglo al 
régimen disciplinario vigente. 
 
ARTÍCULO 24. DEL RÉGIMEN CONTRACTUAL DE LAS CORPORACIONES AUTÓNOMAS 
REGIONALES. La contratación de las Corporaciones Autónomas Regionales incluida la 
Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Magdalena, se someterá al Estatuto 
General de Contratación de la Administración Pública contenido en la Ley 80 de 1993 y en las 
demás normas que lo modifiquen, deroguen o adicionen. 
 
ARTÍCULO 25. DE LA INVERSIÓN EN FONDOS COMUNES ORDINARIOS. El inciso 4° del 
numeral 5 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, quedará así: 
 
“Artículo 32. De los contratos estatales. 
 
(…) 
 
La selección de las sociedades fiduciarias a contratar, sea pública o privada, se hará con 
rigurosa observancia del procedimiento de licitación o concurso previsto en esta ley. No 
obstante, los excedentes de tesorería de las entidades estatales, se podrán invertir 
directamente en fondos comunes ordinarios administrados por sociedades fiduciarias, sin 
necesidad de acudir a un proceso de licitación pública. 
 
ARTÍCULO 26. DEL FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO. El Fondo 
Financiero de Proyectos de Desarrollo, Fonade se regirá por las normas del Estatuto General 



de Contratación de la Administración Pública contenido en la Ley 80 de 1993 y en las demás 
normas que lo modifiquen, deroguen o adicionen. 
 
ARTÍCULO 27. DE LA PRÓRROGA DE LOS CONTRATOS DE CONCESIÓN PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES Y DE TELEVISIÓN. El término de 
duración de las concesiones actuales y futuras para la prestación de los servicios y 
actividades de telecomunicaciones, incluidas las de televisión, será de diez (10) años 
prorrogables por lapsos iguales. En ningún caso habrá prórrogas automáticas ni gratuitas. 
 
ARTÍCULO 28. DE LA PRÓRROGA O ADICIÓN DE CONCESIONES DE OBRA PÚBLICA. En los 
contratos de concesión de obra pública, podrá haber prórroga o adición hasta por el sesenta 
por ciento (60%) del plazo estimado, independientemente del monto de la inversión, siempre 
que se trate de obras adicionales directamente relacionadas con el objeto concesionado o de 
la recuperación de la inversión debidamente soportada en estudios técnicos y económicos. 
Respecto de concesiones viales deberá referirse al mismo corredor vial. 
 
Toda prórroga o adición a contratos de concesión de obra pública nacional requerirá concepto 
previo favorable del Consejo Nacional de Política Económica y Social –Conpes–. 
 
No habrá prórrogas automáticas en los contratos de concesiones. 
 
ARTÍCULO 29. ELEMENTOS QUE SE DEBEN CUMPLIR EN LOS CONTRATOS ESTATALES DE 
ALUMBRADO PÚBLICO. Todos los contratos en que los municipios o distritos entreguen en 
concesión la prestación del servicio de alumbrado público a terceros, deberán sujetarse en 
todo a la Ley 80 de 1993, contener las garantías exigidas en la misma, incluir la cláusula de 
reversión de toda la infraestructura administrada, construida o modernizada, hacer obligatoria 
la modernización del Sistema, incorporar en el modelo financiero y contener el plazo 
correspondiente en armonía con ese modelo financiero. Así mismo, tendrán una interventoría 
idónea. Se diferenciará claramente el contrato de operación, administración, modernización, y 
mantenimiento de aquel a través del cual se adquiera la energía eléctrica con destino al 
alumbrado público, pues este se regirá por las Leyes 142 y 143 de 1994. La CREG regulará el 
contrato y el costo de facturación y recaudo conjunto con el servicio de energía de la 
contribución creada por la Ley 97 de 1913 y 84 de 1915 con destino a la financiación de este 
servicio especial inherente a la energía. Los contratos vigentes a la fecha de la presente ley, 
deberán ajustarse a lo aquí previsto. 
 
ARTÍCULO 30. DE LA COMPILACIÓN DE NORMAS. Autorízase al Gobierno Nacional para que 
pueda compilar las normas de esta ley y la Ley 80 de 1993, sin cambiar su redacción ni 
contenido, pudiendo ordenar su numeración. Esta compilación será el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública. 
 
ARTÍCULO 31. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. Los procesos de contratación en curso a la fecha 
en que entre a regir la presente ley, continuarán sujetos a las normas vigentes al momento 
de su iniciación. Los contratos o convenios a que se refiere el artículo 20 de la presente ley 
que se encuentren en ejecución al momento de su entrada en vigencia, continuarán 



rigiéndose por las normas vigentes al momento de su celebración hasta su liquidación, sin 
que sea posible adicionarlos ni prorrogarlos. 
 
ARTÍCULO 32. DEROGATORIA. A partir de la vigencia de la presente ley, quedan derogados 
los siguientes artículos de la Ley 80 de 1993: El parágrafo del artículo 2°; la expresión 
“además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado” del inciso segundo 
del artículo 3°; el inciso 4° del artículo 13, el artículo 22; el numeral 1 y el parágrafo 1° del 
artículo 24; el inciso 2° del numeral 15, el numeral 19 y la expresión “la exigencia de los 
diseños no regirán cuando el objeto de la contratación sea la de construcción o fabricación 
con diseños de los proponentes” del inciso segundo numeral 12 del artículo 25, el artículo 29, 
el numeral 11 del artículo 30, el artículo 36, el parágrafo del artículo 39 y el inciso 1° del 
artículo 60, con excepción de la expresión “Los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya 
ejecución o cumplimiento se prolonguen en el tiempo y los demás que lo requieran serán 
objeto de liquidación” el artículo 61 y las expresiones “concurso” y “términos de referencia” 
incluidas a lo largo del texto de la Ley 80 de 1993, así como la expresión: “Cuando el objeto 
del contrato consista en estudios o trabajos técnicos, intelectuales o especializados, el 
proceso de selección se llamará concurso y se efectuará también mediante invitación 
pública”. 
 
También se derogan las siguientes disposiciones: El parágrafo 2° del artículo 50 de la Ley 789 
de 2002, modificado por el artículo 1° de la Ley 828 de 2003, el artículo 66 de la Ley 454 de 
1998, el literal d) del artículo 27 de la Ley 99 de 1993 y el artículo 19 Ley 161 de 1994. 
Igualmente se entienden derogadas las normas del Decreto 1900 de 1990 y de la Ley 182 de 
1995 que contraríen lo dispuesto en esta ley. 
 
Las normas del Estatuto General de Contratación Pública preferirán a cualquiera otra sobre la 
materia, con excepción de aquellas de naturaleza estatutaria u orgánica. En consecuencia, la 
derogatoria de las normas del Estatuto General de Contratación Pública sólo podrán hacerse 
de manera expresa, mediante su precisa identificación. 
 
ARTÍCULO 33. VIGENCIA. La presente ley empieza a regir seis (6) meses después de su 
promulgación, con excepción del artículo 6° que entrará a regir a los dieciocho (18) meses de 
su promulgación. 
 
Parágrafo 1°. En tanto no entre en vigor el artículo 6° de la presente ley las entidades podrán 
verificar la información de los proponentes a que se refiere el numeral 1 del artículo 5° de la 
presente ley. 
 
Parágrafo 2°. Los artículos 9° y 17 entrarán a regir una vez se promulgue la presente ley. 
 

La Presidenta del honorable Senado de la República, 
Dilian Francisca Toro Torres 

 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Emilio Ramón Otero Dajud 
 



El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Alfredo Ape cuello Baute 

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Angelino Lizcano Rivera 
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Dada en Bogotá, D.C., a 16 de julio de 2007 

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 

 
El Ministro del Interior y de Justicia, 

Carlos Holguín Sardi 
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Oscar Iván Zuluaga Escobar 

 
La Directora del Departamento Nacional de Planeación, 

Carolina Rentería 
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por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública 
 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA: 
 

I. DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTICULO 1o. DEL OBJETO. La presente ley tiene por objeto disponer las reglas y principios 
que rigen los contratos de las entidades estatales. 
 
ARTICULO 2o. DE LA DEFINICION DE ENTIDADES, SERVIDORES Y SERVICIOS PUBLICOS. 
Para los solos efectos de esta ley: 
 
1o. Se denominan entidades estatales: 
 
a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos 
especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y 
los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del 
Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al 
cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás 
personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la 
denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles. 
 
b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la 
Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, las 
contralorías departamentales, distritales y municipales, la Procuraduría General de la Nación, 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los departamentos administrativos, 



las superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en general, los organismos o 
dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos. 
 
2o. Se denominan servidores públicos: 
 
a) Las personas naturales que prestan sus servicios dependientes a los organismos y 
entidades de que trata este artículo, con excepción de las asociaciones y fundaciones de 
participación mixta en las cuales dicha denominación se predicará exclusivamente de sus 
representantes legales y de los funcionarios de los niveles directivo, asesor o ejecutivo o sus 
equivalentes en quienes se delegue la celebración de contratos en representación de 
aquéllas. 
 
b) Los miembros de las corporaciones públicas que tengan capacidad para celebrar contratos 
en representación de éstas. 
 
3o. Se denominan servicios públicos: 
 
Los que están destinados a satisfacer necesidades colectivas en forma general, permanente y 
continua, bajo la dirección, regulación y control del Estado, así como aquellos mediante los 
cuales el Estado busca preservar el orden y asegurar el cumplimiento de sus fines. 
 
PARAGRAFO. Para los solos efectos de esta ley, también se denominan entidades estatales 
las cooperativas y asociaciones conformadas por entidades territoriales, las cuales estarán 
sujetas a las disposiciones del presente estatuto, especialmente cuando en desarrollo de 
convenios interadministrativos celebren contratos por cuenta de dichas entidades. 
 
ARTICULO 3o. DE LOS FINES DE LA CONTRATACION ESTATAL. Los servidores públicos 
tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las 
entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de 
los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que 
colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. 
 
Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con las 
entidades estatales que, además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el 
Estado, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función social que, como 
tal, implica obligaciones. 
 
ARTICULO 4o. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS ENTIDADES ESTATALES. Para la 
consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales: 
 
1o. Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. Igual 
exigencia podrán hacer al garante. 
 
2o. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones 
pecuniarias y garantías a que hubiere lugar. 
 



3o. Solicitarán la actualización o la revisión de los precios cuando se produzcan fenómenos 
que alteren en su contra el equilibrio económico o financiero del contrato. 
 
4o. Adelantarán revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes 
sumistrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad ofrecidas por los 
contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos y sus garantes 
cuando dichas condiciones no se cumplan. 
 
Las revisiones periódicas a que se refiere el presente numeral deberán llevarse a cabo por lo 
menos una vez cada seis (6) meses durante el término de vigencia de las garantías. 
 
5o. Exigirán que la calidad de los bienes y servicios adquiridos por las entidades estatales se 
ajuste a los requisitos mínimos previstos en las normas técnicas obligatorias, sin perjuicio de 
la facultad de exigir que tales bienes o servicios cumplan con las normas técnicas 
colombianas o, en su defecto, con normas internacionales elaboradas por organismos 
reconocidos a nivel mundial o con normas extranjeras aceptadas en los acuerdos 
internacionales suscritos por Colombia. 
 
6o. Adelantarán las acciones conducentes a obtener la indemnización de los daños que sufran 
en desarrollo o con ocasión del contrato celebrado. 
 
7o. Sin perjuicio del llamamiento en garantía, repetirán contra los servidores públicos, contra 
el contratista o los terceros responsables, según el caso, por las indemnizaciones que deban 
pagar como consecuencia de la actividad contractual. 
 
8o. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del 
contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de 
proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, o de contratar en los 
casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de 
precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si 
fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios. 
 
Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado 
intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el 
valor histórico actualizado. 
 
9o. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor 
onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el 
menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los 
mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las 
diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse. 
 
ARTICULO 5o. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CONTRATISTAS. Para la realización de 
los fines de que trata el artículo 3º . de esta ley, los contratistas: 
 



1o. Tendrán derecho a recibir oportunamente la remuneración pactada y a que el valor 
intrínseco de la misma no se altere o modifique durante la vigencia del contrato. 
 
En consecuencia tendrán derecho, previa solicitud, a que la administración les restablezca el 
equilibrio de la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la ocurrencia 
de situaciones imprevistas que no sean imputables a los contratistas. Si dicho equilibrio se 
rompe por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la 
ecuación surgida al momento del nacimiento del contrato. 
 
2o. Colaborarán con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el objeto 
contratado se cumpla y que éste sea de la mejor calidad; acatarán las ordenes que durante el 
desarrollo del contrato ellas les impartan y, de manera general, obrarán con lealtad y buena 
fe en las distintas etapas contractuales, evitando las dilaciones y entrabamientos que 
pudieran presentarse. 
 
3o. Podrán acudir a las autoridades con el fin de obtener la protección de los derechos 
derivados del contrato y la sanción para quienes los desconozcan o vulneren. 
 
Las autoridades no podrán condicionar la participación en licitaciones o concursos ni la 
adjudicación, adición o modificación de contratos, como tampoco la cancelación de las sumas 
adeudadas al contratista, a la renuncia, desistimiento o abandono de peticiones, acciones, 
demandas y reclamaciones por parte de éste. 
 
4o. Garantizarán la calidad de los bienes y servicios contratados y responderán por ello. 
 
5o. No accederán a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la ley con el fin de 
obligarlos a hacer u omitir algún acto o hecho. 
 
Cuando se presenten tales peticiones o amenazas, los contratistas deberán informar 
inmediatamente de su ocurrencia a la entidad contratante y a las demás autoridades 
competentes para que ellas adopten las medidas y correctivos que fueren necesarios. El 
incumplimiento de esta obligación y la celebración de los pactos o acuerdos prohibidos, dará 
lugar a la declaratoria de caducidad del contrato. 
 
ARTICULO 6o. DE LA CAPACIDAD PARA CONTRATAR. Pueden celebrar contratos con las 
entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones 
vigentes. También podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios y 
uniones temporales . 
 
Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será 
inferior a la del plazo del contrato y un año más. 
 
ARTICULO 7o. DE LOS CONSORCIOS Y UNIONES TEMPORALES. Para los efectos de esta ley 
se entiende por: 
 



1. Consorcio: cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta 
para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente de 
todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato. En 
consecuencia, las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en desarrollo de la 
propuesta y del contrato, afectarán a todos los miembros que lo conforman. 
 
2. Unión Temporal: cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma 
propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo 
solidariamente por el cumplimiento total de la propuesta y del objeto contratado, pero las 
sanciones por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato 
se impondrán de acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno de los miembros 
de la unión temporal. 
 
PARAGRAFO 1o. Los proponentes indicarán si su participación es a título de consorcio o unión 
temporal y, en este último caso, señalarán los términos y extensión de la participación en la 
propuesta y en su ejecución, los cuales no podrán ser modificados sin el consentimiento 
previo de la entidad estatal contratante. 
 
Los miembros del consorcio y de la unión temporal deberán designar la persona que, para 
todos los efectos, representará al consorcio o unión temporal y señalarán las reglas básicas 
que regulen las relaciones entre ellos y su responsabilidad. 
 
PARAGRAFO 2o. Para efectos impositivos, a los consorcios y uniones temporales se les 
aplicará el régimen previsto en el Estatuto Tributario para las sociedades pero, en ningún 
caso, estarán sujetos a doble tributación. 
 
PARAGRAFO 3o. En los casos en que se conformen sociedades bajo cualquiera de las 
modalidades previstas en la ley con el único objeto de presentar una propuesta, celebrar y 
ejecutar un contrato estatal, la responsabilidad y sus efectos se regirá por las disposiciones 
previstas en esta ley para los consorcios. 
 
ARTICULO 8o. DE LAS INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES PARA CONTRATAR. 
 
1o. Son inhábiles para participar en licitaciones o concursos y para celebrar contratos con las 
entidades estatales: 
 
a) Las personas que se hallen inhabilitadas para contratar por la Constitución y las leyes. 
 
b) Quienes participaron en las licitaciones o concursos o celebraron los contratos de que trata 
el literal anterior estando inhabilitados. 
 
c) Quienes dieron lugar a la declaratoria de caducidad. 
 
d) Quienes en sentencia judicial hayan sido condenados a la pena accesoria de interdicción de 
derechos y funciones públicas y quienes hayan sido sancionados disciplinariamente con 
destitución. 



 
e) Quienes sin justa causa se abstengan de suscribir el contrato estatal adjudicado. 
 
f ) Los servidores públicos. 
 
g) Quienes sean cónyuges o compañeros permanentes y quienes se encuentren dentro del 
segundo grado de consanguinidad o segundo de afinidad con cualquier otra persona que 
formalmente haya presentado propuesta para una misma licitación o concurso. 
 
h) Las sociedades distintas de las anónimas abiertas, en las cuales el representante legal o 
cualquiera de sus socios tenga parentesco en segundo grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad con el representante legal o con cualquiera de los socios de una sociedad que 
formalmente haya presentado propuesta, para una misma licitación o concurso. 
 
i) Los socios de sociedades de personas a las cuales se haya declarado la caducidad, así como 
las sociedades de personas de las que aquellos formen parte con posterioridad a dicha 
declaratoria. 
 
Las inhabilidades a que se refieren los literales c), d) e i) se extenderán por un término de 
cinco (5) años contado a partir de la fecha de ejecutoria del acto que declaró la caducidad, o 
de la sentencia que impuso la pena, o del acto que dispuso la destitución; las previstas en los 
literales b) y e), se extenderán por un término de cinco (5) años contado a partir de la fecha 
de ocurrencia del hecho de la participación en la licitación o concurso, o de la de celebración 
del contrato, o de la de expiración del plazo para su firma. 
 
2o. Tampoco podrán participar en licitaciones o concursos ni celebrar contratos estatales con 
la entidad respectiva: 
 
a) Quienes fueron miembros de la junta o consejo directivo o servidores públicos de la 
entidad contratante. Esta incompatibilidad solo comprende a quienes desempeñaron 
funciones en los niveles directivo, asesor o ejecutivo y se extiende por el término de un (1) 
año, contado a partir de la fecha del retiro. 
 
b) Las personas que tengan vínculos de parentesco, hasta el segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil con los servidores públicos de los niveles 
directivo, asesor, ejecutivo o con los miembros de la junta o consejo directivo, o con las 
personas que ejerzan ejerzan el control interno o fiscal de la entidad contratante. 
 
c) El cónyuge, compañero o compañera permanente del servidor público en los niveles 
directivo, asesor, ejecutivo, o de un miembro de la junta o consejo directivo, o de quien 
ejerza funciones de control interno o de control fiscal.  
 
d) Las corporaciones, asociaciones, fundaciones y las sociedades anónimas que no tengan el 
carácter de abiertas, así como las sociedades de responsabilidad limitada y las demás 
sociedades de personas en las que el servidor público en los niveles directivo, asesor o 
ejecutivo, o el miembro de la junta o consejo directivo, o el cónyuge, compañero o 



compañera permanente o los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, afinidad o 
civil de cualquiera de ellos, tenga participación o desempeñe cargos de dirección o manejo. 
 
e) Los miembros de las juntas o consejos directivos. Esta incompatibilidad sólo se predica 
respecto de la entidad a la cual prestan sus servicios y de las del sector administrativo al que 
la misma esté adscrita o vinculada. 
 
PARAGRAFO 1o. La inhabilidad prevista en el literal d) del ordinal 2o. de este artículo no se 
aplicará en relación con las corporaciones, asociaciones, fundaciones y sociedades allí 
mencionadas, cuando por disposición legal o estatutaria el servidor público en los niveles 
referidos debe desempeñar en ellas cargos de dirección o manejo. 
 
PARAGRAFO 2o. Para los efectos previstos en este artículo, el Gobierno Nacional determinará 
que debe entenderse por sociedades anónimas abiertas. 
 
ARTICULO 9o. DE LAS INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES SOBREVINIENTES. Si 
llegare a sobrevenir inhabilidad o incompatibilidad en el contratista, éste cederá el contrato 
previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no fuere posible, renunciará a 
su ejecución. 
 
Cuando la inhabilidad o incompatibilidad sobrevenga en un proponente dentro de una 
licitación o concurso, se entenderá que renuncia a la participación en el proceso de selección 
y a los derechos surgidos del mismo. 
 
Si la inhabilidad o incompatibilidad sobreviene en uno de los miembros de un consorcio o 
unión temporal, éste cederá su participación a un tercero previa autorización escrita de la 
entidad contratante. En ningún caso podrá haber cesión del contrato entre quienes integran 
el consorcio o unión temporal. 
 
ARTICULO 10. DE LAS EXCEPCIONES A LAS INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES. No 
quedan cobijadas por las inhabilidades e incompatibilidades de que tratan los artículos 
anteriores, las personas que contraten por obligación legal o lo hagan para usar los bienes o 
servicios que las entidades a que se refiere el presente estatuto ofrezcan al público en 
condiciones comunes a quienes los soliciten, ni las personas jurídicas sin ánimo de lucro 
cuyos representantes legales hagan parte de las juntas o consejos directivos en virtud de su 
cargo o por mandato legal o estatutario, ni quienes celebren contratos en desarrollo de lo 
previsto en el artículo 60 de la Constitución Política.  
 
ARTICULO 11. DE LA COMPETENCIA PARA DIRIGIR LICITACIONES O CONCURSOS Y PARA 
CELEBRAR CONTRATOS ESTATALES. En las entidades estatales a que se refiere el artículo 
2o.: 
 
1o. La competencia para ordenar y dirigir la celebración de licitaciones o concursos y para 
escoger contratistas será del jefe o representante de la entidad, según el caso. 
 



2o. Tiene competencia para celebrar contratos a nombre de la Nación, el Presidente de la 
República. 
 
3o. Tienen competencia para celebrar contratos a nombre de la entidad respectiva: 
 
a) Los ministros del despacho, los directores de departamentos administrativos, los 
superintendentes, los jefes de unidades administrativas especiales, el Presidente del Senado 
de la República, el Presidente de la Cámara de Representantes, los Presidentes de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y de sus Consejos Seccionales, el Fiscal 
General de la Nación, el Contralor General de la República, el Procurador General de la 
Nación, y el Registrador Nacional del Estado Civil. 
 
b) A nivel territorial, los gobernadores de los departamentos, los alcaldes municipales y de los 
distritos capital y especiales, los contralores departamentales, distritales y municipales, y los 
representantes legales de las regiones, las provincias, las áreas metropolitanas, los territorios 
indígenas y las asociaciones de municipios, en los términos y condiciones de las normas 
legales que regulen la organización y el funcionamiento de dichas entidades. 
 
c) Los representantes legales de las entidades descentralizadas en todos los ordenes y 
niveles. 
 
ARTICULO 12. DE LA DELEGACION PARA CONTRATAR. Los jefes y los representantes legales 
de las entidades estatales podrán delegar total o parcialmente la competencia para celebrar 
contratos y desconcentrar la realización de licitaciones o concursos en los servidores públicos 
que desempeñen cargos del nivel directivo o ejecutivo o en sus equivalentes. 
 
ARTICULO 13. DE LA NORMATIVIDAD APLICABLE A LOS CONTRATOS ESTATALES. Los 
contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se 
regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias 
particularmente reguladas en esta ley. 
 
Los contratos celebrados en el exterior se podrán regir en su ejecución por las reglas del país 
en donde se hayan suscrito, a menos que deban cumplirse en Colombia. 
 
Los contratos que se celebren en Colombia y deban ejecutarse o cumplirse en el extranjero, 
podrán someterse a la ley extranjera. 
 
Los contratos financiados con fondos de los organismos multilaterales de crédito o celebrados 
con personas extranjeras de derecho público u organismos de cooperación, asistencia o 
ayuda internacionales, podrán someterse a los reglamentos de tales entidades en todo lo 
relacionado con procedimientos de formación y adjudicación y cláusulas especiales de 
ejecución, cumplimiento, pago y ajustes. 
 
ARTICULO 14. DE LOS MEDIOS QUE PUEDEN UTILIZAR LAS ENTIDADES ESTATALES PARA 
EL CUMPLIMIENTO DEL OBJETO CONTRACTUAL. Para el cumplimiento de los fines de la 
contratación, las entidades estatales al celebrar un contrato: 



 
1o. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la 
ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto de evitar la paralización o la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán, en los casos previstos en el numeral 2o. de este artículo, 
interpretar los documentos contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir 
modificaciones a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 
 
En los actos en que se ejercite algunas de estas potestades excepcionales deberá procederse 
al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e indemnizaciones a que tengan 
derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los mecanismos de ajuste de las 
condiciones y términos contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la 
ecuación o equilibrio inicial. 
 
Contra los actos administrativos que ordenen la interpretación, modificación y terminación 
unilaterales, procederá el recurso de reposición, sin perjuicio de la acción contractual que 
puede intentar el contratista, según lo previsto en el artículo 77 de esta ley. 
 
2o. Pactarán las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, interpretación y 
modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad en los 
contratos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio 
estatal, la prestación de servicios públicos o la explotación y concesión de bienes del Estado, 
así como en los contratos de obra. En los contratos de explotación y concesión de bienes del 
Estado se incluirá la cláusula de reversión. 
 
Las entidades estatales podrán pactar estas cláusulas en los contratos de suministro y de 
prestación de servicios. 
 
En los casos previstos en este numeral, las cláusulas excepcionales se entienden pactadas 
aún cuando no se consignen expresamente. 
 
PARAGRAFO. En los contratos que se celebren con personas públicas internacionales, o de 
cooperación, ayuda o asistencia; en los interadministrativos; en los de empréstito, donación y 
arrendamiento y en los contratos que tengan por objeto actividades comerciales o industriales 
de las entidades estatales que no correspondan a las señaladas en el numeral 2o. de este 
artículo, o que tengan por objeto el desarrollo directo de actividades científicas o 
tecnológicas, así como en los contratos de seguro tomados por las entidades estatales, se 
prescindirá de la utilización de las cláusulas o estipulaciones excepcionales. 
 
ARTICULO 15. DE LA INTERPRETACION UNILATERAL. Si durante la ejecución del contrato 
surgen discrepancias entre las partes sobre la interpretación de algunas de sus estipulaciones 
que puedan conducir a la paralización o a la afectación grave del servicio público que se 
pretende satisfacer con el objeto contratado, la entidad estatal, si no se logra acuerdo, 
interpretará en acto administrativo debidamente motivado, las estipulaciones o cláusulas 
objeto de la diferencia. 



 
ARTICULO 16. DE LA MODIFICACION UNILATERAL. Si durante la ejecución del contrato y 
para evitar la paralización o la afectación grave del servicio público que se deba satisfacer con 
él, fuere necesario introducir variaciones en el contrato y previamente las partes no llegan al 
acuerdo respectivo, la entidad en acto administrativo debidamente motivado, lo modificará 
mediante la supresión o adición de obras, trabajos, suministros o servicios. 
 
Si las modificaciones alteran el valor del contrato en un veinte por ciento (20%) o más del 
valor inicial, el contratista podrá renunciar a la continuación de la ejecución. En este evento, 
se ordenará la liquidación del contrato y la entidad adoptará de manera inmediata las 
medidas que fueren necesarias para garantizar la terminación del objeto del mismo. 
 
ARTICULO 17. DE LA TERMINACION UNILATERAL. La entidad en acto administrativo 
debidamente motivado dispondrá la terminación anticipada del contrato en los siguientes 
eventos: 
 
1o. Cuando las exigencias del servicio público lo requieran o la situación de orden público lo 
imponga. 
 
2o. Por muerte o incapacidad física permanente del contratista, si es persona natural, o por 
disolución de la persona jurídica del contratista. 
 
3o. Por interdicción judicial o declaración de quiebra del contratista. 
 
4o. Por cesación de pagos, concurso de acreedores o embargos judiciales del contratista que 
afecten de manera grave el cumplimiento del contrato. 
 
Sin embargo, en los casos a que se refieren los numerales 2o. y 3o. de este artículo podrá 
continuarse la ejecución con el garante de la obligación. 
 
La iniciación de trámite concordatario no dará lugar a la declaratoria de terminación 
unilateral. En tal evento la ejecución se hará con sujeción a las normas sobre administración 
de negocios del deudor en concordato. La entidad dispondrá las medidas de inspección, 
control y vigilancia necesarias para asegurar el cumplimiento del objeto contractual e impedir 
la paralización del servicio. 
 
ARTICULO 18. DE LA CADUCIDAD Y SUS EFECTOS. La caducidad es la estipulación en virtud 
de la cual si se presenta alguno de los hechos constitutivos de incumplimiento de las 
obligaciones a cargo del contratista, que afecte de manera grave y directa la ejecución del 
contrato y evidencie que puede conducir a su paralización, la entidad por medio de acto 
administrativo debidamente motivado lo dará por terminado y ordenará su liquidación en el 
estado en que se encuentre. 
 
En caso de que la entidad decida abstenerse de declarar la caducidad, adoptará las medidas 
de control e intervención necesarias, que garanticen la ejecución del objeto contratado. La 
declaratoria de caducidad no impedirá que la entidad contratante tome posesión de la obra o 



continúe inmediatamente la ejecución del objeto contratado, bien sea a través del garante o 
de otro contratista, a quien a su vez se le podrá declarar la caducidad, cuando a ello hubiere 
lugar. 
 
Si se declara la caducidad no habrá lugar a indemnización para el contratista, quien se hará 
acreedor a las sanciones e inhabilidades previstas en esta ley. 
 
La declaratoria de caducidad será constitutiva del siniestro de incumplimiento. 
 
ARTICULO 19. DE LA REVERSION. En los contratos de explotación o concesión de bienes 
estatales se pactará que, al finalizar el término de la explotación o concesión, los elementos y 
bienes directamente afectados a la misma pasen a ser propiedad de la entidad contratante, 
sin que por ello ésta deba efectuar compensación alguna. 
 
ARTICULO 20. DE LA RECIPROCIDAD. En los procesos de contratación estatal se concederá al 
proponente de bienes y servicios de origen extranjero, el mismo tratamiento y en las mismas 
condiciones, requisitos, procedimientos y criterios de adjudicación que el tratamiento 
concedido al nacional, exclusivamente bajo el principio de reciprocidad. 
 
Se entiende por principio de reciprocidad, el compromiso adquirido por otro país, mediante 
acuerdo, tratado o convenio celebrado con Colombia, en el sentido de que a las ofertas de 
bienes y servicios colombianos se les concederá en ese país el mismo tratamiento otorgado a 
sus nacionales en cuanto a las condiciones, requisitos, procedimientos y criterios para la 
adjudicación de los contratos celebrados con el sector público. 
 
PARAGRAFO 1o. El Gobierno Nacional, en los acuerdos, tratados o convenios que celebre 
para estos efectos, deberá establecer todos los mecanismos necesarios para hacer cumplir el 
tratamiento igualitario entre el nacional y el extranjero tanto en Colombia como en el 
territorio del país con quien se celebre el mencionado acuerdo, convenio o tratado. 
 
PARAGRAFO 2o. Cuando para los efectos previstos en este artículo no se hubiere celebrado 
acuerdo, tratado o convenio, los proponentes de bienes y servicios de origen extranjero 
podrán participar en los procesos de contratación en las mismas condiciones y con los 
mismos requisitos exigidos a los nacionales colombianos, siempre y cuando en sus 
respectivos países los proponentes de bienes y servicios de origen colombiano gocen de 
iguales oportunidades. El Gobierno Nacional establecerá los mecanismos para asegurar el 
cumplimiento de la reciprocidad prevista en este parágrafo. 
 
ARTICULO 21. DEL TRATAMIENTO Y PREFERENCIA DE LAS OFERTAS NACIONALES. Las 
entidades estatales garantizarán la participación de los oferentes de bienes y servicios de 
origen nacional, en condiciones competitivas de calidad, oportunidad y precio, sin perjuicio 
del procedimiento de selección objetiva que se utilice y siempre y cuando exista oferta de 
origen nacional. 
 
Cuando se trate de la ejecución de proyectos de inversión se dispondrá la desagregación 
tecnológica. 



 
En los contratos de empréstito y demás formas de financiamiento, distintos de los créditos de 
proveedores, se buscará que no se exija el empleo o la adquisición de bienes o la prestación 
de servicios de procedencia extranjera específica, o que a ello se condicione el otorgamiento. 
Así mismo, se buscará incorporar condiciones que garanticen la participación de oferentes de 
bienes y servicios de origen nacional. 
 
En igualdad de condiciones para contratar, se preferirá la oferta de bienes y servicios de 
origen nacional. 
 
Para los oferentes extranjeros que se encuentren en igualdad de condiciones, se preferirá 
aquél que contenga mayor incorporación de recursos humanos nacionales, mayor 
componente nacional y mejores condiciones para la transferencia tecnológica. 
 
El Consejo Superior de Comercio Exterior determinará el régimen vigente para las 
importaciones de las entidades estatales. 
 
PARAGRAFO 1o. El Gobierno Nacional determinará qué debe entenderse por bienes y 
servicios de origen nacional y de origen extranjero y por desagregación tecnológica. 
Corresponde también al Gobierno Nacional diseñar mecanismos que faciliten el conocimiento 
oportuno tanto de la oferta de bienes y servicios de origen nacional, como de la demanda de 
las entidades estatales. 
 
PARAGRAFO 2o. El Gobierno Nacional reglamentará el componente nacional al que deben 
someterse las entidades estatales, para garantizar la participación de las ofertas de bienes y 
servicios de origen nacional. 
 
ARTICULO 22. DE LOS REGISTROS DE PROPONENTES. Todas las personas naturales o 
jurídicas que aspiren a celebrar con las entidades estatales, contratos de obra, consultoría, 
suministro y compraventa de bienes muebles, se inscribirán en la Cámara de Comercio de su 
jurisdicción y deberán estar clasificadas y calificadas de conformidad con lo previsto en este 
artículo. 
 
El Gobierno Nacional adoptará un formulario único y determinará los documentos 
estrictamente indispensables que las Cámaras de Comercio podrán exigir para realizar la 
inscripción. Así mismo, adoptará el formato de certificación que deberán utilizar las Cámaras 
de Comercio. 
 
Con base en los formularios y en los documentos presentados, las Cámaras de Comercio 
conformarán un registro especial de inscritos clasificados por especialidades, grupos o clases 
de acuerdo con la naturaleza de los bienes o servicios ofrecidos, y expedirán las 
certificaciones o informaciones que en relación con el mismo se les solicite. 
 
La certificación servirá de prueba de la existencia y representación del contratista y de las 
facultades de su representante legal e incluirá la información relacionada con la clasificación y 
calificación del inscrito. 



 
En relación con los contratos ejecutados incluirá la cuantía, expresada en términos de valor 
actualizado, y los respectivos plazos y adiciones. En la certificación constarán, igualmente, los 
datos e informaciones sobre cumplimiento en contratos anteriores, experiencia, capacidad 
técnica y administrativa, relación de equipo y su disponibilidad, multas y sanciones impuestas 
y el término de su duración. 
 
No se requerirá de este registro, ni de calificación ni clasificación, en los casos de 
contratación de urgencia a que se refiere el artículo 42 de esta ley; contratación de menor 
cuantía a que se refiere el artículo 24 de esta ley; contratación para el desarrollo directo de 
actividades científicas o tecnológicas; contratos de prestación de servicios y contratos de 
concesión de cualquier índole y cuando se trate de adquisición de bienes cuyo precio se 
encuentre regulado por el Gobierno Nacional. 
 
El registro de proponentes será público y por tanto cualquier persona puede solicitar que se le 
expidan certificaciones sobre las inscripciones, calificaciones y clasificaciones que contenga.  
 
22.1 DE LA INFORMACION SOBRE CONTRATOS, MULTAS Y SANCIONES DE LOS INSCRITOS. 
Las entidades estatales enviarán, semestralmente a la Cámara de Comercio que tenga 
jurisdicción en el lugar del domicilio del inscrito, la información concerniente a los contratos 
ejecutados, cuantía, cumplimiento de los mismos y las multas y sanciones que en relación 
con ellos se hubieren impuesto. El servidor público que incumpla esta obligación incurrirá en 
causal de mala conducta. 
 
22.2 DE LA RENOVACION, ACTUALIZACION Y MODIFICACION. La inscripción en la Cámara 
de Comercio se renovará anualmente, para lo cual los inscritos deberán diligenciar y 
presentar el formulario que para el efecto determine el Gobierno Nacional, j unto con los 
documentos actualizados que en él se indique. En dicho formulario los inscritos informarán 
sobre las variaciones referentes a su actividad a fin de que se tome nota de ellas en el 
correspondiente registro. 
 
Las personas inscritas podrán solicitar a la Cámara de Comercio la actualización, modificación 
o cancelación de su inscripción cada vez que lo estimen conveniente, mediante la utilización 
de los formularios que el Gobierno Nacional establezca para el efecto. 
 
22.3 DE LA CLASIFICACION Y CALIFICACION DE LOS INSCRITOS. La clasificación y 
calificación la efectuarán las mismas personas naturales o jurídicas interesadas en contratar 
con las entidades estatales, ciñéndose estrictamente a la reglamentación que expida el 
gobierno nacional en aplicación de criterios de experiencia, capacidad financiera, técnica, 
organización, disponibilidad de equipos, y se presentará a la respectiva Cámara de Comercio 
simultáneamente con la solicitud de inscripción. La entidad contratante se reservará la 
facultad de verificar la información contenida en el certificado expedido por la Cámara de 
Comercio y en el formulario de clasificación y calificación. 
 



La capacidad financiera del inscrito se establecerá con base en la última declaración de renta 
y en el último balance comercial con sus anexos para las personas nacionales y en los 
documentos equivalentes a los anteriores, para las personas extranjeras. 
 
La calificación determinará la capacidad máxima de contratación del inscrito y será válida ante 
todas las entidades estatales de todos los órdenes y niveles. 
 
22.4 DEL REGISTRO DE PERSONAS EXTRANJERAS. Cuando se trate de personas naturales 
extranjeras sin domicilio en el país o de personas jurídicas privadas extranjeras que no 
tengan establecida sucursal en Colombia, que pretendan presentar propuestas o celebrar 
contratos para los cuales se requiera presentar el registro previsto en esta ley, se les exigirá 
el documento que acredite la inscripción en el registro correspondiente en el país en donde 
tiene su domicilio principal, así como los documentos que acrediten su existencia y su 
representación legal, cuando a esto último hubiere lugar. En defecto de dicho documento de 
inscripción deberán presentar la certificación de inscripción en el registro establecido en esta 
ley. Adicionalmente, deberán acreditar en el país un apoderado domiciliado en Colombia 
debidamente facultado para presentar la propuesta y celebrar el contrato, así como para 
representarlas judicial y extrajudicialmente. 
 
Los documentos otorgados en el exterior deberán presentarse legalizados en la forma 
prevista en las normas vigentes sobre la materia. Lo establecido en este artículo se entenderá 
sin perjuicio del deber a cargo de la entidad estatal respectiva de exigir a dichas personas 
documentos o informaciones que acrediten su experiencia, capacidad e idoneidad. 
 
22.5 DE LA IMPUGNACION DE LA CLASIFICACION Y CALIFICACION. Cualquier persona 
inconforme con la calificación y clasificación de los inscritos, podrá impugnarlas ante la 
respectiva Cámara de Comercio. El acto administrativo de la Cámara de Comercio que decida 
la impugnación podrá ser objeto del recurso de reposición y de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho en los términos del Código Contencioso Administrativo. Para que 
la impugnación sea admisible deberá prestarse caución bancaria o de compañía de seguros 
para garantizar los perjuicios que se puedan causar al inscrito. Las entidades estatales 
deberán impugnar la clasificación y calificación de cualquier inscrito cuando adviertan 
irregularidades o graves inconsistencias. El Gobierno reglamentará el cumplimiento de lo 
dispuesto en este artículo. 
 
22.6 DE LAS SANCIONES. Cuando se demuestre que el inscrito de mala fe presentó 
documentos o informaciones para la inscripción, calificación o clasificación que no 
correspondan a la realidad, se ordenará, previa audiencia del afectado, la cancelación del 
registro quedando en tal caso inhabilitado para contratar con las entidades estatales por el 
término de diez (10) años sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar. 
 
22.7 DE LOS BOLETINES DE INFORMACION DE LICITACIONES. Las entidades estatales 
deberán remitir a las Cámaras de Comercio de su jurisdicción, la información general de cada 
licitación o concurso que pretendan abrir en la forma y dentro de los plazos que fije el 
reglamento. 
 



Con base en esta información las Cámaras de Comercio elaborarán y publicarán un boletín 
mensual, que será público, sin perjuicio de lo establecido en el numeral tercero del artículo 30 
de ésta ley. 
 
El servidor público responsable de esta tarea que incumpla está obligación incurrirá en causal 
de mala conducta. 
 
22.8 DE LA FIJACION DE TARIFAS. El Gobierno Nacional fijará el monto de las tarifas que 
deban sufragarse en favor de las Cámaras de Comercio por concepto de la inscripción en el 
registro de proponentes, así como por su renovación y actualización y por las certificaciones 
que se les solicite en relación con dicho registro. Igualmente fijará el costo de la publicación 
del boletín de información y del trámite de impugnación de la calificación y clasificación. Para 
estos efectos, el Gobierno deberá tener en cuenta el costo de la operación de registro, en que 
incurran las Cámaras de Comercio, así como de la expedición de certificados, de publicación 
del boletín de información y del trámite de impugnación. 
 
22.9 DE LA VIGENCIA DEL REGISTRO. El registro, calificación y clasificación a que se refiere 
este artículo, regirá un año después de la promulgación de la presente ley. Los registros 
actualmente existentes, así como el régimen de renovación de inscripciones, continuarán 
hasta que entre en vigencia el registro de proponentes de que trata este artículo. 
 

II. DE LOS PRINCIPIOS DE LA CONTRATACION ESTATAL 
 
ARTICULO 23. DE LOS PRINCIPIOS EN LAS ACTUACIONES CONTRACTUALES DE LAS 
ENTIDADES ESTATALES. Las actuaciones de quienes intervengan en la contratación estatal 
se desarrollarán con arreglo a los principios de transparencia, economía y responsabilidad y 
de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa. Igualmente, se 
aplicarán en las mismas las normas que regulan la conducta de los servidores públicos, las 
reglas de interpretación de la contratación, los principios generales del derecho y los 
particulares del derecho administrativo. 
 
ARTICULO 24. DEL PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA. En virtud de este principio: 
 
1o. La escogencia del contratista se efectuará siempre a través de licitación o concurso 
públicos, salvo en los siguientes casos en los que se podrá contratar directamente: 
 
a) Menor cuantía. Se entenderá por menor cuantía los valores que a continuación se 
relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las que 
se aplica la presente ley, expresados en salarios mínimos legales mensuales. 
 
Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.200.000 salarios 
mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 1000 salarios mínimos legales 
mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.000.000 e inferior a 
1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 800 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 500.000 
e inferior a 1.000.000 de salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 



600 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o 
igual a 250.000 e inferior a 500.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía 
será hasta 400 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual 
superior o igual a 120.000 e inferior 250.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor 
cuantía será hasta 300 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto 
anual superior o igual a 12.000 e inferior a 120.000 salarios mínimos legales mensuales, la 
menor cuantía será hasta 250 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un 
presupuesto anual superior o igual a 6.000 salarios mínimos legales mensuales e inferior a 
12.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 100 salarios mínimos 
legales mensuales y las que tengan un presupuesto anual inferior a 6.000 salarios mínimos 
legales mensuales, la menor cuantía será hasta 25 salarios mínimos legales mensuales. 
 
b ) Empréstitos 
 
c) Interadministrativos, con excepción del contrato de seguro. 
 
d) Para la prestación de servicios profesionales o para la ejecución de trabajos artísticos que 
sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales o jurídicas, o para el 
desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas. 
 
e) Arrendamiento o adquisición de inmuebles. 
 
f) Urgencia manifiesta ` 
 
g) Declaratoria de desierta de la licitación o concurso. 
 
h) Cuando no se presente propuesta alguna o ninguna propuesta se ajuste al pliego de 
condiciones, o términos de referencia o, en general, cuando falte voluntad de participación. 
 
i) Bienes y servicios que se requieran para la defensa y seguridad nacional. 
 
j) Cuando no exista pluralidad de oferentes. 
 
k) Productos de origen o destinación agropecuarios que se ofrezcan en las bolsas de 
productos legalmente constituidas. 
 
l) Los contratos que celebren las entidades estatales para la prestación de servicios de salud. 
El reglamento interno correspondiente fijará las garantías a cargo de los contratistas. Los 
pagos correspondientes se podrán hacer mediante encargos fiduciarios. 
 
m) Los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e 
industriales propias de las empresas industriales y comerciales estatales y de las sociedades 
de economía mixta, con excepción de los contratos que a título enunciativo identifica el 
artículo 32 de esta ley. 
 



2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de conocer y 
controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o adopten, para lo cual se 
establecerán etapas que permitan el conocimiento de dichas actuaciones y otorguen la 
posibilidad de expresar observaciones. 
 
3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que las contengan 
estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación el ejercicio del derecho de que 
trata el artículo 273 de la Constitución Política. 
 
4o. Las autoridades expedirán a costa de aquellas personas que demuestren interés legítimo, 
copias de las actuaciones y propuestas recibidas, respetando la reserva de que gocen 
legalmente las patentes, procedimientos y privilegios. 
 
5o. En los pliegos de condiciones o términos de referencia: 
 
a) Se indicarán los requisitos objetivos necesarios para participar en el correspondiente 
proceso de selección. 
 
b) Se definirán reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la confección de 
ofrecimientos de la misma índole, aseguren una escogencia objetiva y eviten la declaratoria 
de desierta de la licitación o concurso. 
 
c) Se definirán con precisión las condiciones de costo y calidad de los bienes, obras o 
servicios necesarios para la ejecución del objeto del contrato. 
 
d) No se incluirán condiciones y exigencias de imposible cumplimiento, ni exenciones de la 
responsabilidad derivada de los datos, informes y documentos que se suministren. 
 
e) Se definirán reglas que no induzcan a error a los proponentes y contratistas y que impidan 
la formulación de ofrecimientos de extensión ilimitada o que dependan de la voluntad 
exclusiva de la entidad. 
 
f) Se definirá el plazo para la liquidación del contrato, cuando a ello hubiere lugar, teniendo 
en cuenta su objeto, naturaleza y cuantía. 
 
Serán ineficaces de pleno derecho las estipulaciones de los pliegos o términos de referencia y 
de los contratos que contravengan lo dispuesto en este numeral, o dispongan renuncias a 
reclamaciones por la ocurrencia de los hechos aquí enunciados. 
 
6o. En los avisos de publicación de apertura de la licitación o concurso y en los pliegos de 
condiciones o términos de referencia, se señalaran las reglas de adjudicación del contrato. 
 
7o. Los actos administrativos que se expidan en la actividad contractual o con ocasión de ella, 
salvo los de mero trámite, se motivarán en forma detallada y precisa e igualmente lo serán 
los informes de evaluación, el acto de adjudicación y la declaratoria de desierto del proceso 
de escogencia.  



 
8o. Las autoridades no actuarán con desviación o abuso de poder y ejercerán sus 
competencias exclusivamente para los fines previstos en la ley. Igualmente, les será 
prohibido eludir los procedimientos de selección objetiva y los demás requisitos previstos en 
el presente estatuto. 
 
9o. Los avisos de cualquier clase a través de los cuales se informe o anuncie la celebración o 
ejecución de contratos por parte de las entidades estatales, no podrán incluir referencia 
alguna al nombre o cargo de ningún servidor público. 
 
PARAGRAFO 1o. Los casos de contratación directa a que se refiere el numeral 1o. del 
presente artículo, no impedirán el ejercicio del control por parte de las autoridades 
competentes del comportamiento de los servidores públicos que hayan intervenido en dichos 
procedimientos y en la celebración y ejecución del contrato. 
 
PARAGRAFO 2o. El Gobierno Nacional expedirá, dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
promulgación de esta ley, un reglamento de contratación directa, cuyas disposiciones 
garanticen y desarrollen los principios de economía, transparencia y selección objetiva 
previstos en ella. 
 
Si el Gobierno no expidiere el reglamento respectivo, no podrá celebrarse directamente 
contrato alguno por ninguna entidad estatal so pena de su nulidad. 
 
PARAGRAFO 3o. Cuando la venta de los bienes de las entidades estatales deba efectuarse por 
el sistema de martillo, se hará a través del procedimiento de subasta que realicen las 
entidades financieras debidamente autorizadas para el efecto y vigiladas por la 
Superintendencia Bancaria. 
 
La selección de la entidad vendedora la hará la respectiva entidad estatal, de acuerdo con los 
principios de transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva y teniendo en 
cuenta la capacidad administrativa que pueda emplear cada entidad financiera para realizar 
los remates. 
 
ARTICULO 25. DEL PRINCIPIO DE ECONOMIA. En virtud de este principio: 
 
1o. En las normas de selección y en los pliegos de condiciones o términos de referencia para 
la escogencia de contratistas, se cumplirán y establecerán los procedimientos y etapas 
estrictamente necesarios para asegurar la selección objetiva de la propuesta más favorable. 
Para este propósito, se señalarán términos preclusivos y perentorios para las diferentes 
etapas de la selección y las autoridades darán impulso oficioso a las actuaciones . 
 
2o. Las normas de los procedimientos contractuales se interpretarán de tal manera que no 
den ocasión a seguir trámites distintos y adicionales a los expresamente previstos o que 
permitan valerse de los defectos de forma o de la inobservancia de requisitos para no decidir 
o proferir providencias inhibitorias. 
 



3o. Se tendrá en consideración que las reglas y procedimientos constituyen mecanismos de la 
actividad contractual que buscan servir a los fines estatales, a la adecuada, continua y 
eficiente prestación de los servicios públicos y a la protección y garantía de los derechos de 
los administrados. 
 
4o. Los trámites se adelantarán con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirán las 
dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato. 
 
5o. Se adoptarán procedimientos que garanticen la pronta solución de las diferencias y 
controversias que con motivo de la celebración y ejecución del contrato se presenten. 
 
6o. Las entidades estatales abrirán licitaciones o concursos e iniciarán procesos de suscripción 
de contratos, cuando existan las respectivas partidas o disponibilidades presupuestales. 
 
7o. La conveniencia o inconveniencia del objeto a contratar y las autorizaciones y 
aprobaciones para ello, se analizarán o impartirán con antelación al inicio del proceso de 
selección del contratista o al de la firma del contrato, según el caso. 
 
8o. El acto de adjudicación y el contrato no se someterán a aprobaciones o revisiones 
administrativas posteriores, ni a cualquier otra clase de exigencias o requisitos, diferentes de 
los previstos en este estatuto. 
 
9o. En los procesos de contratación intervendrán el jefe y las unidades asesoras y ejecutoras 
de la entidad que se señalen en las correspondientes normas sobre su organización y 
funcionamiento. 
 
10. Los jefes o representantes de las entidades a las que se aplica la presente ley, podrán 
delegar la facultad para celebrar contratos en los términos previstos en el artículo 12 de esta 
ley y con sujeción a las cuantías que señalen sus respectivas juntas o consejos directivos. En 
los demás casos, dichas cuantías las fijará el reglamento. 
 
11. Las corporaciones de elección popular y los organismos de control y vigilancia no 
intervendrán en los procesos de contratación, salvo en lo relacionado con la solicitud de 
audiencia pública para la adjudicación en caso de licitación. 
 
De conformidad con lo previsto en los artículos 300, numeral 9o., y 313, numeral 3o., de la 
Constitución Política, las asambleas departamentales y los concejos municipales autorizarán a 
los gobernadores y alcaldes, respectivamente, para la celebración de contratos . 
 
12. Con la debida antelación a la apertura del procedimiento de selección o de la firma del 
contrato, según el caso, deberán elaborarse los estudios, diseños y proyectos requeridos, y 
los pliegos de condiciones o términos de referencia. 
 
La exigencia de los diseños no regirá cuando el objeto de la contratación sea la construcción 
o fabricación con diseños de los proponentes . 
 



13. Las autoridades constituirán las reservas y compromisos presupuestales necesarios, 
tomando como base el valor de las prestaciones al momento de celebrar el contrato y el 
estimativo de los ajustes resultantes de la aplicación de la cláusula de actualización de 
precios. 
 
14. Las entidades incluirán en sus presupuestos anuales una apropiación global destinada a 
cubrir los costos imprevistos ocasionados por los retardos en los pagos, así como los que se 
originen en la revisión de los precios pactados por razón de los cambios o alteraciones en las 
condiciones iniciales de los contratos por ellas celebrados. 
 
15. Las autoridades no exigirán sellos, autenticaciones, documentos originales o autenticados, 
reconocimientos de firmas, traducciones oficiales, ni cualquier otra clase de formalidades o 
exigencias rituales, salvo cuando en forma perentoria y expresa lo exijan leyes especiales. 
 
La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación o al 
proponente, no necesarios para la comparación de propuestas, no servirá de título suficiente 
para el rechazo de los ofrecimientos hechos. 
 
16. En las solicitudes que se presenten en el curso de la ejecución del contrato, si la entidad 
estatal no se pronuncia dentro del término de tres (3) meses siguientes, se entenderá que la 
decisión es favorable a las pretensiones del solicitante en virtud del silencio administrativo 
positivo. Pero el funcionario o funcionarios competentes para dar respuesta serán 
responsables en los términos de esta ley. 
 
17. Las entidades no rechazarán las solicitudes que se les formulen por escrito aduciendo la 
inobservancia por parte del peticionario de las formalidades establecidas por la entidad para 
su tramitación y oficiosamente procederán a corregirlas y a subsanar los defectos que se 
adviertan en ellas. Igualmente, estarán obligadas a radicar las actas o cuentas de cobro en la 
fecha en que sean presentadas por el contratista, procederán a corregirlas o ajustarlas 
oficiosamente si a ello hubiere lugar y, si esto no fuere posible, las devolverán a la mayor 
brevedad explicando por escrito los motivos en que se fundamente tal determinación . 
 
18. La declaratoria de desierta de la licitación o concurso únicamente procederá por motivos o 
causas que impidan la escogencia objetiva y se declarará en acto administrativo en el que se 
señalarán en forma expresa y detallada las razones que han conducido a esa decisión. 
 
19. El contratista prestará garantía única que avalará el cumplimiento de las obligaciones 
surgidas del contrato, la cual se mantendrá vigente durante su vida y liquidación y se ajustará 
a los límites, existencia y extensión del riesgo amparado. Igualmente, los proponentes 
prestarán garantía de seriedad de los ofrecimientos hechos. 
 
Las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de seguros legalmente 
autorizadas para funcionar en Colombia o en garantías bancarias. 
 



La garantía se entenderá vigente hasta la liquidación del contrato garantizado y la 
prolongación de sus efectos y, tratándose de pólizas, no expirará por falta de pago de la 
prima o por revocatoria unilateral. 
 
Las garantías no serán obligatorias en los contratos de empréstito, interadministrativos y en 
los de seguros. 
 
Las entidades estatales podrán exonerar a las organizaciones cooperativas nacionales de 
trabajo asociado legalmente constituidas del otorgamiento de garantías en los contratos que 
celebren con ellas, siempre y cuando el objeto, cuantía y modalidad de los mismos, así como 
las características específicas de la organización de que se trate, lo justifiquen. La decisión en 
este sentido se adoptará mediante resolución motivada. 
 
20. Los fondos destinados a la cancelación de obligaciones derivadas de contratos estatales 
podrán ser entregados en administración fiduciaria o bajo cualquier otra forma de manejo 
que permita la obtención de beneficios y ventajas financieras y el pago oportuno de lo 
adeudado. 
 
ARTICULO 26. DEL PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD. En virtud de este principio: 
 
1o. Los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la 
contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de 
la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del 
contrato. 
 
2o. Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y 
deberán indemnizar los daños que se causen por razón de ellas. 
 
3o. Las entidades y los servidores públicos, responderán cuando hubieren abierto licitaciones 
o concursos sin haber elaborado previamente los correspondientes pliegos de condiciones, 
términos de referencia, diseños, estudios, planos y evaluaciones que fueren necesarios, o 
cuando los pliegos de condiciones o términos de referencia hayan sido elaborados en forma 
incompleta, ambigua o confusa que conduzcan a interpretaciones o decisiones de carácter 
subjetivo por parte de aquellos. 
 
4o. Las actuaciones de los servidores públicos estarán presididas por las reglas sobre 
administración de bienes ajenos y por los mandatos y postulados que gobiernan una 
conducta ajustada a la ética y a la justicia. 
 
5o. La responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual y la de los 
procesos de selección será del j efe o representante de la entidad estatal quien no podrá 
trasladarla a las juntas o consejos directivos de la entidad, ni a las corporaciones de elección 
popular, a los comités asesores, ni a los organismos de control y vigilancia de la misma. 
 



6o. Los contratistas responderán cuando formulen propuestas en las que se fijen condiciones 
económicas y de contratación artificialmente bajas con el propósito de obtener la adjudicación 
del contrato. 
 
7o. Los contratistas responderán por haber ocultado al contratar, inhabilidades, 
incompatibilidades o prohibiciones, o por haber suministrado información falsa. 
 
8o. Los contratistas responderán y la entidad velará por la buena calidad del objeto 
contratado. 
 
ARTICULO 27. DE LA ECUACION CONTRACTUAL. En los contratos estatales se mantendrá la 
igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de 
contratar, según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables 
a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas 
necesarias para su restablecimiento. 
 
Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantía, 
condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e 
intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la 
apropiación de que trata el numeral 14 del artículo 25. En todo caso, las entidades deberán 
adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos 
al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate. 
 
ARTICULO 28. DE LA INTERPRETACION DE LAS REGLAS CONTRACTUALES. En la 
interpretación de las normas sobre contratos estatales, relativas a procedimientos de 
selección y escogencia de contratistas y en la de las cláusulas y estipulaciones de los 
contratos, se tendrá en consideración los fines y los principios de que trata esta ley, los 
mandatos de la buena fe y la igualdad y equilibrio entre prestaciones y derechos que 
caracteriza a los contratos conmutativos. 
 
ARTICULO 29. DEL DEBER DE SELECCION OBJETIVA. La selección de contratistas será 
objetiva. 
 
Es objetiva la selección en la cual la escogencia se hace al ofrecimiento más favorable a la 
entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés 
y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. 
 
Ofrecimiento más favorable es aquel que, teniendo en cuenta los factores de escogencia, 
tales como cumplimiento, experiencia, organización, equipos, plazo, precio y la ponderación 
precisa, detallada y concreta de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o 
términos de referencia o en el análisis previo a la suscripción del contrato, si se trata de 
contratación directa, resulta ser el más ventajoso para la entidad, sin que la favorabilidad la 
constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos documentos, sólo alguno de ellos, 
el más bajo precio o el plazo ofrecido. El menor plazo que se ofrezca inferior al solicitado en 
los pliegos, no será objeto de evaluación . 
 



El administrador efectuará las comparaciones del caso mediante el cotejo de los diferentes 
ofrecimientos recibidos, la consulta de precios o condiciones del mercado y los estudios y 
deducciones de la entidad o de los organismos consultores o asesores designados para ello. 
 
En caso de comparación de propuestas nacionales y extranjeras, se incluirán los costos 
necesarios para la entrega del producto terminado en el lugar de su utilización. 
 
ARTICULO 30. DE LA ESTRUCTURA DE LOS PROCEDIMIENTOS DE SELECCION. La licitación o 
concurso se efectuará conforme a las siguientes reglas: 
 
1o. El jefe o representante de la entidad estatal ordenará su apertura por medio de acto 
administrativo motivado. 
 
De conformidad con lo previsto en el numeral 12 del artículo 25 de esta ley, la resolución de 
apertura debe estar precedida de un estudio realizado por la entidad respectiva en el cual se 
analice la conveniencia y oportunidad del contrato y su adecuación a los planes de inversión, 
de adquisición o compras, presupuesto y ley de apropiaciones, según el caso. Cuando sea 
necesario, el estudio deberá estar acompañado, además, de los diseños, planos y 
evaluaciones de prefactibilidad o factibilidad. 
 
2o. La entidad interesada elaborará los correspondientes pliegos de condiciones o términos 
de referencia, de conformidad con lo previsto en el numeral 5o. del artículo 24 de esta ley, en 
los cuales se detallarán especialmente los aspectos relativos al objeto del contrato, su 
regulación jurídica, los derechos y obligaciones de las partes, la determinación y ponderación 
de los factores objetivos de selección y todas las demás circunstancias de tiempo, modo y 
lugar que se consideren necesarias para garantizar reglas objetivas, claras y completas. 
 
3o. Dentro de los diez (10) a veinte (20) días calendario anteriores a la apertura de la 
licitación o concurso se publicaran hasta tres (3) avisos con intervalos entre dos (2) y cinco 
(5) días calendario, según lo exija la naturaleza, objeto y cuantía del contrato, en diarios de 
amplia circulación en el territorio de jurisdicción de la entidad o, a falta de estos, en otros 
medios de comunicación social que posean la misma difusión. 
 
En defecto de dichos medios de comunicación, en los pequeños poblados, de acuerdo con los 
criterios que disponga el reglamento, se leerán por bando y se fijarán por avisos en los 
principales lugares públicos por el término de siete (7) días calendario, entre los cuales 
deberá incluir uno de los días de mercado en la respectiva población. 
 
Los avisos contendrán información sobre el objeto y características esenciales de la respectiva 
licitación o concurso. 
 
4o. Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al inicio del plazo para la presentación de 
propuestas y a solicitud de cualquiera de las personas que retiraron pliegos de condiciones o 
términos de referencia, se celebrará una audiencia con el objeto de precisar el contenido y 
alcance de los mencionados documentos y de oír a los interesados, de lo cual se levantará un 
acta suscrita por los intervinientes . 



 
Como resultado de lo debatido en la audiencia y cuando resulte conveniente, el jefe o 
representante de la entidad expedirá las modificaciones pertinentes a dichos documentos y 
prorrogará, si fuere necesario, el plazo de la licitación o concurso hasta por seis (6) días 
hábiles . 
 
Lo anterior no impide que dentro del plazo de la licitación o concurso, cualquier interesado 
pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad contratante responderá mediante 
comunicación escrita, copia de la cual enviará a todos y cada una de las personas que 
retiraron pliegos o términos de referencia. 
 
5o. El plazo de la licitación o concurso, entendido como el término que debe transcurrir entre 
la fecha a partir de la cual se pueden presentar propuestas y la de su cierre, se señalará en 
los pliegos de condiciones o términos de referencia, de acuerdo con la naturaleza, objeto y 
cuantía del contrato. 
 
Cuando lo estime conveniente la entidad interesada o cuando lo soliciten las dos terceras 
partes de las personas que hayan retirado pliegos de condiciones o términos de referencia, 
dicho plazo se podrá prorrogar, antes de su vencimiento, por un término no superior a la 
mitad del inicialmente fijado. 
 
6o. Las propuestas deben referirse y sujetarse a todos y cada uno de los puntos contenidos 
en el pliego de condiciones o términos de referencia. Los proponentes pueden presentar 
alternativas y excepciones técnicas o económicas siempre y cuando ellas no signifiquen 
condicionamientos para la adjudicación. 
 
7o. De acuerdo con la naturaleza, objeto y cuantía del contrato, en los pliegos de condiciones 
o términos de referencia, se señalará el plazo razonable dentro del cual la entidad deberá 
elaborar los estudios técnicos, económicos y jurídicos necesarios para la evaluación de las 
propuestas y para solicitar a los proponentes las aclaraciones y explicaciones que se estimen 
indispensables. 
 
8o. Los informes de evaluación de las propuestas permanecerán en la secretaría de la entidad 
por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten las observaciones 
que estimen pertinentes. En ejercicio de esta facultad, los oferentes no podrán completar, 
adicionar, modificar o mejorar sus propuestas. 
 
9o. Los plazos para efectuar la adjudicación y para la firma del contrato se señalarán en los 
pliegos de condiciones o términos de referencia, teniendo en cuenta su naturaleza, objeto y 
cuantía. 
 
El jefe o representante de la entidad podrá prorrogar dichos plazos antes de su vencimiento y 
por un término total no mayor a la mitad del inicialmente fijado, siempre que las necesidades 
de la administración así lo exijan. 
 



Dentro del mismo término de adjudicación, podrá declararse desierta la licitación o concurso 
conforme a lo previsto en este estatuto. 
 
10. En el evento previsto en el artículo 273 de la Constitución Política, la adjudicación se hará 
en audiencia pública. En dicha audiencia participaran el jefe de la entidad o la persona en 
quien, conforme a la ley, se haya delegado la facultad de adjudicar y, además, podrán 
intervenir en ella los servidores públicos que hayan elaborado los estudios y evaluaciones, los 
proponentes y las demás personas que deseen asistir. 
 
De la audiencia se levantará un acta en la que se dejará constancia de las deliberaciones y 
decisiones que en el desarrollo de la misma se hubieren producido. 
 
11. El acto de adjudicación se hará mediante resolución motivada que se notificará 
personalmente al proponente favorecido en la forma y términos establecidos para los actos 
administrativos y, en el evento de no haberse realizado en audiencia pública, se comunicará a 
los no favorecidos dentro de los cinco (5) días calendario siguientes. 
 
El acto de adjudicación es irrevocable y obliga la entidad al adjudicatario. 
 
12. Si el adjudicatario no suscribe el contrato correspondiente dentro del término que se haya 
señalado, quedará a favor de la entidad contratante, en calidad de sanción, el valor del 
depósito o garantía constituidos para responder por la seriedad de la propuesta, sin 
menoscabo de las acciones legales conducentes al reconocimiento de perjuicios causados y 
no cubiertos por el valor de los citados depósito o garantía. 
 
En este evento, la entidad estatal mediante acto administrativo debidamente motivado, podrá 
contrato, dentro de los quince (15) días siguientes, al proponente calificado en segundo 
lugar, siempre y cuando su propuesta sea igualmente favorable para la entidad. 
 
PARAGRAFO. Para los efectos de la presente ley se entiende por licitación pública el 
procedimiento mediante el cual la entidad estatal formula públicamente una convocatoria 
para que, en igualdad de oportunidades, los interesados presenten sus ofertas y seleccione 
entre ellas la más favorable. Cuando el objeto del contrato consista en estudios o trabajos 
técnicos, intelectuales o especializados, el proceso de selección se llamará concurso y se 
efectuará también mediante invitación pública. 
 
ARTICULO 31. DE LA PUBLICACION DE LOS ACTOS Y SENTENCIAS SANCIONATORIAS. La 
parte resolutiva de los actos sancionatorios, una vez ejecutoriados, se publicará por dos (2) 
veces en medios de comunicación social escrita con amplia circulación en el territorio de 
jurisdicción de la entidad estatal respectiva y se comunicará a la cámara de comercio en que 
se encuentre inscrito el contratista sancionado. También se publicará en el Diario Oficial y se 
comunicarán a la Procuraduría General de la Nación. 
 
Ante la ausencia de estos medios de comunicación se anunciará por bando público en dos (2) 
días de mercado diferentes. 
 



La publicación a que se refiere el presente artículo correrá a cargo del sancionado. Si este no 
cumple con tal obligación, la misma se hará por parte de la entidad estatal, la cual repetirá 
contra el obligado. 
 

III. DEL CONTRATO ESTATAL 
 
ARTICULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES. Son contratos estatales todos los actos 
jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente 
estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del 
ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a 
continuación: 
 
1o. Contrato de obra. 
 
Son contratos de obra los que celebren las entidades estatales para la construcción, 
mantenimiento, instalación y, en general, para la realización de cualquier otro trabajo material 
sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y pago.  
 
En los contratos de obra que hayan sido celebrados como resultado de un proceso de 
licitación o concurso públicos, la interventoría deberá ser contratada con una persona 
independiente de la entidad contratante y del contratista, quien responderá por los hechos y 
omisiones que le fueren imputables en los términos previstos en el artículo 53 del presente 
estatuto. 
 
2o. Contrato de Consultoría 
 
Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los estudios 
necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, 
prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías 
técnicas de coordinación, control y supervisión. 
 
Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, 
gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, 
anteproyectos y proyectos. 
 
Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio para el 
interventor entregar por escrito sus ordenes o sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro 
de los términos del respectivo contrato. 
 
3o. Contrato de prestación de servicios 
 
Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para 
desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. 
Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no 
puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. 
 



En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se 
celebrarán por el término estrictamente indispensable. 
 
4o. Contrato de concesión 
 
Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar 
a una persona llamada concesionario la prestación, operación, explotación, organización o 
gestión, total o parcial, de un servicio público, o la construcción, explotación o conservación 
total o parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso público, así como todas 
aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o 
servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad 
concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, 
valorización, o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o en una suma 
periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra modalidad de contraprestación 
que las partes acuerden.  
 
5o. Encargos Fiduciarios y Fiducia Pública. 
 
Las entidades estatales sólo podrán celebrar contratos de fiducia pública, cuando así lo 
autorice la ley, la Asamblea Departamental o el Concejo Municipal, según el caso. 
 
Los encargos fiduciarios que celebren las entidades estatales con las sociedades fiduciarias 
autorizadas por la Superintendencia Bancaria, tendrán por objeto la administración o el 
manejo de los recursos vinculados a los contratos que tales entidades celebren. Lo anterior 
sin perjuicio de lo previsto en el numeral 20 del artículo 25 de esta ley. 
 
Los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia pública sólo podrán celebrarse por las 
entidades estatales con estricta sujeción a lo dispuesto en el presente estatuto, únicamente 
para objetos y con plazos precisamente determinados En ningún caso las entidades públicas 
fideicomitentes podrán delegar en las sociedades fiduciarias la adjudicación de los contratos 
que se celebren en desarrollo del encargo o de la fiducia pública, ni pactar su remuneración 
con cargo a los rendimientos del fideicomiso, salvo que éstos se encuentren presupuestados. 
 
Los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia mercantil que a la fecha de promulgación 
de ésta ley hayan sido suscritos por las entidades estatales, continuarán vigentes en los 
términos convenidos con las sociedades fiduciarias. 
 
La selección de la sociedad fiduciaria a contratar, sea pública o privada, se hará con rigurosa 
observancia del procedimiento de licitación o concurso previsto en esta ley. 
 
Los actos y contratos que se realicen en desarrollo de un contrato de fiducia pública o 
encargo fiduciario cumplirán estrictamente con las normas previstas en este estatuto, así 
como con las disposiciones fiscales, presupuestales, de interventoría y de control a las cuales 
esté sujeta la entidad estatal fideicomitente. 
 



Sin perjuicio de la inspección y vigilancia que sobre las sociedades fiduciarias corresponde 
ejercer a la Superintendencia Bancaria y del control posterior que deben realizar la Contraloría 
General de la República y las Contralorías Departamentales, Distritales y Municipales sobre la 
administración de los recursos públicos por tales sociedades, las entidades estatales ejercerán 
un control sobre la actuación de la sociedad fiduciaria en desarrollo de los encargos 
fiduciarios o contratos de fiducia, de acuerdo con la Constitución Política y las normas 
vigentes sobre la materia. 
 
La fiducia que se autoriza para el sector público en esta ley, nunca implicará transferencia de 
dominio sobre bienes o recursos estatales, ni constituirá patrimonio autónomo del propio de 
la respectiva entidad oficial, sin perjuicio de las responsabilidades propias del ordenador del 
gasto. A la fiducia pública le serán aplicables las normas del Código de Comercio sobre fiducia 
mercantil, en cuanto sean compatibles con lo dispuesto en esta ley. 
 
So pena de nulidad no podrán celebrarse contratos de fiducia o subcontratos en 
contravención del artículo 355 de la Constitución Política. Si tal evento se diese, la entidad 
fideicomitente deberá repetir contra la persona, natural o jurídica, adjudicataria del respectivo 
contrato. 
 
PARAGRAFO 1o. Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley sobre fiducia y encargo fiduciario, 
los contratos que celebren los establecimientos de crédito, las compañías de seguros y las 
demás entidades financieras de carácter estatal, que correspondan al giro ordinario de las 
actividades propias de su objeto social, no estarán sujetos a las disposiciones del presente 
estatuto y se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a dichas 
actividades. 
 
PARAGRAFO 2o. Las personas interesadas en celebrar contratos de concesión para la 
construcción de una obra pública, podrán presentar oferta en tal sentido a la respectiva 
entidad estatal en la que se incluirá, como mínimo, la descripción de la obra, su 
prefactibilidad técnica y financiera y la evaluación de su impacto ambiental. Presentada la 
oferta, la entidad estatal destinataria de la misma la estudiará en el término máximo de tres 
(3) meses y si encuentra que el proyecto no es viable así se lo comunicará por escrito al 
interesado. En caso contrario, expedirá una resolución mediante la cual ordenará la apertura 
de la licitación, previo cumplimiento de lo previsto en los numerales 2o. y 3o. del artículo 30 
de esta ley. 
 
Cuando además de la propuesta del oferente inicial, se presente como mínimo una propuesta 
alternativa, la entidad estatal dará cumplimiento al procedimiento de selección objetiva 
previsto en el citado artículo 30. 
 
Si dentro del plazo de la licitación no se presenta otra propuesta, la entidad estatal adjudicará 
el contrato al oferente inicial en el término señalado en el respectivo pliego, siempre que 
cumpla plenamente con los requisitos exigidos en el mismo. 
 
Los proponentes podrán presentar diversas posibilidades de asociación con otra u otras 
personas naturales o jurídicas cuyo concurso consideren indispensable para la cabal ejecución 



del contrato de concesión en sus diferentes aspectos. Para el efecto, indicarán con precisión 
si pretenden organizarse como consorcio, unión temporal, sociedad o bajo cualquier otra 
modalidad de asociación que consideren conveniente. En estos casos deberán adjuntar a la 
propuesta un documento en el que los interesados expresen claramente su intención de 
formar parte de la asociación propuesta. Así mismo deberán presentar los documentos que 
acrediten los requisitos exigidos por la entidad estatal en el pliego de condiciones.  
 
Cuando se proponga constituir sociedades para los fines indicados en este parágrafo, el 
documento de intención consistirá en una promesa de contrato de sociedad cuyo 
perfeccionamiento se sujetará a la condición de que el contrato se le adjudique. Una vez 
expedida la resolución de adjudicación y constituida en legal forma la sociedad de que se 
trate, el contrato de concesión se celebrará con su representante legal. 
 
ARTICULO 33. DE LA CONCESION DE LOS SERVICIOS Y DE LAS ACTIVIDADES DE 
TELECOMUNICACIONES. Se entiende por actividad de telecomunicaciones el establecimiento 
de una red de telecomunicaciones, para uso particular y exclusivo, a fin de satisfacer 
necesidades privadas de telecomunicaciones, y sin conexión a las redes conmutadas del 
Estado o a otras redes privadas de telecomunicaciones. Para todos los efectos legales las 
actividades de telecomunicaciones se asimilan a servicios privados. 
 
Se entiende por servicios de telecomunicaciones aquellos que son prestados por personas 
jurídicas, públicas o privadas, debidamente constituidas en Colombia, con o sin ánimo de 
lucro, con el fin de satisfacer necesidades específicas de telecomunicaciones a terceros, 
dentro del territorio nacional o en conexión con el exterior. 
 
Para efectos de la presente ley, la clasificación de servicios públicos y de las actividades de 
telecomunicaciones será la establecida en el decreto-ley 1900 de 1990 o en las demás 
normas que lo aclaren, modifiquen o deroguen.  
 
Los servicios y las actividades de telecomunicación serán prestados mediante concesión 
otorgada por contratación directa o a través de licencias por las entidades competentes, de 
acuerdo con lo dispuesto en el decreto-ley 1900 de 1990 o en las normas que lo sustituyan, 
modifiquen o adicionen. 
 
Las calidades de las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, y los requisitos y 
condiciones, jurídicos y técnicos, que deben cumplir los concesionarios de los servicios y 
actividades de telecomunicaciones, serán los previstos en las normas y estatutos de 
telecomunicaciones vigentes. 
 
PARAGRAFO. Los procedimientos, contratos, modalidades de asociación y adjudicación de 
servicios de telecomunicaciones de que trata la ley 37 de 1.993, continuarán rigiéndose por lo 
previsto en dicha ley y en las disposiciones que la desarrollen o complementen. Los servicios 
de televisión se concederán mediante contrato, de conformidad con las normas legales y 
disposiciones especiales sobre la materia. 
 



ARTICULO 34. DE LA CONCESION DEL SERVICIO DE TELEFONIA DE LARGA DISTANCIA 
NACIONAL E INTERNACIONAL. La concesión para la prestación de los servicios de telefonía 
básica fija conmutada de larga distancia nacional e internacional, se otorgará conforme a lo 
dispuesto por el Decreto 2122 de 1992. 
 
ARTICULO 35. DE LA RADIODIFUSION SONORA. Los concesionarios de los servicios de 
radiodifusión sonora, podrán ser personas naturales o jurídicas, cuya selección se hará por el 
procedimiento objetivo previsto en esta ley, de acuerdo con las prioridades establecidas en el 
Plan General de Radiodifusión que expida el Gobierno Nacional. 
 
El servicio de radiodifusión sonora sólo podrá concederse a nacionales colombianos o a 
personas jurídicas debidamente constituidas en Colombia. 
 
En las licencias para la prestación del servicio de radiodifusión sonora, se entenderá 
incorporada la reserva de utilización de los canales de radiodifusión, al menos por dos (2) 
horas diarias, para realizar programas de educación a distancia o difusión de comunicaciones 
oficiosas de carácter judicial. 
 
PARAGRAFO 1o. El servicio comunitario de radiodifusión sonora, será considerado como 
actividad de telecomunicaciones y otorgado directamente mediante licencia, previo 
cumplimiento de los requisitos y condiciones jurídicas, sociales y técnicas que disponga el 
Gobierno Nacional. 
 
PARAGRAFO 2o. En consonancia con lo dispuesto en el artículo 75 de la Constitución Política, 
en los procedimientos relativos a la concesión de los servicios de radiodifusión sonora, la 
adjudicación se hará al proponente que no sea concesionario de tales servicios en la misma 
banda y en el mismo espacio geográfico en el que, conforme a los respectivos pliegos, vaya a 
funcionar la emisora, siempre que reúna los requisitos y condiciones jurídicas, económicas y 
técnicas exigidas. Cualquiera de los proponentes podrá denunciar ante la entidad concedente 
y ante las demás autoridades competentes, los hechos o acciones a través de los cuales se 
pretenda desconocer el espíritu de esta norma. 
 
ARTICULO 36. DE LA DURACION Y PRORROGA DE LA CONCESION. El término de duración de 
las concesiones para la prestación de los servicios y actividades de telecomunicaciones, no 
podrá exceder de diez (10) años, prorrogable automáticamente por un lapso igual. Dentro del 
año siguiente a la prórroga automática, se procederá a la formalización de la concesión. 
 
PARAGRAFO. Los contratos vigentes para la prestación del servicio de radio difusión sonora, 
quedan prorrogados automáticamente por el término para el cual fueron otorgados, siempre 
y cuando no exceda el lapso de diez (10) años. 
 
ARTICULO 37. DEL REGIMEN DE CONCESIONES Y LICENCIAS DE LOS SERVICIOS POSTALES. 
Los servicios postales comprenden la prestación de los servicios de correo y del servicio de 
mensajería especializada. 
 



Se entiende por servicio de correo la prestación de los servicios de giros postales y 
telegráficos, así como el recibo, clasificación y entrega de envíos de correspondencia y otros 
objetos postales, transportados vía superficie y aérea, dentro del territorio nacional. El 
servicio de correo internacional se prestará de acuerdo con los convenios y acuerdos 
internacionales suscritos con la Unión Postal Universal y los países miembros. 
 
Se entiende por servicio de mensajería especializada, la clase de servicio postal prestado con 
independencia a las redes postales oficiales del correo nacional e internacional, que exige la 
aplicación y adopción de características especiales para la recepción, recolección y entrega 
personalizada de los objetos transportados, vía superficie y aérea, en el ámbito nacional y en 
conexión con el exterior. 
 
El Gobierno Nacional reglamentará las calidades, condiciones y requisitos que deben reunir 
las personas naturales y jurídicas para la prestación de los servicios postales. Igualmente 
fijará los derechos, tasas y tarifas, que regularán las concesiones y licencias para la 
prestación de los servicios postales. 
 
PARAGRAFO 1o. La prestación de los servicios de correos se concederá mediante contrato, a 
través del procedimiento de selección objetiva de que trata la presente ley. 
 
La prestación del servicio de mensajería especializada se concederá directamente mediante 
licencia. 
 
PARAGRAFO 2o. El término de duración de las concesiones para la prestación de los servicios 
postales, no podrá exceder de cinco (5) años, pero podrá ser prorrogado antes de su 
vencimiento por igual término. 
 
ARTICULO 38. DEL REGIMEN ESPECIAL PARA LAS ENTIDADES ESTATALES QUE PRESTAN EL 
SERVICIO DE TELECOMUNICACIONES. Las entidades estatales que tengan por objeto la 
prestación de servicios y actividades de telecomunicaciones, en los contratos que celebren 
para la adquisición y suministro de equipos, construcción, instalación y mantenimiento de 
redes y de los sitios donde se ubiquen, no estarán sujetos a los procedimientos de selección 
previstos en esta ley. 
 
Los estatutos internos de estas entidades determinarán las cláusulas excepcionales que 
podrán pactar en los contratos, de acuerdo con la naturaleza propia de cada uno de ellos, así 
como los procedimientos y las cuantías a los cuales deben sujetarse para su celebración. 
 
Los procedimientos que en cumplimiento de lo previsto en este artículo adopten las 
mencionadas entidades estatales, deberán desarrollar los principios de selección objetiva, 
transparencia, economía y responsabilidad establecidos en esta ley. 
 
ARTICULO 39. DE LA FORMA DEL CONTRATO ESTATAL. Los contratos que celebren las 
entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con 
excepción de aquellos que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y 



servidumbres sobre bienes inmuebles y, en general, aquellos que conforme a las normas 
legales vigentes deban cumplir con dicha formalidad. 
   
Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, inmutabilidad 
y seguridad de los originales de los contratos estatales. 
 
PARAGRAFO. No habrá lugar a la celebración de contrato con las formalidades plenas cuando 
se trate de contratos cuyos valores correspondan a los que a continuación se relacionan, 
determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las que se aplica la 
presente ley, expresados en salarios mínimos legales mensuales. 
 
Para las entidades que tengan un presupuesto anual igual o superior a 6.000.000 de salarios 
mínimos legales mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 2.500 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual o superior a 
4.000.000 de salarios mínimos legales mensuales e inferior a 6.000.000 de salarios mínimos 
legales mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 1.000 salarios mínimos 
legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual o superior a 2.000.000 de 
salarios mínimos legales mensuales e inferior a 4.000.000 de salarios mínimos legales 
mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 300 salarios mínimos legales 
mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual o superior a 1.000.000 de salarios 
mínimos legales mensuales e inferior a 2.000.000 de salarios mínimos legales mensuales 
cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 50 salarios mínimos legales mensuales; las 
que tengan un presupuesto anual igual o superior a 500.000 e inferior a 1.000.000 de 
salarios mínimos legales mensuales, cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 40 
salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual igual o superior a 
250.000 e inferior a 500.000 salarios mínimos legales mensuales, cuando el valor del contrato 
sea igual o inferior a 30 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto 
anual igual o superior a 120.000 e inferior a 250.000 salarios mínimos legales mensuales, 
cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 20 salarios mínimos legales mensuales y las 
que tengan un presupuesto anual inferior a 120.000 salarios mínimos legales mensuales, 
cuando el valor del contrato sea igual o inferior a 15 salarios mínimos legales mensuales. 
 
En estos casos, las obras, trabajos, bienes o servicios objeto del contrato, deben ser 
ordenados previamente y por escrito por el jefe o representante legal de la entidad, o por el 
funcionario en quien hubiese delegado la ordenación del gasto. 
 
ARTICULO 40. DEL CONTENIDO DEL CONTRATO ESTATAL. Las estipulaciones de los 
contratos serán las que de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta 
ley, correspondan a su esencia y naturaleza. 
 
Las entidades podrán celebrar los contratos y acuerdos que permitan la autonomía de la 
voluntad y requieran el cumplimiento de los fines estatales. 
 
En los contratos que celebren las entidades estatales podrán incluirse las modalidades, 
condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las partes consideren necesarias 



y convenientes, siempre que no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público y a 
los principios y finalidades de esta ley y a los de la buena administración. 
 
En los contratos de empréstito o cualquier otra forma de financiación de organismos 
multilaterales, podrán incluirse las previsiones y particularidades contempladas en los 
reglamentos de tales entidades, que no sean contrarias a la Constitución o a la ley. 
 
PARAGRAFO . En Los contratos que celebren las entidades estatales se podrá pactar el pago 
anticipado y la entrega de anticipos, pero su monto no podrá exceder del cincuenta por ciento 
(50%) del valor del respectivo contrato. 
 
Los contratos no podrán adicionarse en más del cincuenta por ciento (50%) de su valor 
inicial, expresado éste en salarios mínimos legales mensuales. 
 
ARTICULO 41. DEL PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO. Los contratos del Estado se 
perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a 
escrito. 
 
Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la existencia de las 
disponibilidades presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con 
recursos de vigencias fiscales futuras de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del 
presupuesto. 
 
Los contratos estatales son intuito personae y, en consecuencia, una vez celebrados no 
podrán cederse sin previa autorización escrita de la entidad contratante. 
 
En caso de situaciones de urgencia manifiesta a que se refiere el artículo 42 de esta ley que 
no permitan la suscripción de contrato escrito, se prescindirá de éste y aún del acuerdo 
acerca de la remuneración, no obstante deberá dejarse constancia escrita de la autorización 
impartida por la entidad estatal contratante.  
 
A falta de acuerdo previo sobre la remuneración de que trata el inciso anterior, la 
contraprestación económica se acordará con posterioridad al inicio de la ejecución de lo 
contratado. Si no se lograre el acuerdo, la contraprestación será determinada por el 
justiprecio objetivo de la entidad u organismo respectivo que tenga el carácter de cuerpo 
consultivo del Gobierno y, a falta de éste, por un perito designado por las partes. 
 
PARAGRAFO 1o. Para efectos de lo establecido en el presente artículo, la autoridad 
administrativa directamente realizará los ajustes o modificaciones presupuestales a que haya 
lugar de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. 
 
PARAGRAFO 2o. OPERACIONES DE CREDITO PUBLICO. Sin perjuicio de lo previsto en leyes 
especiales, para efectos de la presente ley se consideran operaciones de crédito público las 
que tienen por objeto dotar a la entidad de recursos con plazo para su pago, entre las que se 
encuentran la contratación de empréstitos, la emisión, suscripción y colocación de bonos y 



títulos valores, los créditos de proveedores y el otorgamiento de garantías para obligaciones 
de pago a cargo de las entidades estatales. 
 
Así mismo, las entidades estatales podrán celebrar las operaciones propias para el manejo de 
la deuda, tales como la refinanciación, reestructuración, renegociación, reordenamiento, 
conversión, sustitución, compra y venta de deuda pública, acuerdos de pago, cobertura de 
riesgos, las que tengan por objeto reducir el valor de la deuda o mejorar su perfil, así como 
las de capitalización con ventas de activos, titularización y aquellas operaciones de similar 
naturaleza que en el futuro se desarrollen. Para efectos del desarrollo de procesos de 
titularización de activos e inversiones se podrán constituir patrimonios autónomos con 
entidades sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria, lo mismo que cuando 
estén destinados al pago de pasivos laborales. 
 
Cuando las operaciones señaladas en el inciso anterior se refieran a operaciones de crédito 
público externo o asimiladas, se requerirá autorización previa del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, que podrá otorgarse en forma general o individual, dependiendo de la 
cuantía y modalidad de la operación. 
 
Para la gestión y celebración de toda operación de crédito externo y operaciones asimiladas a 
éstas de las entidades estatales y para las operaciones de crédito público interno y 
operaciones asimiladas a estas por parte de la Nación y sus entidades descentralizadas, así 
como para el otorgamiento de la garantía de la Nación se requerirá la autorización del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, previos los conceptos favorables del CONPES y del 
Departamento Nacional de Planeación. 
 
El Gobierno Nacional, mediante decreto reglamentario que expedirá a más tardar el 31 de 
diciembre de 1993, con base en la cuantía y modalidad de las operaciones, su incidencia en el 
manejo ordenado de la economía y en los principios orgánicos de este Estatuto de 
Contratación, podrá determinar los casos en que no se requieran los conceptos mencionados, 
así como impartir autorizaciones de carácter general para dichas operaciones. En todo caso, 
las operaciones de crédito público externo de la Nación y las garantizadas por ésta, con plazo 
mayor de un año, requerirán concepto previo de la Comisión Interparlamentaria de Crédito 
Público. 
 
Las operaciones de crédito público interno de las entidades territoriales y sus descentralizadas 
se regularán por las disposiciones contenidas en los Decretos 1222 y 1333 de 1986, que 
continúan vigentes, salvo lo previsto en forma expresa en esta Ley. En todo caso, con 
antelación al desembolso de los recursos provenientes de estas operaciones, éstas deberán 
registrarse en la Dirección General de Crédito Público del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. 
 
De conformidad con las condiciones generales que establezca la autoridad monetaria, la 
emisión, suscripción y colocación de títulos de deuda pública interna de las entidades 
territoriales y sus descentralizadas requerirá autorización previa del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y concepto previo favorable de los organismos departamentales o distritales 
de planeación, según el caso. Cada uno de los conceptos y autorizaciones requeridos deberá 



producirse dentro del término de dos meses, contados a partir de la fecha en que los 
organismos que deban expedirlos reciban la documentación requerida en forma completa. 
Transcurrido este término para cada organismo, se entenderá otorgado el concepto o 
autorización respectiva. 
 
En ningún caso se otorgará la garantía de la Nación a las operaciones de crédito público 
interno de las entidades territoriales y sus entidades descentralizadas, ni a operaciones de 
particulares. 
 
Las operaciones a que se refiere el presente artículo y las conexas con éstas se contratarán 
en forma directa. Su publicación, si a ello hubiere lugar, se cumplirá en el Diario Oficial 
cuando se trate de operaciones de la Nación y sus entidades descentralizadas. Para 
operaciones de la Nación este requisito se entenderá cumplido en la fecha de la orden de 
publicación impartida por el Director General de Crédito Público del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público; en las entidades descentralizadas del orden nacional en la fecha del pago de 
los derechos correspondientes por parte de la entidad contratante. 
 
Salvo lo que determine el Consejo de Ministros, queda prohibida cualquier estipulación que 
obligue a la entidad estatal prestataria a adoptar medidas en materia de precios, tarifas y en 
general, el compromiso de asumir decisiones o actuaciones sobre asuntos de su exclusiva 
competencia, en virtud de su carácter público. Así mismo, en los contratos de garantía la 
Nación sólo podrá garantizar obligaciones de pago. 
 
Las operaciones a que se refiere este artículo y que se celebren para ser ejecutadas en el 
exterior se someterán a la jurisdicción que se pacte en los contratos. 
 
PARAGRAFO 3o. Salvo lo previsto en el parágrafo anterior, perfeccionado el contrato, se 
solicitará su publicación en el Diario Oficial o Gaceta Oficial correspondiente a la respectiva 
entidad territorial, o a falta de dicho medio, por algún mecanismo determinado en forma 
general por la autoridad administrativa territorial, que permita a los habitantes conocer su 
contenido. Cuando se utilice un medio de divulgación oficial, éste requisito se entiende 
cumplido con el pago de los derechos correspondientes. 
 
ARTICULO 42. DE LA URGENCIA MANIFIESTA. Existe urgencia manifiesta cuando la 
continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la 
ejecución de obras en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con 
los estados de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas 
con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden 
actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares que 
imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concurso públicos. 
 
La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado. 
 
PARAGRAFO. Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia 
manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro del 
presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente. 



 
ARTICULO 43. DEL CONTROL DE LA CONTRATACION DE URGENCIA. Inmediatamente 
después de celebrados los contratos originados en la urgencia manifiesta, éstos y el acto 
administrativo que la declaró, junto con el expediente contentivo de los antecedentes 
administrativos, de la actuación y de las pruebas de los hechos, se enviará al funcionario u 
organismo que ejerza el control fiscal en la respectiva entidad, el cual deberá pronunciarse 
dentro de los dos (2) meses siguientes sobre los hechos y circunstancias que determinaron 
tal declaración. Si fuere procedente, dicho funcionario u organismo solicitará al jefe inmediato 
del servidor público que celebró los referidos contratos o a la autoridad competente, según el 
caso, la iniciación de la correspondiente investigación disciplinaria y dispondrá el envío del 
asunto a los funcionarios competentes para el conocimiento de las otras acciones. El uso 
indebido de la contratación de urgencia será causal de mala conducta. 
 
Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros mecanismos de control que 
señale el reglamento para garantizar la adecuada y correcta utilización de la contratación de 
urgencia. 
 

IV. DE LA NULIDAD DE LOS CONTRATOS 
 
ARTICULO 44. DE LAS CAUSALES DE NULIDAD ABSOLUTA. Los contratos del Estado son 
absolutamente nulos en los casos previstos en el derecho común y además cuando:  
 
1o. Se celebren con personas incursas en causales de inhabilidad o incompatibilidad previstas 
en la Constitución y la ley; 
 
 2o. Se celebren contra expresa prohibición constitucional o legal;  
 
3o. Se celebren con abuso o desviación de poder.. 
 
4o. Se declaren nulos los actos administrativos en que se fundamenten; y  
 
5o. Se hubieren celebrado con desconocimiento de los criterios previstos en el artículo 21 
sobre tratamiento de ofertas nacionales y extranjeras o con violación de la reciprocidad de 
que trata esta ley. 
 
ARTICULO 45. DE LA NULIDAD ABSOLUTA. La nulidad absoluta podrá ser alegada por las 
partes, por el agente del ministerio público, por cualquier persona o declarada de oficio, y no 
es susceptible de saneamiento por ratificación. 
 
En los casos previstos en los numerales 1o., 2o. y 4o. del artículo anterior, el jefe o 
representante legal de la entidad respectiva deberá dar por terminado el contrato mediante 
acto administrativo debidamente motivado y ordenará su liquidación en el estado en que se 
encuentre. 
 
ARTICULO 46. DE LA NULIDAD RELATIVA. Los demás vicios que se presenten en los 
contratos y que conforme al derecho común constituyen causales de nulidad relativa, pueden 



sanearse por ratificación expresa de los interesados o por el transcurso de dos (2) años 
contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del vicio. 
 
ARTICULO 47. DE LA NULIDAD PARCIAL. La nulidad de alguna o algunas cláusulas de un 
contrato, no invalidará la totalidad del acto, salvo cuando este no pudiese existir sin la parte 
viciada. 
 
ARTICULO 48. DE LOS EFECTOS DE LA NULIDAD. La declaración de nulidad de un contrato 
de ejecución sucesiva no impedirá el reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas 
hasta el momento de la declaratoria. 
 
Habrá lugar al reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas del contrato nulo por 
objeto o causa ilícita, cuando se probare que la entidad estatal se ha beneficiado y 
únicamente hasta el monto del beneficio que ésta hubiere obtenido. Se entenderá que la 
entidad estatal se ha beneficiado en cuanto las prestaciones cumplidas le hubieren servido 
para satisfacer un interés público. 
 
ARTICULO 49. DEL SANEAMIENTO DE LOS VICIOS DE PROCEDIMIENTO O DE FORMA. Ante 
la ocurrencia de vicios que no constituyan causales de nulidad y cuando las necesidades del 
servicio lo exijan o las reglas de la buena administración lo aconsejen, el jefe o representante 
legal de la entidad, en acto motivado, podrá sanear el correspondiente vicio. 
 

V. DE LA RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL  
 
ARTICULO 50. DE LA RESPONSABILIDAD DE LAS ENTIDADES ESTATALES. Las entidades 
responderán por las actuaciones, abstenciones, hechos y omisiones antijurídicos que les sean 
imputables y que causen perjuicios a sus contratistas. En tales casos deberán indemnizar la 
disminución patrimonial que se ocasione, la prolongación de la misma y la ganancia, beneficio 
o provecho dejados de percibir por el contratista. 
 
ARTICULO 51. DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PUBLICOS. El servidor público 
responderá disciplinaria, civil y penalmente por sus acciones y omisiones en la actuación 
contractual en los términos de la Constitución y de la ley. 
 
ARTICULO 52. DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS CONTRATISTAS. Los contratistas 
responderán civil y penalmente por sus acciones y omisiones en la actuación contractual en 
los términos de la ley. 
 
Los consorcios y uniones temporales responderán por las acciones y omisiones de sus 
integrantes, en los términos del artículo 7o. de esta ley. 
 
ARTICULO 53. DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS CONSULTORES, INTERVENTORES Y 
ASESORES. Los consultores, interventores y asesores externos responderán civil y 
penalmente tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de 
consultoría, interventoría o asesoría, como por los hechos u omisiones que les fueren 
imputables y que causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración y 



ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de 
consultoría, interventoría o asesoría. 
 
ARTICULO 54. DE LA ACCION DE REPETICION. En caso de condena a cargo de una entidad 
por hechos u omisiones imputables a título de dolo o culpa grave de un servidor público, la 
entidad, el ministerio público, cualquier persona u oficiosamente el juez competente, iniciarán 
la respectiva acción de repetición, siempre y cuando aquél no hubiere sido llamado en 
garantía de conformidad con las normas vigentes sobre la materia. 
 
ARTICULO 55. DE LA PRESCRIPCION DE LAS ACCIONES DE RESPONSABILIDAD 
CONTRACTUAL. La acción civil derivada de las acciones y omisiones a que se refieren los 
artículos 50, 51, 52 y 53 de esta ley prescribirá en el término de veinte (20) años, contados a 
partir de la ocurrencia de los mismos. La acción disciplinaria prescribirá en diez (10) años. La 
acción penal prescribirá en veinte (20) años. 
 
ARTICULO 56. DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS PARTICULARES QUE INTERVIENEN 
EN LA CONTRATACION ESTATAL. Para efectos penales, el contratista, el interventor, el 
consultor y el asesor se consideran particulares que cumplen funciones públicas en todo lo 
concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los contratos que celebren con las 
entidades estatales y, por lo tanto, estarán sujetos a la responsabilidad que en esa materia 
señala la ley para los servidores públicos. 
 
ARTICULO 57. DE LA INFRACCION DE LAS NORMAS DE CONTRATACION. El servidor público 
que realice alguna de las conductas tipificadas en los artículos 144, 145 y 146 del Código 
Penal, incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años y en multa de veinte (20) a ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales. 
 
ARTICULO 58. DE LAS SANCIONES. Como consecuencia de las acciones u omisiones que se 
les impute en relación con su actuación contractual, y sin perjuicio de las sanciones e 
inhabilidades señaladas en la Constitución Política, las personas a que se refiere este capítulo 
se harán acreedoras a: 
 
1o. En caso de declaratoria de responsabilidad civil, al pago de las indemnizaciones en la 
forma y cuantía que determine la autoridad judicial competente. 
 
2o. En caso de declaratoria de responsabilidad disciplinaria, a la destitución. 
 
3o. En caso de declaratoria de responsabilidad civil o penal y sin perjuicio de las sanciones 
disciplinarias, los servidores públicos quedarán inhabilitados para ejercer cargos públicos y 
para proponer y celebrar contratos con las entidades estatales por diez (10) años contados a 
partir de la fecha de ejecutoria de la respectiva sentencia. A igual sanción estarán sometidos 
los particulares declarados responsables civil o penalmente. 
 
4o. En los casos en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en firme, o elevado 
pliego de cargos, la autoridad competente podrá, con el propósito de salvaguardar la recta 
administración pública, suspender provisionalmente al servidor público imputado o sindicado 



hasta por el término de duración de la medida de aseguramiento o de la investigación 
disciplinaria. 
 
5o. En el evento en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en firme a un 
particular, por acciones u omisiones que se le imputen en relación con su actuación 
contractual, se informará de tal circunstancia a la respectiva Cámara de Comercio que 
procederá de inmediato a inscribir dicha medida en el registro de proponentes. 
 
El jefe o representante legal de la entidad estatal que incumpla esta obligación, incurrirá en 
causal de mala conducta. 
 
6o. En el evento en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en firme al 
representante legal de una persona jurídica de derecho privado, como consecuencia de 
hechos u omisiones que se le imputen en relación con su actuación contractual, aquélla 
quedará inhabilitada para proponer y celebrar contratos con las entidades estatales por todo 
el término de duración de la medida de aseguramiento. Si se profiere sentencia condenatoria 
contra dicho representante legal, la persona jurídica quedará inhabilitada para proponer y 
celebrar contratos con las entidades estatales por diez (10) años contados a partir de la fecha 
de ejecutoria de dicha sentencia. A igual sanción estará sometida la persona jurídica 
declarada civilmente responsable por razón de hechos u omisiones que se le imputen en 
relación con su actuación contractual. 
 
ARTICULO 59. DEL CONTENIDO DE LOS ACTOS SANCIONATORIOS. La determinación de la 
responsabilidad de que tratan los artículos anteriores la harán las autoridades competentes en 
providencia motivada en la que se precisarán los hechos que la generan, los motivos y 
circunstancias para la cuantificación de las indemnizaciones a que haya lugar y los elementos 
utilizados para la dosimetría sancionatoria. Así mismo, en ella se señalarán los medios de 
impugnación y defensa que procedan contra tales actos, el término que se disponga para ello 
y la autoridad ante quien deban intentarse. 
 

VI. DE LA LIQUIDACION DE LOS CONTRATOS 
 
ARTICULO 60. DE SU OCURRENCIA Y CONTENIDO. Los contratos de tracto sucesivo, aquellos 
cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán 
objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes, procedimiento que se 
efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en 
su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los cuatro (4) meses siguientes a la 
finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o 
a la fecha del acuerdo que la disponga. 
 
También en esta etapa las partes acordarán los ajustes, revisiones y reconocimientos a que 
haya lugar. 
 
En el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren 
las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo. 
 



Para la liquidación se exigirá al contratista la extensión o ampliación, si es del caso, de la 
garantía del contrato a la estabilidad de la obra, a la calidad del bien o servicio suministrado, 
a la provisión de repuestos y accesorios, al pago de salarios, prestaciones e indemnizaciones, 
a la responsabilidad civil y, en general, para avalar las obligaciones que deba cumplir con 
posterioridad a la extinción del contrato. 
 
ARTICULO 61. DE LA LIQUIDACION UNILATERAL. Si el contratista no se presenta a la 
liquidación o las partes no llegan a acuerdo sobre el contenido de la misma, será practicada 
directa y unilateralmente por la entidad y se adoptará por acto administrativo motivado 
susceptible del recurso de reposición. 
 

VII. DEL CONTROL DE LA GESTION CONTRACTUAL 
 
ARTICULO 62. DE LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO. La Procuraduría General de 
la Nación y los demás agentes del ministerio público, de oficio o a petición de cualquier 
persona, adelantarán las investigaciones sobre la observancia de los principios y fines de la 
contratación estatal y promoverán las acciones pertinentes tendientes a obtener las sanciones 
pecuniarias y disciplinarias para quienes quebranten tal normatividad. 
 
ARTICULO 63. DE LAS VISITAS E INFORMES. La procuraduría adelantará visitas a las 
entidades estatales oficiosamente y con la periodicidad que demande la protección de los 
recursos públicos y el imperio de la moralidad, legalidad y honestidad en la administración 
pública. 
 
Durante las visitas, cuya realización se divulgará ampliamente, se oirá a las asociaciones 
gremiales y comunitarias del lugar y se dará oportunidad a los administrados para que hagan 
las denuncias y presenten las quejas que a bien consideren. 
 
Las conclusiones de las visitas se dejarán en informes escritos que se pondrán en 
conocimiento de la comunidad respectiva y de ellos se correrá traslado a los jefes de las 
entidades y a quienes aparezcan implicados en la comisión de conductas antijurídicas. 
 
Copias de tales informes se enviarán a la Fiscalía General de la Nación o a la delegada 
respectiva para que éstas, si es del caso, den cumplimiento a la función de que trata el 
artículo siguiente. 
 
El visitador exigirá a los administrados identificarse y les advertirá de las consecuencias de la 
formulación de denuncias temerarias. 
 
ARTICULO 64. DE LA PARTICIPACION DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACION. La Fiscalía 
General de la Nación, de oficio o por denuncia, investigará las conductas constitutivas de 
hechos punibles en la actividad contractual y acusará a los presuntos infractores ante los 
jueces competentes. 
 



La Fiscalía General de la Nación creará unidades especializadas para la investigación y 
acusación de los hechos punibles que se cometan con ocasión de las actividades 
contractuales de que trata esta ley. 
 
ARTICULO 65. DE LA INTERVENCION DE LAS AUTORIDADES QUE EJERCEN CONTROL 
FISCAL. La intervención de las autoridades de control fiscal se ejercerá una vez agotados los 
trámites administrativos de legalización de los contratos. Igualmente se ejercerá control 
posterior a las cuentas correspondientes a los pagos originados en los mismos, para verificar 
que éstos se ajustaron a las disposiciones legales. 
 
Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal incluirá un 
control financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, la economía, la 
equidad y la valoración de los costos ambientales. 
 
El control previo administrativo de los contratos le corresponde a las oficinas de control 
interno. 
 
Las autoridades de control fiscal pueden exigir informes sobre su gestión contractual a los 
servidores públicos de cualquier orden. 
 
ARTICULO 66. DE LA PARTICIPACION COMUNITARIA. Todo contrato que celebren las 
entidades estatales, estará sujeto a la vigilancia y control ciudadano. 
 
Las asociaciones cívicas, comunitarias, de profesionales, benéficas o de utilidad común, 
podrán denunciar ante las autoridades competentes las actuaciones, hechos u omisiones de 
los servidores públicos o de los particulares, que constituyan delitos, contravenciones o faltas 
en materia de contratación estatal. 
 
Las autoridades brindarán especial apoyo y colaboración a las personas y asociaciones que 
emprendan campañas de control y vigilancia de la gestión pública contractual y 
oportunamente suministrarán la documentación e información que requieran para el 
cumplimiento de tales tareas. 
 
El Gobierno Nacional y los de las entidades territoriales establecerán sistemas y mecanismos 
de estímulo de la vigilancia y control comunitario en la actividad contractual orientados a 
recompensar dichas labores . 
 
Las entidades estatales podrán contratar con las asociaciones de profesionales y gremiales y 
con las universidades y centros especializados de investigación, el estudio y análisis de las 
gestiones contractuales realizadas. 
 
ARTICULO 67. DE LA COLABORACION DE LOS CUERPOS CONSULTIVOS DEL GOBIERNO. Los 
organismos o entidades gremiales, profesionales o universitarios que tengan el carácter de 
cuerpos consultivos del Gobierno prestarán la colaboración que en la actividad contractual 
requieran las entidades estatales. 
 



Así mismo, podrán servir de árbitros para dirimir las discrepancias de naturaleza técnica que 
surjan en desarrollo del contrato o con ocasión de éste. 
 

VIII. DE LA SOLUCION DE LAS CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 
 
ARTICULO 68. DE LA UTILIZACION DE MECANISMOS DE SOLUCION DIRECTA DE LAS 
CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Las entidades a que se refiere el artículo 2o del 
presente estatuto y los contratistas buscarán solucionar en forma ágil, rápida y directa las 
diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual. 
 
Para tal efecto, al surgir las diferencias acudirán al empleo de los mecanismos de solución de 
controversias contractuales previstos en esta ley y a la conciliación, amigable composición y 
transacción. 
 
PARAGRAFO. Los actos administrativos contractuales podrán ser revocados en cualquier 
tiempo, siempre que sobre ellos no haya recaído sentencia ejecutoriada. 
 
ARTICULO 69. DE LA IMPROCEDENCIA DE PROHIBIR LA UTILIZACION DE LOS MECANISMOS 
DE SOLUCION DIRECTA. Las autoridades no podrán establecer prohibiciones a la utilización 
de los mecanismos de solución directa de las controversias nacidas de los contratos estatales. 
 
Las entidades no prohibirán la estipulación de la cláusula compromisoria o la celebración de 
compromisos para dirimir las diferencias surgidas del contrato estatal. 
 
ARTICULO 70. DE LA CLAUSULA COMPROMISORIA. En los contratos estatales podrá incluirse 
la cláusula compromisoria a fin de someter a la decisión de árbitros las distintas diferencias 
que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de su ejecución, desarrollo, 
terminación o liquidación. 
 
El arbitramento será en derecho. Los árbitros serán tres (3), a menos que las partes decidan 
acudir a un árbitro único. En las controversias de menor cuantía habrá un sólo arbitro. 
 
La designación, requerimiento, constitución y funcionamiento del tribunal de arbitramento se 
regirá por las normas vigentes sobre la materia. 
 
Los árbitros podrán ampliar el término de duración del Tribunal por la mitad del inicialmente 
acordado o legalmente establecido, si ello fuere necesario para la producción del laudo 
respectivo. 
 
En los contratos con personas extranjeras y en los que incluyan financiamiento a largo plazo, 
sistemas de Pago mediante la explotación del objeto construído u operación de bienes para la 
prestación de un servicio público, podrá pactarse que las diferencias surgidas del contrato 
sean sometidas a la decisión de un tribunal de arbitramento designado por un organismo 
internacional. 
 



ARTICULO 71. DEL COMPROMISO. Cuando en el contrato no se hubiere pactado cláusula 
compromisoria, cualquiera de las partes podrá solicitar a la otra la suscripción de un 
compromiso para la convocatoria de un Tribunal de Arbitramento a fin de resolver las 
diferencias presentadas por razón de la celebración del contrato y su ejecución, desarrollo, 
terminación o liquidación.  
 
En el documento de compromiso que se suscriba se señalarán la materia objeto del 
arbitramento, la designación de árbitros, el lugar de funcionamiento del tribunal y la forma de 
proveer los costos del mismo. 
 
ARTICULO 72. DEL RECURSO DE ANULACION CONTRA EL LAUDO ARBITRAL. Contra el laudo 
arbitral procede el recurso de anulación. Este deberá interponerse por escrito presentado 
ante el Tribunal de Arbitramento dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del 
laudo o de la providencia que lo corrija, aclare o complemente. 
 
El recurso se surtirá ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado. 
 
Son causales de anulación del laudo las siguientes: 
 
1o. Cuando sin fundamento legal no se decretaren pruebas oportunamente solicitadas, o se 
hayan dejado de practicar las diligencias necesarias para evacuarlas, siempre que tales 
omisiones tengan incidencia en la decisión y el interesado las hubiere reclamado en la forma 
y tiempo debidos. 
 
2o. Haberse fallado en conciencia debiendo ser en derecho, siempre que esta circunstancia 
aparezca manifiesta en el laudo. 
 
3o. Contener la parte resolutiva del laudo errores aritméticos o disposiciones contradictorias, 
siempre que se hayan alegado oportunamente ante el Tribunal de Arbitramento. 
 
4o. Haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros o haberse 
concedido más de lo pedido. 
 
5o. No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento. 
 
El trámite y efectos del recurso se regirá por las disposiciones vigentes sobre la materia. 
 
ARTICULO 73. DE LA COLABORACION DE LAS ASOCIACIONES DE PROFESIONALES Y DE LAS 
CAMARAS DE COMERCIO. Podrá pactarse acudir a los centros de conciliación y arbitramento 
institucional de las asociaciones profesionales, gremiales y de las cámaras de comercio para 
que diriman las controversias surgidas del contrato. 
 
ARTICULO 74. DEL ARBITRAMENTO O PERICIA TECNICOS. Las partes podrán pactar que las 
diferencias de carácter exclusivamente técnico se sometan al criterio de expertos designados 
directamente por ellas o que se sometan al parecer de un organismo consultivo del Gobierno, 



al de una asociación profesional o a un centro docente universitario o de enseñanza superior. 
La decisión adoptada será definitiva. 
 
ARTICULO 75. DEL JUEZ COMPETENTE. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
anteriores, el juez competente para conocer de las controversias derivadas de los contratos 
estatales y de los procesos de ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción contencioso 
administrativa. 
 
PARAGRAFO 1o. Una vez practicadas las pruebas dentro del proceso, el juez citará a 
demandantes y demandados para que concurran personalmente o por medio de apoderado a 
audiencia de conciliación. Dicha audiencia se sujetará a las reglas previstas en el artículo 101 
del Código de Procedimiento Civil y se procurará que se adelante por intermedio de personas 
diferentes de aquellas que intervinieron en la producción de los actos o en las situaciones que 
provocaron las discrepancias. 
 
PARAGRAFO 2o. En caso de condena en procesos originados en controversias contractuales, 
el juez, si encuentra la existencia de temeridad en la posición no conciliatoria de alguna de las 
partes, condenará a la misma o a los servidores públicos que intervinieron en las 
correspondientes conversaciones, a cancelar multas a favor del Tesoro Nacional de cinco (5) 
a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales. 
 
PARAGRAFO 3o. En los procesos derivados de controversias de naturaleza contractual se 
condenará en costas a cualquiera de las partes, siempre que se encuentre que se presentó la 
conducta del parágrafo anterior. 
 

IX. DE LAS DISPOSICIONES VARIAS 
 
ARTICULO 76. DE LOS CONTRATOS DE EXPLORACION Y EXPLOTACION DE LOS RECURSOS 
NATURALES. Los contratos de exploración y explotación de recursos naturales renovables y 
no renovables, así como los concernientes a la comercialización y demás actividades 
comerciales e industriales propias de las entidades estatales a las que correspondan las 
competencias para estos asuntos, continuarán rigiéndose por la legislación especial que les 
sea aplicable. Las entidades estatales dedicadas a dichas actividades determinarán en sus 
reglamentos internos el procedimiento de selección de los contratistas, las cláusulas 
excepcionales que podrán pactarse, las cuantías y los trámites a que deben sujetarse. 
 
Los procedimientos que adopten las mencionadas entidades estatales, desarrollarán el deber 
de selección objetiva y los principios de transparencia, economía y responsabilidad 
establecidos en esta ley. 
 
En ningún caso habrá lugar a aprobaciones o revisiones administrativas por parte del Consejo 
de Ministros, el Consejo de Estado ni de los Tribunales Administrativos. 
 
ARTICULO 77. DE LA NORMATIVIDAD APLICABLE EN LAS ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS. 
En cuanto sean compatibles con la finalidad y los principios de esta ley, las normas que rigen 
los procedimientos y actuaciones en la función administrativa, serán aplicables en las 



actuaciones contractuales. A falta de estas, regirán las disposiciones del Código de 
Procedimiento Civil. 
 
Los actos administrativos que se produzcan con motivo u ocasión de la actividad contractual 
sólo serán susceptibles de recurso de reposición y del ejercicio de la acción contractual, de 
acuerdo con las reglas del Código Contencioso Administrativo. 
 
PARAGRAFO 1o. El acto de adjudicación no tendrá recursos por la vía gubernativa. Este podrá 
impugnarse mediante el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, 
según las reglas del Código Contencioso Administrativo. 
 
PARAGRAFO 2o. Para el ejercicio de las acciones contra los actos administrativos de la 
actividad contractual no es necesario demandar el contrato que los origina. 
 
ARTICULO 78. DE LOS CONTRATOS, PROCEDIMIENTOS Y PROCESOS EN CURSO. Los 
contratos, los procedimientos de selección y los procesos judiciales en curso a la fecha en que 
entre a regir la presente ley, continuarán sujetos a las normas vigentes en el momento de su 
celebración o iniciación. 
 
ARTICULO 79. DE LA REGLAMENTACION DEL REGISTRO DE PROPONENTES. El 
funcionamiento del registro de proponentes en las cámaras de comercio, será reglamentado 
por el Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la 
presente ley. 
 
ARTICULO 80. DE LA ADECUACION DE ESTATUTOS. Dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la fecha de promulgación de la presente ley, las autoridades competentes adoptarán las 
medidas necesarias para adecuar los estatutos de las entidades estatales a lo dispuesto en 
esta ley. 
 
ARTICULO 81. DE LA DEROGATORIA Y DE LA VIGENCIA. A partir de la vigencia de la 
presente ley, quedan derogados el decreto-ley 2248 de 1972; la ley 19 de 1982; el decreto-
ley 222 de 1983, excepción hecha de los artículos 108 a 113; el decreto-ley 591 de 1991, 
excepción hecha de los artículos 2o., 8o., 9o., 17 y 19; el decreto-ley 1684 de 1991; las 
normas sobre contratación del decreto 700 de 1992, y los artículos 253 a 264 del Código 
Contencioso Administrativo; así como las demás normas que le sean contrarias.  
 
A partir de la promulgación de la presente ley, entrarán a regir el parágrafo del artículo 2o.; el 
literal 1) del numeral 1o. y el numeral 9o. del artículo 24; las normas de este estatuto 
relacionadas con el contrato de concesión; el numeral 8o. del artículo 25; el numeral 5o., del 
artículo 32 sobre fiducia pública y encargo fiduciario; y los artículos 33, 34, 35, 36, 37 y 38, 
sobre servicios y actividades de telecomunicaciones. 
 
Las demás disposiciones de la presente ley, entrarán a regir a partir del 1o. de enero de 1994 
con excepción de las normas sobre registro, clasificación y calificación de proponentes, cuya 
vigencia se iniciará un año después de la promulgación de esta ley.  
 



PARAGRAFO 1o. TRANSITORIO. La presente ley entrará a regir en relación con la Sociedad 
de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de Barranquilla S.A., y para todo lo que tenga que ver 
con la prestación del servicio de agua, alcantarillado y aseo, tres (3) años después de su 
promulgación. 
 
PARAGRAFO 2o. TRANSITORIO. A partir de la promulgación de la presente ley, el Gobierno 
adelantará con la colaboración de la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) y de 
las demás entidades estatales, así como de los organismos o entidades gremiales y 
profesionales, actividades pedagógicas y de divulgación del presente estatuto. 
 

El Presidente del honorable Senado de la República, 
Jorge Ramón Elías Náder 

 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Pedro Pumarejo Vega 
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representates, 
Francisco José Jattín Safar 

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, (E.), 

Humberto Zuluaga Monedero 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
 

Publíquese y Ejecútese 
Santafe de Bogotá, D.C., 28 octubre de 1993 

 
CESAR GAVIRIA TRUJILLO 

 
El Ministro de Gobierno, 
Fabio Villegas Ramírez 

 
El Viceministro de Hacienda y Crédito Público, encargado de las Funciones del Despacho del 

Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Héctor José Cadena Clavijo 

 
El Ministro de Minas y Energía, 

Guido Nule Amín 
 

El Ministro de Comunicaciones, 
William Jaramillo Gómez 

 
El Ministro de Obras Públicas y Transporte, 

Jorge Bendeck Olivella 
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